PAGE  
1

www.monografias.com
El drama humano de los desplazados en el conflicto armado colombiano
Lizandro Alfonso Cabrera Suárez  lizandrocabrera@hotmail.com
1. Introducción
2. Delimitación conceptual
3. Los desplazados en Colombia
4. Los actores del desplazamiento en Colombia
5. Desplazados en Cali 
6. Contexto del desplazamiento rural en Colombia
7. Los Derechos Humanos y los desplazados
8. El gobierno de Colombia y los desplazados
9. Organismos nacionales e internacionales de ayuda a los desplazados
10. Conclusiones
11. Recomendaciones
12. Bibliografía
AVANCE DE INVESTIGACIÓN

INTRODUCCIÓN

La investigación  surge por la interacción cotidiana del autor con la violencia en Colombia
. La violencia es sectorial, no golpea a todos por igual
, escoge objetivos, que pueden ser personas, grupos o regiones geográficas. Siendo así, los colombianos se han acostumbrado a escuchar cifras sobre el problema social, sus causas y consecuencias.  El problema de los desplazados es muy grave, pues se calcula, acorde con informe internos en el país, que desde 1985 alrededor de 3.000.000
  de colombianos han sido obligados a abandonar su lugar de origen. Amnistía Internacional estima, por su parte, que “en los últimos veinte años más de tres millones de personas se han tenido que desplazar en Colombia debido a problemas de orden público, convirtiéndose en uno de los países con más alto índice de desplazados en el mundo, al lado de Sudán, Sri Lanka, entre otros”
. La verdad sobre el número real de desplazados, no existe. Mucha información ha sido distorsionada por la violencia misma y, junto a este factor, por la inexistencia de un sistema sólido y exacto de consolidación de datos.

El tema de los desplazados fue escogido como trabajo de investigación por las características y honda significación que tiene en el imaginario   de los implicados.  Dejar atrás el arraigo a la tierra, la comunidad que te reconoce como persona, que cuenta contigo y de la que naciste, genera un derrumbamiento de la estructura de cada ser humano, puesto que todos viven y actúan por pasiones. El tema es aparentemente coyuntural, momentáneo si se quiere, pero la solución no lo es, puesto que las causas del desplazamiento en Colombia son estructurales e involucran   a los actores políticos como son los gobiernos, la distribución de las riquezas, los intereses clasistas, la tenencia de la tierra
.

El mundo habla de una globalización y de un mercado común que invita a las diferentes naciones grandes o pequeñas económicamente a arriesgar con destino en las leyes del  mercado. El fantasma de ideologías  impuestas por las potencias en  los países tercermundistas  allegaron propuestas como la del neoliberalismo económico mal aplicado por muchos
,  que se convirtió  en un foco de atraso  y de profundización   de una crisis social  de los países que tuvieron que implementarlo.  El hecho de apostarle  a las exportaciones,  de favorecer la industria  nacional,  de generar competencias iguales,   se aplicó en  un país como Colombia lleno de corrupción, de vicios clientelistas, de cacicazgos  políticos y, peor aún, en medio de un violento  enfrentamiento entre  una guerrilla  consolidada militar y económicamente y un débil estado que atónito presencia el fortalecimiento de grupos paramilitares  de autodefensa
,  como un actor  más del conflicto bélico.  Las políticas  globalizadoras se vendieron  como la panacea  a las crisis  de las economías emergentes, en donde el pueblo  creyó  efectivamente  que hasta los problemas sociales  se iban a solucionar, sin embargo la realidad hoy es otra, pues,  los neoliberalistas colombianos aplicaron la propuesta aperturista e internacionalizadora a su acomodo, favoreciendo sus propios intereses económicos y no generales, nunca pensaron en una redistribución de excedentes, en la inversión social o en la ayuda a los desplazados .

Los indicadores, las cifras, los porcentajes,  ocultan dramas salvajes, niños huérfanos sin tierra y sin afectos,  mujeres sumando soledades,  hombres con el prestigio en la mochila y ancianos que en muchos casos han huido  de varias violencias
,  comunidades enteras de  indígenas  que ni en las  proximidades del tercer milenio  pueden disfrutar la tierra que los vio nacer  y grupos étnicos negros sin rumbo.   Colombia tristemente tiene en su historia varios episodios de desplazamiento: La guerra de los mil días y la masacre de las bananeras  a principios de siglo, la violencia bipartidista de mediados del siglo y la guerra de guerrillas  de final de siglo
.  Los desplazados se han convertido en protagonistas históricos de la guerra y son más noticia al huir que al morir.

El tema de los desplazados debe ser una obligación de todos los implicados en soñar una sociedad más justa y equilibrada.  Las personas que le apuesten al ser humano, a su pleno desarrollo, y a buscar unas condiciones que mejoren la calidad de vida de sus congéneres,  deben involucrarse en éste. Más cuando se proviene de una Universidad como la Santiago de Cali, que está Comprometida con el Ser.  Su Proyecto Educativo Institucional (PEI)
, sostiene que Colombia y el mundo necesitan personas, seres sensibles a la vida, que disfruten la música, que convivan pacíficamente con el otro, que entiendan que la empresa más importante es su vida, de igual manera éste ser tiene que estar preparado para competir en el futuro profesional. La institución quiere que toda la comunidad universitaria reaccione frente a los problemas nacionales y que desde su propio espacio cada uno pueda generar alternativas y soluciones para la construcción de la nueva Colombia.

La guerra transforma todo.  Recibir desplazados en ciudades como Cali, Medellín, Bogotá (las cuales no se han visto afectadas por la huida de su gente, pero sin embargo resienten la gran crisis social y económica por la que atraviesa el país)
 se ha vuelto un problema   que ha llevado incluso a las alcaldías locales a impedir el acceso de éstos a sus ciudades, tema que desató múltiples posiciones al respecto.

La ley 387 de 1997
, sobre desplazados, en su artículo 2 numeral 3, dice lo siguiente: "El desplazado tiene derecho a no ser discriminado por su condición de desplazado" y en el numeral 8  sostiene: “El desplazado tiene derecho a  que su libertad de movimiento  no sea sujeta a más  restricciones que las previstas por la ley".  

 La guerra colombiana es irregular y se caracteriza por tener periodos  de relativa paz, sus principales manifestaciones han sido  la muerte violenta de muchísimos  civiles  ajenos al conflicto,  abusos de poder,  masacres, torturas,  secuestros, desapariciones forzadas, reclutamiento de menores de edad y uso de armas de efectos indiscriminados
.

El tema de los desplazados dejó de ser local y ahora, le interesa a toda la aldea global por la violación sistemática de los derechos humanos que éste representa, una demostración clara la da la Unión Europea al intentar mejorar las condiciones sociales, económicas,  y políticas de los países tercermundistas, destinando altas partidas económicas y  creando  oficinas como el ECHO para atender  estos temas,  sin ser suficiente,  puesto que el problema de los desplazados  no es un problema coyuntural ni de  momento sino estructural y de fondo.  La  Oficina Humanitaria de la  Comunidad Europea (ECHO)  se creó en 1992,  como consecuencia de la multiplicación de  graves crisis en el mundo y de una voluntad de afirmar la presencia de la Comunidad Europea en la labor humanitaria internacional y cuenta con un importante presupuesto.  La ayuda gestionada por el ECHO consiste en prestar asistencia de emergencia a las víctimas de catástrofes o conflictos sociales, sin distinción alguna
.

Los estudios con que cuenta Colombia sobre el tema de los desplazados representan estadísticas sobre marginalidad y desplazamiento constituyéndose en frías cifras sobre un  problema del que no existe una conceptualización. "Desplazados un problema de todos"  utilizará datos de la Comisión y Vida de la Arquidiócesis  de Cali  y el Codhes  que en su estudio  "Un País que Huye",  presenta un minucioso  estudio sobre  los sitios  de partida  y de llegada de los desplazados, estadísticas sobre la composición social de las familias y de los factores  causantes del desplazamiento; sin embargo no entra a estudiar  las verdaderas causas del conflicto social en Colombia, de aquí la validez teórica del trabajo.

 El desplazamiento de la población por la violencia crece y las decisiones del Gobierno para hacer frente a éste problema socio-demográfico son confusas y paradójicas. Debido a que las medidas de orden público y de erradicación de cultivos ilícitos están disparando los índices de desplazados de todo el país y además, porque, la burocracia, los recortes presupuestales, afectan la realización de los caminos que tome el Gobierno para solucionar el problema
.

El problema de los desplazados debe convertirse en un problema de Estado, así se maneja por ejemplo en el Salvador, según el texto Derechos Humanos y Democracia de Alberto Ramos “los últimos cinco años de guerra Salvadoreña convirtieron el desplazamiento como el principal problema nacional”.

DELIMITACIÓN CONCEPTUAL

Colombia, como muchos otros países en proceso de formación, es un museo vivo de conflictos que al no ser encarados y resueltos por medios políticos, desvían su caudal de energías sociales hacia la violencia. Una vez arraigada ésta, se establece un circulo vicioso entre las causas sociales y las luchas armadas, que subordina la resolución de conflictos a los azares de la confrontación militar, cuyo sentido se aleja cada vez más de los motivos originales que justificaron la iniciación de las luchas.

Los campesinos colombianos son los más afectados por la violencia política. La guerra de guerrillas y su contrapartida la guerra contrainsurgente del ejército y los paramilitares se adelanta principalmente en el campo. Son también los que tradicionalmente han sufrido el reclutamiento forzado para prestar el servicio militar en las fuerzas armadas y en los grupos subversivos
.

Los campesinos son las principales víctimas de la exclusión y la violencia social. El 64% de la población campesina vive en estado de pobreza y un 37% de ellos sobreviven en condiciones de miseria. Por otro lado hay más de un millón de familias campesinas sin tierra. La tendencia ha sido la del despojo y la concentración de la propiedad en pocas manos: en 1960, el 60% de la tierra y los grandes latifundistas controlaban el 46% en haciendas de más de 200 hectáreas. Para 1992 el 55% de los campesinos propietarios no tenía más que el 2,8% de la tierra, mientras que menos del 0,5% poseía el 35% de la tierra
.  De las concesiones de tierra y mercedes de la Corona Española y del poder de los gobernantes locales para adjudicar o apropiarse de grandes extensiones de tierra y de otras instituciones coloniales como La Encomienda y La Mita, surgió   la estructura latifundista de tenencia de la tierra en Colombia, que en muchos casos era de decenas de miles de hectáreas no explotadas con trabajo e indígena, de esclavos negros en la Costa Atlántica y Pacifica, incluidos los hoy departamentos del Valle del Cauca, Cauca, Antioquia, más la adjudicación de baldíos a los poderosos en la Republica y la presencia del narcotráfico a fines del siglo XX en la adquisición de las mejores tierras, son los determinantes de la existencia y sobrevivientes de la estructura latifundista de la tenencia de la tierra en Colombia, desde la Colonia y la República hasta finales del siglo XX. El poder político y económico de los grandes terratenientes, ha impedido la ejecución de una reforma agraria integral que tendría que ser liberal
 pues en Colombia no ha triunfado revolución alguna para sustituir el sistema económico y social. Ese poder y esa estructura de la tenencia de la tierra ha impedido, incluso, un capitalismo relativamente democrático, protector de la soberanía nacional
, con capacidad competitiva en los mercados internacionales.

Colombia por tener una frontera agraria abierta, 130 municipios son áreas de colonización, que detrás de la destrucción de las selvas
 esconden procesos de conquista y despojo de pueblos indígenas y negros, para dar paso a la posterior quiebra de la economía campesina y la concentración de la propiedad en haciendas de ganadería extensiva
. El latifundio costeño, por ejemplo, que abarca 107 municipios, ha dejado a una gran parte de campesinado sin acceso a la tierra, lo que alimenta la migración y la tugurización de las ciudades
. La región Caribe sólo tiene 31 municipios donde predomina la pequeña propiedad campesina.

La región Andina, desde Nariño hasta Norte de Santander y Antioquia, presenta la estructura rural más diversificada. Con la mayor densidad demográfica, la región tiene 200 municipios con minifundios deprimidos, que expulsan población y 143 con minifundio estables, que en su gran mayoría escapan a las manifestaciones más intensas de la violencia. En las vertientes cordilleranas hay 233 municipios donde predomina el campesinado medio, de los cuales 60 son cafeteros. En los Valles interandinos del Cauca y el Magdalena hay 77 municipios con agricultura empresarial, de los cuales 32 tienen alta población urbana. En regiones periféricas marginales del litoral Pacifico de Amazonía y Orinoquía hay 39 municipios con estructura rural atrasada, que son, en términos reales, colonias para extracción de excedentes en favor de empresarios de otras regiones.

Las tensiones y conflictos rurales se expresan también en las cinco grandes ciudades, (Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cartagena)
 que se constituyen centros regionales, en las 31 ciudades intermedias que conforman la malla de centros secundarios y en las 21 ciudades pequeñas que conforman los centros de relevo del país. La red urbana es colonizada por los emigrantes expulsados del campo y la reconstrucción de lo social y lo político les exige entrar en conflicto por la distribución de espacio y oportunidades vitales con las autoridades locales y otros grupos urbanos establecidos. Si se adopta una visión amplia de las relaciones entre la población y el territorio se observa, paralelo a la urbanización, un vasto proceso de desplazamiento, ocurrido durante medio siglo, desde las áreas cordilleranas y del litoral caribe más densas hacia las tierras de piedemonte de todo el sistemas montañoso del país, y desde allí, al resto de la frontera agraria. En las nuevas regiones en formación no hay una estructura consolidada de relaciones de poder y de propiedad, los actores sociales colectivos surgen  y se disuelven con igual velocidad y la sociedad civil pierde su espacio en favor  de dominios armados que de facto sustituyen al Estado, cuya acción no supera la presencia nominal, esporádica o la ocupación militar.

CAPÍTULO 1

LOS DESPLAZADOS EN COLOMBIA

La etimología de la palabra desplazados pude sintetizarse asÍ: Alejados de su calle, repetidamente separado de sus vecinos, a menudo desterrados de su patio prontamente.

Las definiciones actuales involucran el concepto de violencia y la búsqueda de protección a la vida personal y familiar, por ejemplo:

“Se consideran desplazados a las personas que hayan sido obligadas a abandonar sus hogares o actividades económicas habituales debido a que sus vidas, seguridad y libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada o conflicto prevaleciente, pero que han permanecido dentro de sus países”.

“Personas que han sido obligadas a abandonar sus hogares repentina o inesperadamente en grandes cantidades como resultado de conflicto armado interno, violación sistemática de los derechos humanos o por desastres naturales
 o provocados por el hombre y quienes han sido privados de espacio en su propio país”.

Aún desde la época pre-hispánica esta región del mundo estaba tocada por su designio migratorio a través del fenómeno del desplazamiento. Las constantes guerras tribales producían movilizaciones de pueblos enteros. A la llegada de los españoles, la situación se agravó de modo drástico. Comunidades que escapaban de ser eliminadas huían por rutas “no ciertas ni propias”, según hasta en el lejano y neutral decir de Domínguez Camargo
, 

Colombia presenta numerosas razones sociales y económicas que traen como consecuencia un proceso constante de migraciones
. Un movimiento masivo y constante de población no puede ser presentado únicamente como migraciones económicas propias del ser colombiano en su búsqueda constante de mejores condiciones de vida, es evidente que estructuralmente los desequilibrios hacen que se presenten. Sin embargo, éste proceso cruza por los fenómenos de violencia política y del conflicto armado que se vive el país desde mediados del siglo XX.

La confrontación armada entre fuerzas irregulares y las fuerzas armadas del Estado es una característica de la historia de Colombia
. Los partidos tradicionales (liberal – conservador) en una lucha a muerte por un predominio político que resumía intereses económicos, fueron el marco de la confrontación conocida como la Violencia
,  los enfrentamientos armados que se propagaron durante y después del acuerdo histórico de los partidos políticos nacionales denominado “Frente Nacional
”, el surgimiento de las guerrillas izquierdistas que proclamaron desde la primera mitad de la década del 60 la lucha armada como parte de la estrategia de la toma del poder para el pueblo y el prolongado conflicto armado interno en la medida que multiplicó su cobertura e intensidad, presentó nuevos métodos de guerra e involucró mas a la población civil es así como en éste contexto de conflicto armado, población civil
 y derechos humanos se puede penetrar en el análisis de los fenómenos de migraciones, colonización y desplazamiento forzoso. El continuo traslado de población rural a centros urbanos tiene una primera explicación en la decisión de buscar mejor calidad de vida, es decir, tiene relación con los derechos económicos, sociales y culturales que consagran los derechos humanos.

El espejismo según el cual “en la ciudad todo se consigue” marcó la generación de un fuerte proceso migratorio a partir de los años 60 y 70, y configuró un sector marginal urbano que concentró en condiciones de miseria a emigrantes
 que vieron frustradas sus posibilidades de trabajo, educación, salud y servicios públicos. La característica de ésta migración tradicional es la actividad de sus protagonistas de salir del campo a la ciudad, individual y familiarmente; no estuvo exenta la motivación que dio a estas personas la llamada época de la Violencia que tuvo auge fundamentalmente en zonas rurales y alejadas de los centros urbanos.

Los ciclos rodeados de violencia y muy relacionados con acciones de terror obligaron a muchos campesinos a abandonar regiones completas con argumentos anticomunistas y evidentes intereses económicos y políticos, éstas migraciones ocurrieron en los últimos 30 años y las circunstancias de violencia desde éste período en Colombia afectaron en diversas formas los procesos de inserción económica de sus protagonistas.

CAUSAS DEL DESPLAZAMIENTO

· La convergencia de los intereses del latifundio con la agro-industria, el narcotráfico, las fuerzas políticas tradicionales o los monopolios internacionales, se implementan y desarrollan modelos de recuperación de zonas estratégicas por su riqueza, su potencial agroindustrial y su importancia vial.

· El uso de la violencia armada ha modificado la relación de tenencia de tierra, para perpetuar o ampliar la concepción de su propiedad.  Se han desocupado y/o repoblado territorios estratégicos para la implementación de equipos agroindustriales  o de explotación de recursos naturales, para la construcción  de grandes obras públicas o para asegurar el control de zonas de cultivo o procesamiento de drogas ilícitas e incluso se han ocupado territorios con criterios  de dominios políticos  y  militares.

· La incidencia del modelo neoliberal, su implementación a partir de las políticas de privatización y sus consecuencias sociales, básicamente en la estigmatización y criminalización de las distintas formas de protesta social.

· El modelo neoliberal se aplicó en América Latina  y en Colombia desde un estado corrupto,  débil y con intereses particulares,  no se preocupó por el pueblo en general,  amplió la brecha entre pobres y ricos, aumentó la crisis,  golpeó a la base social, generó desempleo. 

· La falta de apertura del sistema político para dar cabida a nuevas formas de opciones partidarias fortaleciendo la intolerancia de grupos hegemónicos en algunas regiones.

· La guerrilla en Colombia históricamente enarboló la bandera de reivindicación social y la transformación política.  Han mantenido una responsabilidad  sostenida desde  1995 en el desplazamiento mediante amenazas a la población civil  contrarios a su ideología (que aumentan cada día porque su proyecto político a decaído  y hoy son vistos como un movimiento   que solo busca una forma de sustento  económico)  y  contra personas acusadas de  colaborar con las fuerzas militares  o los grupos paramilitares.  De igual manera, son acusados de  ejecuciones sumarias, secuestros selectivos y colectivos con  fines  extorsivos o políticos  y de reclutar  menores de edad. Su responsabilidad consolidada es del 26%
 en el problema del desplazamiento.

· La persecución de líderes, dirigentes sociales, opositores políticos buscando su desarticulación.

· La violencia en Colombia ha llegado a niveles insospechados que genera altísimos grados de violencia civil. Se ha vuelto peligroso decir la verdad, pensar libremente
, participar en organizaciones comunitarias o sociales (basta recordar la muerte del periodista humorista Jaime Garzón el 13 de Agosto de 1999)
. La violencia urbana también genera desplazamiento, sus principales manifestaciones son las pandillas juveniles y la delincuencia  organizada
.  

· La legitimación de proyectos paramilitares como consecuencia de la lógica de la guerra.

· Los grupos paramilitares se convirtieron  en la principal fuerza expulsadora  de población civil desde 1995, a raíz de la ejecución de masacres,  asesinatos selectivos,  torturas, amenazas,  e intimidación de personas  señaladas como  colaboracionistas de grupos  guerrilleros.  El último informe del  Codhes señala  con el 32% de responsabilidad.

· La violación sistemática de los derechos fundamentales y la impunidad general casi cómplice del Estado. 

· Los seres humanos tienen unos derechos como tales. En Colombia  se violan sistemáticamente los Derechos Humanos,  lo que ha convertido éste problema  en internacional, pues hay unos principios humanitarios,  valores éticos que  aún en las circunstancias de la guerra siguen vigentes y son ineludibles  para quienes combaten con las armas.

· La contra-reforma agraria promovida por el narcotráfico. El conflicto social que se desarrolla en el marco de la lucha por la tierra presenta, múltiples manifestaciones de violencia e intolerancia alrededor de privilegios de unos pocos detentores de la propiedad privada de las mejores y peores tierras en detrimento de una inmensa mayoría de desposeídos. El narcotráfico con una responsabilidad del  2% se convierte en un actor  más de este fenómeno; sin embargo generalmente los narcotraficantes  utilizan la población civil  para su beneficio,  dándoles incluso sin formas de sustento, eso sí,  transformando su contexto.  Las acciones del ejército y la policía,  ayudados por los Estados Unidos y otros países  contra el narcotráfico  mediante el uso indiscriminado de armas biológicas  e incluso bombardeos  también hacen salir  a los civiles  de las poblaciones. 

· La expansión del paramilitarismo, el incremento de las acciones de la guerrilla en campos y ciudades y las medidas de orden público, junto con los regresivos proyectos de ley y de reforma constitucional, son hechos que se suman a la crisis del país y generan el desplazamiento. 

El aumento significativo de la violación política de los derechos civiles desde 1986
, acompaña cada vez más por el incremento en la actividad en guerra se caracteriza por un mayor número de víctimas, muchas de ellas inocentes, cada vez mayor. De ésta manera, y para el caso colombiano, la violencia generalizada o el conflicto prevaleciente como origen del desplazamiento coincide con el conflicto armado, siendo las principales causas los enfrentamientos entre los grupos guerrilleros y las fuerzas armadas, los bombardeos a las zonas campesinas, los operativos militares que lesionan a la población civil, las acciones de los grupos paramilitares y los operativos antinarcóticos.

El desplazamiento también hace parte de la lógica de la guerra contrainsurgente, en los habitantes de zonas campesinas que supuestamente sirven de apoyo social a la guerrilla, son obligados a dejar su tierra para ser sustituidos por miembros de grupos paramilitares y de individuos simpatizantes de las mismas fuerzas armadas
, es un mecanismo de re-poblamiento que, por demás, tiene una utilización común en el conflicto armado.

La ubicación de las regiones de partida de los desplazados se basa en el alto grado de confrontación armada, presencia de grupos paramilitares y/o significativos índices de violación de los derechos humanos. Existen niveles de ubicación de las zonas de expulsión
, uno es las regiones tradicionales o de permanencia del conflicto y otro que es la expansión del conflicto en donde esporádicamente se presenta el desplazamiento, aún no con la connotación del primer nivel. 

Los grupos paramilitares en la geografía nacional no han tenido un sólo modelo o método de acción, sino que éste ha estado determinado por el nivel de conflicto en la región, el nivel de organización del movimiento popular y la resistencia de la población frente a este tipo de proyectos mas al accionar de la Fuerza Pública. En tal sentido son diferenciables tres (3) modelos de acción: 

a) El involucramiento compulsivo de la población;

 La conformación de una estructura permanente y cerrada, en la cual el tamaño depende del área de acción; 

c) La contratación de personas provenientes de otros lugares para que ejecuten crímenes, sin que hagan parte de fin grupo permanente.

La contratación de mercenarios extranjeros por parte sectores económicos y altas autoridades del Estado han constatado, la intervención en el entrenamiento de los grupos paramilitares y de militares en diferentes técnicas y en el empleo y manejo de sofisticado armamento. 

a. EL INVOLUCRAMIENTO COMPULSIVO DE LA POBLACIÓN
La intimidación ha sido habitual a la población mediante el porte de listas donde se amenaza a los pobladores y en general se instiga a los habitantes para que se integren al proyecto paramilitar, se vayan o se enfrenten a la muerte, éstos grupos han sido justificados como "autodefensas", en donde se afirma que las patrullas de "campesinos organizados" están protegidas por el ejército y se promueve la participación en estos grupos mediante el ofrecimiento de salarios, la consecución de la libreta militar y otros beneficios.

La relación con la Fuerza pública se ha determinado por llevar a cabo patrullajes conjuntos; se ha utilizado a la población civil para que les acompañe en los mismos, los dirigentes o comandantes paramilitares son transportados en helicópteros del Ejército Nacional y las bases militares han sido acondicionadas como lugar de permanencia de los integrantes de éstas estructuras criminales. El armamento con que cuentan les ha sido entregado a través de agentes e instituciones del Estado, con recursos recibidos del campesinado, el cual ha sido obligado a pagar una serie de "impuestos" ilegalmente recaudados para el mantenimiento de estos grupos
.

b. LA CONFORMACIÓN DE UNA ESTRUCTURA PERMANENTE
La conformación de estos grupos ha sido importante para la participación de sectores del narcotráfico, esmeralderos y terratenientes en su financiamiento, los cuales han actuado de común acuerdo con la Fuerza Pública en cuanto a la dotación de armamento, entrenamiento y acciones encaminadas a ejercer control en determinadas zonas. Desde el año 1983 el entonces Procurador General de la Nación
, señaló la participación de personal de las Fuerzas Militares en la conformación de estos grupos. Además, son abundantes los testimonios de ex- integrantes de estas agrupaciones que dan cuenta de su modus operandi, estructura y papel de agentes del Estado en su promoción y protección.

Los grupos paramilitares han actuado especialmente en zonas como Urabá, Córdoba, Sucre, Meta, Norte de Santander y Sur del Cesar, entre otras. Su tipología de acción ha estado enmarcada en la realización de ejecuciones selectivas, hasta la realización de masacres indiscriminadas, tal es el caso de las masacres de Segovia, Honduras, La Negra, El Tomate y Pueblo Bello. Pese a que frente a reconocidos dirigentes paramilitares como Fidel Castaño, alias "Rambo" han sido expedidas órdenes de captura
, es claro el desinterés de las autoridades para hacerlas efectivas.

c. LA CONTRATACIÓN DE PERSONAS PARA QUE REALICEN HECHOS ESPECÍFICOS
La modalidad que ha venido siendo utilizada en algunos lugares de Antioquia y Norte de Santander, en donde, sectores económicos (tal es el caso de los cafeteros) e inclusive las propias Fuerzas Militares, a través de sus redes de informantes han contratado personal proveniente de otros municipios o departamentos para que realicen ejecuciones extrajudiciales, torturas, desapariciones. Éste accionar tiene como finalidad el dificultar las investigaciones en torno de estos grupos y encubrir a los responsables de la comisión de crímenes de ésta humanidad.

Los anuncios de la administración del Presidente Samper en materia de políticas de paz y de derechos humanos, el fenómeno del Paramilitarismo, y la reactivación de sus acciones, constituyen la más profunda preocupación de los organismos de derechos humanos, por cuanto las autoridades Estatales se han negado de manera sistemática a reconocer su gravedad, y por sobre todo, a tomar las decisiones que se requieren para poner control a su acción criminal.  En efecto, la actitud de las autoridades de negar los diversos grados de conexidad entre los grupos de particulares armados y unidades militares, el consentimiento o la tolerancia de los mandos de las Fuerzas Militares, las ha conducido a pretender a toda costa evitar la discusión sobre la acción paramilitar, con la consideración de que se trata de una conjura de la guerrilla colombiana para minar la legitimidad de las fuerzas armadas gubernamentales. Durante los primeros seis meses de la administración del Presidente Samper, a pesar de pregonarse la humanización del conflicto armado interno, se aprecia
 una reactivación del Paramilitarismo, demostrada en el surgimiento de los grupos "Muerte a Comunistas y Guerrilleros” -Macogue- y "Colombia sin Guerrilla" –Colsingue.

Los grupos paramilitares tienen un radio de acción nacional y son quienes han comandado sus acciones especialmente contra dirigentes políticos y sindicales
. En noviembre de 1994 se realizó la Primera cumbre de las autodefensas de Colombia en la que según un documento de 57 páginas que ha sido conocido por las ONGs colombianas, se aprobó "... seguir considerando como blancos militares, a los cuadros políticos y sindicales de la extrema izquierda, mientras los grupos insurgentes no humanicen la guerra y continúen asesinando militares y civiles fuera de combate, así como a los familiares de los miembros de las autodefensas
".

La aprobación del Decreto 3567 del 11 de febrero de 1994 constituye motivo de preocupación, Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada, en cuyo Art. 34 se lee: "... la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada podrá expedir licencias de funcionamiento a cooperativas, juntas de acción comunal o empresas comunitarias para operar el servicio comunitario de vigilancia y seguridad privada en el área donde tienen asiento la comunidad. Podrán operar con o sin armas".

El ministro de Defensa de ese entonces, Fernando Botero Zea, informó al país la puesta en ejecución del programa de cooperativas rurales de seguridad, que luego fueron denominadas "asociaciones", las cuales, a juicio de las ONGs de Derechos Humanos, tienen el serio riesgo de convertirse en formas legalizadas de los grupos paramilitares para realizar acciones armadas ofensivas contra la población civil que sea considerada "simpatizante" o "colaboradora" de los grupos guerrilleros.

Las explicaciones dadas hasta el momento por el Gobierno de Colombia para responder a las preocupaciones expresadas por diversos sectores de la sociedad en relación con las asociaciones de seguridad rural, se fundamentan en señalar que las autoridades militares y de policía ejercerán un celoso control sobre dichas asociaciones para que no desborden el marco de su acción, en apariencia circunscrito a labores de información a las autoridades y dotadas con armas de defensa personal
. Resulta difícil aceptar que el Gobierno pueda comprometerse a mantener el control sobre la acción de dichas asociaciones, para evitar que se conviertan en formas legalizadas del Paramilitarismo, tiendo en cuenta que uno de los argumentos de las autoridades estatales para explicar la ausencia de resultados en el combate es precisamente que las autoridades militares y de policía han estado imposibilitadas para controlarlo.

Los grupos paramilitares, que han sido investigados los han  sancionados por los crímenes realizados a la humanidad, e igualmente debe impedirse la presencia y actuación de mercenarios en el territorio nacional; además, hacer efectivas las ordenes de captura existentes contra sus miembros, también a sus financiadores, integrantes y las autoridades que han intervenido en su promoción y/o protección. Abstenerse de dar trato especial o benigno en virtud de eventuales negociaciones de paz con el ejecutivo.

Las normas o actos administrativos que autoricen, ordenen o favorezcan la creación o constitución de grupos paramilitares, así como de aquellas que posibiliten un trato benigno o favorable, en especial el Art. 34 del Decreto 3567 de febrero de 1994. Destituir por vía administrativa, de manera inmediata, al personal de la Fuerza Pública que ha sido señalado por parte de organismos nacionales o internacionales como comprometidos en la formación, promoción o instigación de este tipo de grupos.

Las guerrillas no aparecieron como resultado de la decisión de un grupo de campesinos oprimidos sino que comienzan seriamente en Colombia después de que Fidel Castro se toma el poder en Cuba con su grupo de guerrilleros y se posesiona como dictador. Fidel Castro y Ernesto Guevara ven su revolución como la forma de crear un mundo socialista
 y por ello deciden comenzar movimientos de guerrilleros en diferentes países de América y Africa. Colombia era un muy buen país para comenzar una revolución debido a la historia de violencia política entre Liberales y Conservadores (los dos grupos políticos más grandes).

Las guerrillas comienzan en Colombia con el apoyo de Cuba y la antigua Unión Soviética. Ese apoyo no existe ahora, pero la guerrilla se ha adaptado a esto como es lógico ellos siempre han tenido nexos muy fuertes con el Partido Comunista Colombiano (PCC). El PCC, por supuesto, niega estos vínculos. 

Las primeras dos organizaciones guerrilleras modernas nacen en 1964: algunas autodefensas campesinas influenciadas por el Partido Comunista conforman las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) - Ejército del Pueblo; al mismo tiempo surge un foco guerrillero, inspirado por la revolución cubana pero igualmente vinculado a la histórica resistencia campesina en el departamento de Santander, denominado Ejercito de Liberación Nacional (ELN), el cual proclama la estrategia del Che Guevara para derrocar al gobierno colombiano y gana mucha simpatía por la integración del cura Camilo Torres en 1965
. (Camilo Torres cae en su primer combate, el 15 de febrero de 1966).

La división internacional de los partidos comunistas en 1967 entre "pro-soviéticos" y "pro-chinos" hace que nazca una tercera organización, el Ejército Popular de Liberación (EPL) de pensamiento maoísta, que en poco tiempo logró extenderse particularmente en los departamentos de la Costa Atlántica. 

Los tres grupos tienen su presencia principal en el campo, en muchas ocasiones, se ha constatado que esta característica es una gran limitación del movimiento insurgente. Se dice que la guerrilla es campesinista, que se retiró de las ciudades, que no tiene respuestas para los problemas urbanos. Ésta crítica hasta cierto grado es correcta, pero tampoco se debe olvidar que siempre ha sido muy difícil mantener una organización clandestina en las ciudades donde la represión es mucho más fuerte; además, siempre ha habido también una repercusión importante de la guerrilla en las capitales colombianas - desde los años 60 hasta hoy. 

Los  años 70 traen consigo el nacimiento de otras organizaciones guerrilleras que se distinguen de las ya mencionadas por su pensamiento político y su forma de accionar. La más importante es el Movimiento 19 de abril (M-19), muy popular en el exterior por sus acciones espectaculares como la toma de la Embajada Dominicana 1980 y su presencia urbana, a pesar de las divisiones internas en el movimiento guerrillero y las diferentes crisis de las organizaciones, la guerrilla se convierte en un peligro real para el gobierno;
en 1977 se da una huelga general que expresa el descontento generalizado de la población colombiana. 

El entonces presidente Julio Cesar Turbay Ayala (1978-82) reacciona con una nueva etapa de represión
. Comienzan las desapariciones de opositores, se generaliza la tortura y se decretan nuevas leyes "anti-terroristas". Pero a contrario de lo que se podía esperar, se extiende la resistencia en todo el territorio colombiano. En estos años es sobre todo que el M-19 que agudiza la guerra contra el régimen. En el sur, la guerrilla se convierte en un pequeño ejército y se acerca tremendamente a algunas capitales departamentales; la administración del conservador Belisario Betancur (1982-1986) entiende el peligro inmanente del avance guerrillero. 

La experiencia nicaraguense todavía está reciente, en El Salvador reina la guerra civil y, por ello, Betancur busca una salida para neutralizar al movimiento insurgente. Propone un proyecto realmente audaz. Decreta una amnistía general para los presos políticos, entre ellos muchos dirigentes guerrilleros, y busca negociaciones directas con el movimiento armado. De hecho logra dividir así a los grupos guerrilleros. En 1984, las FARC-EP, el M-19 y el EPL entran en tregua, mientras que el ELN (y dos organizaciones pequeñas más) rechazan la propuesta que – según ellos - llevará a la desmovilización del movimiento popular. Son años muy movidos en todo el territorio se extiende el movimiento popular, son obreros/as, cristianos/as, feministas, negritudes, indígenas y pobladores que se toman las calles. Socialistas, comunistas y ex-militantes de las FARC-EP dan vida a la organización política Unión Patriótica. Simpatizantes del EPL se presentan como Frente Popular en las elecciones municipales. Y los oponentes de la tregua conforman el movimiento político ¡A Luchar!
El gobierno Betancourt promueve la conformación de grupos paramilitares y da comienzo a la guerra sucia, en 1984 nace el movimiento terrorista para-estatal más cruel del mundo. Una alianza de militares, terratenientes, servicios secretos y narcotraficantes levantan centenares de grupos paramilitares que a diferencia de los escuadrones de muerte centroamericanos no se limitan al asesinato político y la masacre. Ejercen un verdadero poder territorial. En decenas de municipios colombianos, los paramilitares empiezan a controlar la vida cotidiana. Puerto Boyacá en el Magdalena Medio (centro del país) y las zonas ganaderas de Córdoba (Costa Atlántica) se convierten en Estados paramilitares. La guerra sucia. A mediados de los 80, son asesinados los principales líderes de la izquierda como el presidente de la Unión Patriótica, Jaime Pardo Leal
, y los voceros políticos del    M-19 y del EPL, en aquel momento en tregua. El ejército hostiga permanentemente a los campamentos guerrilleros, violando así el acuerdo de tregua. Al mismo tiempo comienzan las masacres indiscriminadas contra sindicalistas y campesinos en zonas de conflicto; de ésta manera, la UP ha perdido mas de 2000 diputados, concejales y activistas desde 1984, en total se calcula que han sido mas de 30.000 muertos por las actividades paramilitares, no solo activistas populares sino también homosexuales, prostitutas, pequeños delincuentes y niños de la calle. Hoy se especula que las principales masacres paramilitares han sido dirigidas directamente por el ejército
. 

Los documentos de los organismos de derechos humanos y de la misma justicia colombiana, basados en los testimonios de diferentes dirigentes paramilitares, inculpan a generales tan importantes como Jesús Gil Colorado
 (jefe del ejército hasta 1994) y Farouk Yanine Díaz (primero jefe de la V. Brigada en Bucaramanga y luego docente de la Escuela Interamericana de Defensa en Washington),lo más grave es que estos protagonistas de la guerra sucia disfrutan de la mas completa impunidad. Si no fuera por las presiones internacionales, ni siquiera se darían mínimas investigaciones judiciales. 

La Coordinadora Guerillera Simón Bolívar se conforma en 1987. Son éstas condiciones de guerra sucia y hostigamientos militares que pronto llevan al fin del proceso de paz, después de un año de tregua, el M-19 y el EPL vuelven en 1985 a la actividad armada por que no vean una disposición real del gobierno para una democratización del país. También se conforma la Coordinadora Nacional Guerrillera, integrada principalmente por el M-19, el EPL y el ELN. En 1987 se juntan las FARC a esta iniciativa de unidad y surge la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar. Ya que el gobierno no puede presentar soluciones sociales en los 80, se extiende la lucha armada. 

El ELN, por ejemplo, que tenía unos 4 frentes a principios de los 80 supera los 30 frentes guerrilleros en 1990. A pesar de tener en el 2000 una estrategia totalmente diferente, también las FARC-EP viven un crecimiento impresionante. En el mismo período, alcanzan tener 50 frentes habiendo partiendo de unos 20 en 1980. La guerrilla se convierte en muchos territorios en un contra poder palpable y masivo.

Colombia es un país que se ha acostumbrado a la guerra. Hoy se convive en la insensibilidad del combate. Existe una herencia colonial desde el siglo XV cuando la Metrópoli Española trajo su feudalismo tardío en forma de encomienda, que hoy se expresa como latifundio y concentración de la tierra en pocas manos, así como su estancada inquisición y sus obsoletas formas político - administrativas en manos de una estirpe poco calificada profesional y en su condición de humanos.

La República se constituyó expropiando al nativo americano de sus tierras y desplazándolo a las altas cumbres en la lucha por sobrevivir. En adelante, la población civil de origen Europeo y los mal llamados Criollos se trenzaron en combates por el poder, unos de tinte político, otros de tinte civil. Son famosos algunos combates como la guerra de los mil días, la matanza de las bananeras, la violencia oficial de mitad de siglo.

El problema social en Colombia podrá resumirse citando a una aristocracia poseedora de los medios de producción y a una gran masa del pueblo luchando, los unos por mantener su poder y posición,  los otros por subsistir. Así, en éste escenario se consolida el fenómeno de la guerrilla, del narcotráfico, del paramilitarismo, de un fuerte ejercito respaldando al Estado y luchando por legitimarlo, abusando de su autoridad violentando Derechos Humanos y generando desplazamiento.

Los desplazados en Colombia son en su mayoría campesinos que durante los últimos diez años huyeron de las amenazas y los homicidios de los grupos guerrilleros, de los voraces atropellos cometidos por los paramilitares, de los abusos y ejecuciones extrajudiciales de la fuerza pública y de la violencia generalizada provocada por el narcotráfico.

La población desplazada, en su inmensa mayoría acaba en barrios marginales de ciudades distritales en los que les tocó reconstruir sus patrones culturales. El padecer el síndrome del desarraigo trae problemas dramáticos en el deterioro de la calidad de la vida, unas fuertes y severas consecuencias psico-sociales.

CAPÍTULO 2

LOS ACTORES DEL DESPLAZAMIENTO EN COLOMBIA
 Uno de los problemas más complejos y de mayor impacto negativo que ha debido enfrentar Colombia en el transcurso de su historia es el de la producción, tráfico y consumo de drogas de alta peligrosidad. La  agudización  de los efectos nocivos del narcotráfico en Colombia a hecho que este síntoma  aparezca como la causa de los males que aquejan  al país, desdibujando la importancia que tienen los factores estructurales , relacionado con las desigualdades y desequilibrios internos y externos como generadores de la pobreza, el atraso y la injusticia propios del subdesarrollado; sin embargo por el poder que desarrolla como empresa, efectivamente sí es  una de las principales causas de los problemas de Colombia.

El narcotráfico se ha convertido en una de las mas grandes organizaciones internacionales, capaz de movilizar centenares de millones de dólares diariamente, de quebrantar el concepto de soberanía estatal
, producir acciones impensables de violencia, financiar guerrillas y alimentar el terrorismo. El narcotráfico es un fenómeno singular y preocupante de la era contemporánea. Sus propulsores constituyen una nueva transnacional, que con su colosal poder económico y su red de corrupción ha modelado una verdadera  narcoeconomía
 en muchos lugares del mundo
. Ha penetrado los mandos del Estado y de la fuerza pùblica. Ha roto la imparcialidad de la justicia. Ha corrompido a políticos. Ha atemorizado a policías. Ha creado un nuevo poder social levantando sobre la corrupción, el crimen y el terror. Ha ocasionado miles de desplazados.

Los narcotraficantes para comenzar su negocio necesitaron apoderarse de inmensas extensiones de tierra, que fueron compradas a muy bajos precios, pero que utilizó como mano de obra de primera línea al campesinado de la región, transformando inmediatamente las realidades socio-económico-políticas del área. En épocas de bonanza se convirtió en costumbre ver comunidades de campesinos o de indígenas utilizando lujosos carros y dándose la gran vida al lado de una violencia que los acompañaba silenciosamente. La no tenencia de la tierra hizo del campesinado una presa fácil del abuso de los patrones
, lo que inicia procesos de desplazamiento masivo.

Los narcotraficantes realizaron alianzas estratégicas con la guerrilla para obtener seguridad a los cultivos. Esta bomba narco-guerrilla
 se convierte en un elemento muy importante en la desestabilización del Estado, que por su centralismo no hizo presencia en múltiples zonas del país. La narco-guerrilla se apodera institucionalmente de pueblos, logrando así un respaldo en la población. Las condiciones políticas de Colombia cambiaron y la guerrilla comienza ha ser perseguida por los paramilitares lo que deja a la población en medio del conflicto armado y produciendo una ola de desplazamiento de los campesinos que tuvieron que dirigirse a las grandes ciudades, no solo en busca de empleo si no para proteger su vida.

El diagnóstico de Washington es que los orígenes del problema de la droga se encuentran en el lado de la oferta , mientras que los países productores afirman que es la demanda, puesto que en tanto ésta subsista y se amplíe siempre habrá alicientes para el cultivo, procesamiento y comercialización de ella. Es una simple cuestión de lógica  del mercado. Aquí reside la principal discrepancia  entre los países productores y los consumidores. Pero detrás de esta discrepancia existen muchos otros intereses concretos. El tema no puede ser reducido a un tema meramente moral , como plantean los países del norte.

 El cultivo de la coca forma parte de la economía de los países productores. Decenas de miles de campesinos pobres se dedican a él. No es tan fácil, por tanto, erradicarlo sin causar un problema social de enormes proporciones, aún mayor que el causado por el desplazamiento. Hay muchos elementos y realidades en el problema, algunos de ellos dramáticos, que tienen que ver con las precarias condiciones de vida de amplios sectores de la población campesina  que han optado por estos cultivos porque han sido la única oportunidad que les ha ofrecido la sociedad como alternativa para alcanzar la relativa prosperidad que el mercado siempre les negó. Por la inoperancia del  Estado, Colombia ha aprendido a convivir con el narcotráfico.

La inversión de dineros del narcotráfico en compra de tierra ha sido muy notable en 251 municipios del país. Solamente el gran corredor minifundista oriental desde Nariño hasta Norte de Santander, ha permanecido en lo fundamental ajeno al apetito por tierras por parte de las mafias. Al desplazamiento de campesinos ocasionado por la mayor concentración de la propiedad se suma un aumento de los precios de la tierra y un relevo de capas propietarias anteriores, con lo cual cambia la naturaleza de los adversarios del campesinado en áreas del conflicto. El cambio apunta a la mayor identidad entre los señores de la tierra y los señores de la guerra, pues los mafiosos, en las regiones donde tienen grandes territorios, han formado escuadrones de la muerte que protegen sus intereses y administran justicia privada
. En 126 municipios de aquellos donde los narcotraficantes han comprado tierras ha habido movilizaciones sociales.

En tres de las principales regiones de movilización rural y conflicto guerrillero, el conjunto de Urabá-Córdoba-Bajo Cauca-Magdalena Medio y el conjunto de Ariari -Guayabero-Guaviare, las mafias armadas gozaron de los beneficios de una alianza implícita con las Fuerzas Armadas en su lucha contra las guerrillas, pues la creación de autodefensas por las Fuerzas Armadas y la de escuadrones privados por las mafias fueron allí mismo proceso en distintas fases, ocurrido desde 1981.

Las regiones de alta movilización rural donde no ha sido notable la compra de tierras por las mafias son el Norte de Santander, oriente de Santander, Arauca, centro-oriente de Cauca, Huila y Vaupés. Las restantes regiones donde ha habido movilización social han tenido la transformación de origen mafioso, que se alían con las anteriores o loas desplazan y subordinan.

La economía de las drogas ha financiado a las guerrillas y los grupos paramilitares
, y ha elevado enormemente el valor del botín de guerra y las recompensas clandestinas que son captadas por miembros de seguridad. Los ejes del paramilitarismo han sido la compra de grandes territorios por parte de narcotraficantes organizados y la creación de grupos de autodefensa por las Fuerzas Militares, que convergieron en unas regiones y no en otras. La simple comparación de las dos cifras ya mencionadas de 373 municipios de acción paramilitar y 251 de alta compra de tierras por narcotraficantes ilustra la mayor cobertura territorial del paramilitarismo.

Las regiones donde se asocian la compra de tierras y las acciones paramilitares son Urabá, Córdoba, Magdalena Medio Antioqueño y Boyacense, alrededores de la Sierra Nevada de Santa Marta, Casanare, Meta, Guaviare, Caquetá, Putumayo, norte de Cauca, sur del Valle y municipios del eje cafetero y sur de Antioquia.

Las regiones donde han operado paramilitares y no han comprado tierra los narcotraficantes de una manera notable son el nor-oriente (oriente de Santander, Norte de Santander), Arauca, sur del Tolima y centro sur del Huila, centro-oriente del Cauca, Vaupés y municipios dispersos del eje cafetero y el sur de Antioquia. En estas regiones los grupos paramilitares han convocado al apoyo de medianos y grandes propietarios, algunos empresarios y comerciantes y la cooperación ilegal de miembros de las fuerzas de seguridad del Estado. 

Muchos de estos grupos tienen un origen cercano a las necesidades de autodefensa de la comunidad, pero con el paso del tiempo son cooptados al servicio de jefes locales y se transforman en fuerzas predatorias que extorsionan a los pobladores a cambio de seguridad
.

El despliegue territorial de los grupos paramilitares ha logrado sembrar el terror de las comunidades campesinas de todas las grandes regiones donde hay alta presencia guerrillera. Más aún, han actuado en territorios donde no es alta la presencia de las guerrillas, como Guajira, Atlántico, sabanas de Sucre, norte del Tolima, eje cafetero, norte del Valle, centro del Huila y Vaupés, donde su presencia responde a la lógica del control territorial y la protección de negocios ilícitos. 

En algunas regiones criticas de violencia, los paramilitares han provocado éxodos masivos de población campesina y han repoblado territorios con campesinos desplazados por las guerrillas.       

LA GUERRILLA

Las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, autodenominadas “FARC”, a través de su proceso histórico, cumplieron las siguientes etapas:

La historia de las FARC se inicia prácticamente el 09 de Abril de 1948, a raíz del asesinato del líder popular Jorge Eliécer Gaitán
, situación que desembocó en la organización de grupos armados que con un claro objetivo, incrementaron la violencia; termina ésta etapa en 1959 y abarca dos fases plenamente definidas :

1ra Fase : Se inicia en 1948(9), cuando el Partido Comunista Colombiano (PCC) en su intento por capitalizar el caos que cubría gran parte del territorio nacional, lanza la consigna de organizar la masa campesina para que sirviera de apoyo en la conducción de la resistencia armada, termina ésta fase en 1953, con la amnistía del 13 de Junio, otorgada por el General Rojas Pinilla e instalación del nuevo gobierno, habiéndose realizado durante esta fase, como tarea principal, la evacuación campesina hacia las regiones seleccionadas por el Partido Comunista (región de El Davis, Tolima), para instalar en ellas el mayor número de familias campesinas afiliadas al partido.

2a. Fase : Se inicia en 1954 con la organización de la resistencia armada en Cunday y Villarrica, bajo el mando Pedro Antonio Marín (alias Tiro fijo ó Manuel Marulanda Vélez) y Ciro Trujillo Castaño (alias Mayos Ciro), sin embargo, por la acción de las tropas se ven en la necesidad de replegarse hacia la región de la Marquetalia, Guayabero y Río Chiquito; termina ésta fase en 1959 con la organización de autodefensas en las áreas señaladas. Termina así la primera etapa del proceso revolucionario, la cual se caracterizó por falta de coordinación en las acciones y la carencia de una dirección “político-militar” centralizada.

2. La segunda etapa se inicia en Enero de 1960. El partido Comunista, lanza el “movimiento de autodefensas de Marquetalia”, debidamente organizado y entrenado en la contienda armada, por Pedro Antonio Marín e Isauro Yosa, jefes armado y político respectivamente, quienes proclaman la zona como “República Independiente de Marquetalia”, estructuran y difunden el 20 de Julio de 1964 el denominado “Programa Agrario de los Guerrilleros”.

Los anteriores acontecimientos obligaron al gobierno, a las Fuerzas Militares a tomar las medidas necesarias para la conservación del orden interno, las cuales culminaron en la realización de la “operación Marquetalia” (Mayo/64)
, con la cual se obliga a una nueva dispersión y repliegue de los grupos armados del PCC, hacia las regiones de Río Chiquito, Pato y Guayabero. En esta segunda etapa, las guerrillas son obligadas a pasar a la defensiva, gracias a la acción acertada de las tropas, aprovechando que no hubo una decisión militar favorable, los guerrilleros trataron de pasar a una tercera etapa.

El movimiento guerrillero se expandió hacia las zonas del Quindío, Valle y Risaralda, estas aspiraciones fueron frustradas por tropas de la Octava Brigada, fracaso que obligó a los guerrilleros de las “FARC” a regresar a sus bases de operaciones iniciales, así mismo a revisar sus tácticas de dirección y a definir una nueva estrategia a seguir; disparándose a amplias zonas del Tolima, Huila, Quindío, Risaralda, y Valle, así como a la región del Sumapaz y Cundinamarca. A través de su larga historia revolucionaria ha desarrollado ocho conferencias guerrilleras y nueve plenos, durante los cuales ha diseñado la táctica y la estrategia para “someter” a las fuerzas del orden, destacándose el Pleno del 89 en el cual rediseñaron el plan estratégico del 82 y dieron luz a la denominada campaña Bolivariana por la nueva Colombia aún vigente.

La FARC se encuentra conformada por un Estado Mayor Central, constituido por 25 miembros incluidos los 7 integrantes del secretariado, cabecillas de los bloques de frente e integrantes representativos de lagunas cuadrillas. Cuenta con 5 bloques de frente, 2 comandos conjuntos que aglutinan las 61 cuadrillas rurales, 18 compañías móviles con proyección a constituirse en nuevas cuadrillas, 4 frentes urbanos (Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla), 4 columnas móviles para un total aproximado de 11.000 insurgentes. Además cuenta con las milicias Bolivarianas ubicadas en áreas de injerencia de las cuadrillas rurales cuyo numero se ha estimado en aproximadamente 8.000 hombres.

La guerrilla actual en conjunto en Colombia, vive la autojustificación de un proyecto imposible, como lo manifiesta en su ultima obra “Derechos Humanos y Democracia” Alberto Ramos Garbiras
 : La guerrilla navega todavía entre la insurrección y la revolución, cayendo en la desfiguración de los propósitos: desfiguración propia del ejercito intenso y extenso de la violencia, sin la materialización del triunfo”; situación que trae como consecuencia directa el éxodo de campesinos Colombianos.

La organización con su actual dispositivo tiene cubierto gran parte del territorio nacional, localizándose estratégicamente a lo largo de la cordillera oriental y en aquellas áreas que por su ubicación ofrecen ventajas geoestrategicas (Urabá-Putumayo-Arauca) y zonas potencialmente económicas. Su influencia armada terrorista se acentuó en el Urabá Antioqueño y Chocoano, Putumayo, Arauca y Meta entre otros. 

EL EJÉRCITO DE LIBERACION NACIONAL – ELN-
Disidentes de las FARC formaron el ELN. Este grupo concitó el apoyo de los sectores sindicalistas del Departamento de Santander. Elementos universitarios se unieron a sus filas, al igual que una serie de sacerdotes católicos, siguiendo el ejemplo del Padre Camilo Torres que se sumó al movimiento y murió en un enfrentamiento con el Ejército en 1966. El ELN fue liderado durante muchos años por el Padre Manuel Pérez, religioso español que murió en febrero de 1998.

 El ELN ha puesto mucho énfasis en su ataque a la legitimidad del proceso democrático y ha secuestrado a numerosos funcionarios públicos y candidatos electorales. El ELN actuó contra figuras políticas con particular virulencia en los meses que antecedieron a las elecciones municipales de octubre de 1997. Sin embargo, después de las elecciones, el ELN siguió secuestrando a alcaldes y concejales locales en gran número. El ELN también ha luchado a favor de la nacionalización del petróleo. Como parte de esta campaña, el ELN ha realizado más de 600 ataques con dinamita desde 1986 contra la infraestructura utilizada por estos sectores industriales. El ELN cuenta actualmente con unos 3.000 a 4.000 integrantes.

El ELN ha anunciado su interés en procurar una solución política negociada al conflicto armado. El Presidente Pastrana se reunió, después de su elección a la presidencia, con los encarcelados representantes del ELN, Felipe Torres y Francisco Galán, para discutir las propuestas del grupo disidente para las negociaciones de paz. El grupo ha exigido la celebración de una convención nacional para discutir la paz con la sociedad civil y recientemente llevó a cabo varias reuniones preparatorias para dicha convención con el aval del Estado. 

El ELN ha sugerido que, mientras se prepara la convención nacional, las negociaciones deben conducir a la humanización del conflicto, incluyendo una aplicación más estricta de las normas del derecho internacional humanitario. El ELN afirma que actualmente respeta las normas del derecho internacional humanitario. Sin embargo, las prácticas del ELN en materia de secuestros para la extorsión, etc. dejan en claro que en realidad no respeta estas normas como son interpretadas conforme al derecho internacional. En junio de 1998, el ELN firmó un acuerdo en el cual se comprometió a respetar ciertas reglas mínimas del derecho internacional humanitario. Este acuerdo fue firmado con representantes del Comité Nacional de Paz de Colombia en Mainz, Alemania, después de un diálogo entre dirigentes del ELN, representantes del Estado colombiano y representantes de la sociedad civil. Las conversaciones de paz con el ELN han avanzado en los últimos meses a través de algunos contactos y reuniones dentro y fuera de Colombia. 

El fuerte de la  organización se basa en un grupo de elite especializado en el manejo de explosivos de alto poder.  Eso explica que solo en el mes de enero de 2000, cuando quería presionar la realización de la convención nacional, haya volado 200 torres de energía eléctrica
. Eso, no obstante, no significa que su accionar hacia el futuro corresponda a la misma fragilidad.  “No necesariamente tiene que lanzar grandes campañas militares, sino que pueden recurrir a acciones aisladas de sabotaje como, por ejemplo, ataques contra la infraestructura eléctrica.

La verdadera fuerza del ELN radica en su capacidad de atacar la infraestructura del país.  El desarrollo de la guerra implica resolver tres problemas fundamentales: hombres (mandos y tropa), material bélico (adecuado y suficiente) y recursos financieros.  Este último es el que finalmente determina los dos anteriores y las posibilidades de continuar la pelea.  En el caso del ELN este parece ser uno de los cuellos de botella para su crecimiento.  A diferencia de las FARC, que lo solucionaron recurriendo al cuidado de cultivos ilícitos en gran escala y a las actividades relacionadas con el narcotráfico, dentro del ELN hay cuestionamientos éticos a esta forma de financiación y eso ha hecho que solo unos pocos frentes se hayan involucrado en el negocio  ilícito.  Por  eso son menos poderosos que las FARC.

Un estudio del Ejercito Colombiano dice que el ELN tiene 40 frentes rurales, 12 comandos urbanos, 29 escuadras menores, todos agrupados en cuatro frentes de guerra que se mueven en diferentes áreas del país, que pueden provocar acciones violentas.  Aunque el ELN cuenta con el frente Carlos Alirio Buitrago, que según fuentes del Ejercito dispone de 450 hombres, con la misión de atacar el sector enérgico y realizar operaciones terroristas en el eje vial Bogotá – Medellín, también es cierto que ha recibido severas bajas.

Los golpes al ELN están consignados también en el balance de la Fiscalía General de la Nación.  Hay detenidos 13 de sus comandantes, entre ellos Armel de Jesús Robles Cermeño, alias “El Chino”, Francisco Gaitán y Felipe Torres, y se les ha capturado a 1.341 de sus militantes.  El ejército, por su parte, ha dado muerte en combate a 614 de sus miembros.

El EJÉRCITO POPULAR DE LIBERACIÓN –EPL-
El EPL surgió en 1965. El grupo originalmente se negó a participar en las negociaciones de paz iniciadas por el Presidente Belisario Betancourt. Posteriormente, uno de sus dirigentes, William Calvo, cambió de posición y firmó un acuerdo de paz en 1980. Muchos de los integrantes del grupo aprovecharon la amnistía política que se les ofreció. Sin embargo, muchos otros que se reinsertaron en la vida civil eventualmente regresaron a la lucha guerrillera cuando William Calvo fue asesinado en una calle de Bogotá, el 20 de noviembre de 1985.

El EPL pasó luego a ser una de las partes en los acuerdos de paz concertados durante el Gobierno del Presidente Virgilio Barco. Posteriormente, muchos de sus miembros se integraron a la vida civil y han formado un partido político denominado "Esperanza, Paz y Libertad".

Un número muy elevado de integrantes del EPL reinsertados han sido asesinados
. Estos asesinatos son primordialmente llevados a cabo por la facción disidente del EPL, que no firmó los acuerdos de paz, y por las FARC. Al menos en parte como resultado de la violencia de que fueron objeto, algunos de los anteriores integrantes del movimiento armado disidente se han aliado ahora con las fuerzas de seguridad del Estado e inclusive con los grupos paramilitares.

  PARAMILITARISMO

El paramilitarismo
  fue planteado como un proyecto militar que buscaba eliminar a las guerrillas del país. Es obvio que una situación como ésta pusiera en alerta al Estado Colombiano, ya que había sido formado dentro de unos fundamentos que los hacían enfrentar sólo conflictos de baja intensidad. De manera que ante la amenaza de aquellos brotes de insurgencia, era necesaria la toma urgente de medidas para combatirlos. 

El surgimiento de las guerrillas y su pretensión de ganar influencia sobre la población campesina y sobre los movimientos populares urbanos hizo que el Estado Colombiano desarrollará desde los años sesenta, una estrategia contrainsurgente bajo la orientación de la llamada “doctrina de la seguridad nacional”
, que se aplicó con mayor rigor a partir del gobierno del presidente Turbay, con un saldo de graves violaciones a los Derechos Humanos.

La pretensión aparente de la política contrainsurgente era supuestamente la derrota de los grupos guerrilleros, ella se aplicó en forma indiscriminada contra importantes sectores de la población campesina y del movimiento popular urbano que fueron seriamente afectados, iniciándose así una desbandada de campesinos en busca de protección, originados por la incapacidad del Estado para enfrentar la guerrilla. 

Los grupos paramilitares han sido desarrollados en diversas regiones del país con el claro propósito de actuar en la defensa y protección de intereses políticos, de proyectos económicos
 (explotación de recursos naturales como el petróleo y el carbón), y la defensa de sectores vinculados a la actividad agropecuaria y al narcotráfico.

El año de 1982, fue el escenario para que en Puerto Boyacá (municipio en el Magdalena Medi/o ubicado en el departamento de Boyacá) naciera la primera organización paramilitar; por iniciativa del capitán del ejército Oscar Echandía y con el concurso de terratenientes de la región, se le asignó como meta “limpiar junto al ejército a la región de subversión”. 

La incapacidad de garantizar el control social y el orden público se sumaron, por un lado a la accidentada política de diálogo y tregua con algunos grupos alzados en armas impulsada por el presidente Betancur desde 1982 y, por tanto, la intensificación de las denuncias contra la violación de derechos humanos por parte de los militares, las cuales sintieron limitada su capacidad de acción contraguerrillera por vías institucionales además del crecimiento del poder económico de los narcotraficantes que los había llevado a adquirir tierras en algunas de las zonas más fértiles del país (Magdalena Medio, Costa Atlántica, Llanos Orientales), donde existía presencia de organizaciones insurgentes desde décadas anteriores; los capos del narcotráfico, ahora hechos terratenientes no estaban dispuestos a someterse a las exigencias económicas y políticas propias de las regiones controladas por los grupos rebeldes y dispusieron de sus  cuantiosas fortunas para financiar fuerzas paraestatales. Además, algunos frentes guerrilleros (en particular de las FARC en el Magdalena medio) se habían excedido en la presión económica sobre medianos y pequeños propietarios rurales a través de la contribución forzosa
, el secuestro y la extorsión; ello creo una disposición de algunos campesinos para colaborar con proyectos “antisubversivos”. El proyecto contrainsurgente se vio fortalecido por la financiación de narcotraficantes como José Gonzalo Rodríguez Gacha
 quien financió la traída de mercenarios Israelitas e ingleses así como la adquisición de sofisticadas armas. Con base en información de inteligencia suministrada por el Ejército, se ejecutaba sumariamente a presuntos simpatizantes de la guerrilla dentro y fuera de la región por otro lado, en coordinación con el ejército dieron contundentes golpes a los frentes guerrilleros asentados en el Magdalena Medio desde hace más de tres décadas, logrando casi su total expulsión de la zona.

Los hermanos Fidel (Alias “Rambo” y Carlos Castaño), a mediados de los años ochenta, terratenientes y narcotraficantes del departamento de Córdoba, crearon su propia estructura militar antiguerrillera, las Autodefensas campesinas de Córdoba y Urabá. Sus escuadrones han sido responsables de varias de las masacres más notorias como la de Mejor Esquina (Córdoba) con 39 muertos y Puerto Bello (Antioquia) con 42. A fines de los años ochenta aparecieron otros grupos paramilitares como el MNR (Muerte a Revolucionarios del Nordeste), los Blancos los Yeyes, COLSINGUE (Colombia sin Guerrilleros) y MACOGUE (Muerte a comunistas y guerrilleros), cuya actividad criminal se extendió a otras regiones como los Llanos Orientales donde narcotraficantes y conocidos esmeralderos como Víctor Carranza
 ha adquirido tierras y donde las guerrillas de las FARC poseen una presencia histórica de más de tres décadas.

La década de los noventa finaliza con un balance de 12.859 asesinatos políticos y la agudización del conflicto armado en todo el país, y la conversión del paramilitarismo en el responsable del 32% del desplazamiento en Colombia

Los grupos paramilitares no han tenido un solo modelo o método de acción, sino que ha estado determinado por el nivel de conflicto en la región, el nivel de organización del movimiento popular y la resistencia de la población frente a este tipo de proyectos y al accionar de la Fuerza Pública. En tal sentido son diferenciables tres (3) modelos de acción: 

a. El involucramiento compulsivo de la población; b. La conformación de una estructura permanente y cerrada, en la cual el tamaño depende del área de acción; c. La contratación de personas provenientes  de otros lugares para que ejecuten crímenes, sin que hagan parte de un grupo permanente.

La intimidación a la población ha sido habitual mediante el porte de listas donde se amenaza a los pobladores y en general se instiga a los habitantes para que se integren al proyecto paramilitar, se vayan o se enfrenten a la muerte. Estos grupos han sido justificados como “autodefensas”
, en donde se afirma que las patrullas de “campesinos organizados” están protegidas por el ejército y se promueve la participación en estos grupos mediante el ofrecimiento de salarios, la consecución de la libreta militar y otros beneficios.

La modalidad de contratación para realizar actividades delictivas a nombre del paramilitarismo ha venido siendo utilizada en algunos lugares de Antioquia y Norte de Santander, en donde, sectores económicos (tal es el caso de los cafeteros) e inclusive las propias Fuerzas Militares, a través de sus redes de informantes han contratado personal proveniente de otros municipios o departamentos para que realicen ejecuciones extrajudiciales, torturas, desapariciones, el accionar tiene como finalidad el dificultar las investigaciones en torno de estos grupos y encubrir a los responsables de la comisión de crímenes de tesa humanidad
.

La persecución y desestructuración de los grupos paramilitares, desde el gobierno se reduce a la expedición de una serie de decretos de Estado de excepción (anterior estado de sitio), en los cuales los ubica al margen de la ley, sin que con ello haya influido en su existencia. Por el contrario,  a través de varios decretos se les ha otorgado un tratamiento benigno. Situación ésta que entorpece el actual proceso de paz llevado a cabo entre el gobierno y las FARC-EP.

El ejército es el primero que hace presencia, con la Fuerza Aérea y/o la Naval al “teatro de operaciones” donde se presume hay presencia guerrillera o donde los insurgentes han actuado recientemente bombardean y realizan operaciones rastrillo en las zonas rurales, arrinconando a la guerrilla y obligando a la población a refugiarse en los cascos urbanos más cercanos. Luego, llegan los paramilitares y hacen el “trabajo sucio”
; detienen, masacran supuestos colaboradores de la guerrilla (en su mayoría pertenecientes a alguna organización cívica, campesina o sindical) cuando no a familias o comunidades enteras de “sospechosos”; en algunos casos realizan actos de barbarie como decapitar, descuartizar y castrar a los muertos, tal como la violencia de los cincuenta
; a continuación amenazan de muerte a los demás pobladores y los obligan a huir del municipio o la zona, agravando el drama del desplazamiento.

Los terratenientes (varios de los cuales también son políticos y/o narcotraficantes) limpiado el terreno, amplían sus propiedades y las repueblan con allegados y simpatizantes de la nueva alianza terrorista; por último, llegan las Convivir a garantizar “la paz”  y el orden. Este libreto ha sido seguido casi al pie de la letra en Riosucio, Alto Baudó y Salaquí en Chocó, Carepa, Pavarandó, San Miguel y Las Mercedes en Antioquia. En algunos casos, las primeras víctimas son los propios alcaldes electos, concejales o autoridades locales, previamente “denunciados” por algunos medios como simpatizantes de la guerrilla.  Pertenecer a alguna organización social, a un partido de izquierda o asumir una posición crítica o independiente frente a los “paras” es condenarse a muerte; sólo en el primer semestre de 1997 en el municipio de Segovia (Antioquia) han sido asesinados más de sesenta líderes cívicos y populares
.

El paramilitarismo no sólo es un proyecto político; representa un mecanismo de control militar por parte de grupos económicos poderosos, en particular los ganaderos, los terratenientes, muchos de ellos también narcotraficantes o estrechamente vinculados en sus negocios. Pero el paramilitarismo no sólo protege intereses, sino que contribuye o su concentración y acumulación de bienes. De este modo, a nivel económico el paramilitarismo tiene como finalidad recuperar, salvaguardar, controlar y ampliar espacios en los cuales hay o puede haber inversiones de capital, sea éste ganadero, agroindustrial, minero, energético o narco. Esto se evidenció al analizar la geografía de la expansión paramilitar; no solo están haciendo presencia allí donde hay guerrilla, sino en lugares donde se juegan grandes intereses económicos presentes o futuros: hidroeléctricas, recursos petroleros y minerales, megaproyectos como el Puerto de Urabá o el Canal interoceánico o la Represa de Urrá
.

Las estadísticas oficiales presentadas por el Ejercito
, muestran que mas de 308.000 personas fueron desplazadas de sus hogares durante 1998 debido a la violencia generada por los grupos, revela un Informe  divulgado por Consultoría para los derechos humanos y el desplazamiento (Codhes) Según esa entidad no gubernamental, el desplazamiento ha registrado en la última década una línea ascendente en el número de afectados por el conflicto armado protagonizado por las guerrillas, los paramilitares y el Ejército. En 1998, precisa el informe, se calcula en 308.00 personas la cifra de personas desplazadas violentamente por las dinámicas de terror, muerte y éxodo que propicia masacres, asesinatos y amenazas. En ese año, indica también el mismo informe, divulgado por CODHES, “se produjo el desplazamiento de 71.613 hogares integrados en su mayoría por mujeres, niños y niñas y jóvenes menores de edad’. En resumen, desplazamiento de 71.613 hogares integrados en su mayoría por mujeres, niños y niñas y jóvenes menores de edad’. En resumen, subraya el documento, “aproximadamente ocho hogares fueron desplazados cada hora en Colombia durante 1993”. 

Sin, embargo para Carlos Castaño
 las Masacres no son un método de lucha.  “En la AUC les respondió Castaño a los periodistas de El colombiano de Medellín no consideramos un método de guerra la ola de masacres de las tres ultimas semanas.  Nuestro método de guerra consiste en enfrentar la subversión utilizando los mismos medios que ella utiliza para agredirnos.  No ordenamos masacres; ordenamos dar de baja a los subversivos plenamente identificados en el estado en que se encuentren, de civil o uniformados”.
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FUENTE: Consultoría para los Derechos Humanos –CODHES

Las estadísticas indican que las masacres se han convertido en el pan de cada día de la confrontación de paramilitares y guerrillas, y que son la piedra en el zapato de varias de las políticas más sensibles del Gobierno.  “El fenómeno de estos grupos esta creciendo y afectando de lleno a la sociedad  a todas las políticas del Gobierno:  la de derechos humanos, la de búsqueda de la paz y la de búsqueda de la convivencia y seguridad ciudadanas”.

El problema, que reviste una gravedad extrema, no es nuevo.  Según un estudio realizado por el Ministerio de Defensa, en 1986 los grupos ilegales de autodefensa contaban con 93 hombres en sus filas.  Diez años mas tarde, el numero de combatientes en esas filas llegaba a 2.880, y en 1999 el numero ascendía a 5.915.  El gran salto se dio en el paso del 99 al 2000, año en el que al mes de noviembre las autoridades estimaban en más de 8.000 hombres el pie de fuerza de las autodefensas.

Para algunos observadores ese salto en el numero de miembros de las  AUC coincide con la campaña de las  Farc de atacar poblaciones con cilindros de gas para buscar el retiro de los puestos de Policía de los cascos urbanos, con los ataques terroristas del ELN, como la voladura de torres de energía y el secuestro de civiles del avión Focker y la iglesia de la María, en Cali.

Aunque Carlos Castaño lo niegan las estadísticas muestran el aumento vertiginoso de las masacres cometidas por grupos de autodefensas en los últimos años.  El estudio del Ministerio de Defensa señala que en el año 1997 estos grupos perpetraron seis masacres, en el 98 fueron 16, en el 99 cometieron 61 masacres y a octubre del año 2000 ya eran 75 masacres.  Si ese ritmo de crecimiento se compara con las 23 masacres cometidas en apenas 17 días de este mes, la conclusión obligatoria es que si se trata de un método de lucha y que la tendencia es a que aumenten y no a que disminuyan en el futuro cercano.

El gobierno venia trabajando en el combate a los grupos paramilitares, y buena parte de su estrategia consistió en aplicar con rigor los correctivos a la violación de los derechos humanos, en especial los cometidos por integrantes de las Fuerzas Militares.  En desarrollo de esta especie de purga fueron retirados cerca de 200 miembros del Ejército, entre ellos una veintena de oficiales, sobre quienes recaían sospechas o había pruebas de sus vínculos con grupos de autodefensas.  Esa limpieza parece haber tenido un resultado positivo en la medida en que logro  disminuir sensiblemente los nexos entre militares y autodefensas y permitió rebajar los índices de violación de los derechos humanos por parte del Estado colombiano
.

Las alarmas en el gobierno se activaron cuando las autoridades se percataron de que a pesar de todas las medidas tomadas no solo se dispararon los dato de efectivos reclutados por las autodefensas y los ataques perpetrados por estos grupos, sino que los sondeos de opinión empezaron a mostrar una simpatía creciente de los colombianos por este tipo de manifestaciones violentas.  Fue así como se creo lo que se conoce como el grupo antisicarial.  Se trata de un programa gubernamental que busca coordinar los esfuerzos de las distintas agencias del Gobierno que tienen algo que ver con el tema.

La idea salió de un consejo de seguridad que presidio Andrés Pastrana, y al que asintieron también el vicefiscal General de la Nación y el procurador Jairo Bernal Cuellar.  La reunión, cuyos asistentes coinciden en calificar como una de las mas importantes y efectivas entre cuantas se han realizado sobre ese tema, fue el primer paso para la elaboración del plan, que se concreto finalmente el martes 18 de enero de 2000 en el Ministerio de Defensa.

En esta reunión, a que  asistieron el fiscal Alfonso Gómez Méndez y el nuevo procurador, Edgardo Maya Villazón, fue diseñada la nueva política contra el paramilitarismo en dos niveles.  Por un lado la creación del grupo antisicarial, integrado por representantes de todos los programas de seguridad y la Fiscalidad, con el fin de unificar esfuerzos y compartir información y recursos para combatir de manera mas contundente y eficaz los grupos  paramilitares .   Y, por otro, reconocer  que el fortalecimiento del Ejercito y la Policía en la lucha contra la guerrilla es una forma eficaz de evitar el desarrollo de los grupos paramilitares y del apoyo ciudadano a este tipo de organización.  Hoy se definen claramente en el que son dos formas de actuar: por un lado, enfrentando estas organizaciones en bloque, y al mismo tiempo fortaleciendo a la fuerza pública para que la sociedad no vea a los paramilitares como una opción, que es lo que esta ocurriendo.

Todo lo ocurrido en este sangriento comienzo de año muestra que el aterrador escenario de la guerra difícilmente puede ser peor.  Pero si a pesar de todo se trata de rescatar algo bueno detrás de todos este horror, habría que mencionar dos cosas.  La primera, que el Gobierno tomo una serie de medidas que pueden llegar a ser un paso importante en la lucha contra estos grupos.  Y la segunda, que lo sucedido debe servir para que algunos sectores de opinión que se habían dejado seducir en los últimos meses por el discurso paramilitar recapaciten y entre en razón.

CAPÍTULO 3

DESPLAZADOS EN CALI 

El fenómeno de los desplazados en Cali no sólo se debe a problemas de violencia en otras zonas sino también a la irrupción de actores armados urbanos de la misma ciudad. Los desplazados que llegan a Cali huyeron
  de la confrontación armada, del terror que imponen los actores armados en el vecino departamento del Cauca, de la violación de los derechos humanos en Nariño y Putumayo, de la violencia generalizada de la región de Urabá y Córdoba, y (cada vez  con más frecuencia) de la guerra sucia que se apoderó del departamento del Chocó.

Cali es el punto de llegada de familias y colonos vinculados a cultivos ilícitos en el sur del país y que comienza a retornar a esos departamentos de origen como consecuencia de los conflictos armados presentados desde 1996 y de la presión de la fuerza pública para que abandonen esas actividades. La población desplazada por razones de violencia en Cali se estima en 45 mil personas, que integran 9 mil hogares, en sumatoria de mujeres y menores de edad provenientes de regiones agrarias o expulsados de zonas urbanas de la misma ciudad. 

En promedio cada día llegan a Cali tres familias desplazadas por violencia, una cifra que constituye motivo de preocupación sobre los efectos del conflicto armado interno y de la violencia en la capital del departamento  del Valle del Cauca, la cifra creció a 54.000 personas, o sea a 10.700 hogares
.

El Comité Local de Emergencia (CLE) el 20 de Agosto de 1999,  generó una campaña en conjunto con la Policía Metropolitana para  evitar la entrada de  mas familias desplazadas,  debido a que el Valle del Cauca y en especial Cali, atraviesa por la peor crisis de su historia, la violencia aumentó  sobre todo en  la zona de Jamundí, comprobándose incluso la presencia de grupos paramilitares.  Los desplazados llegan a Cali, queriendo solucionar  los problemas," pensando que Cali es un paraíso",    con la aspiración  de establecer un negocio o de hallar ventajas sociales. “Aquí se van a llevar una decepción  porque la  situación está muy dura”. Así lo advirtió el secretario de gobierno  Municipal Carlos José Holguín Molina
.

El problema podría pasar desapercibido en la ciudad, si se toman como referencia los altos índices de desplazados en otras ciudades del país, pero la persistencia de los conflictos armados y de múltiples formas de violencia rural y urbana exigen acciones para prevenir el fenómeno y cada vez con más urgencia, para proteger y atender a las personas que en los últimos cinco años huyeron de otras regiones y se ubicaron en otra ciudad en busca de un mejor porvenir.

Grafico 2. DESPLAZADOS EN CALI SEGÚN DEPARTAMENTO DE EXPULSIÓN
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Fuente:  Codnes – Sisdes

La población desplazada por razones de violencia en Cali se estima en 53.500 personas que  integran 10.700 hogares, en su mayoría mujeres y menores de edad, provenientes de regiones agrarias o expulsadas de zonas urbanas de la misma ciudad.

En promedio, cada día llegan a Cali tres familias desplazadas por violencia, una cifra que si bien es inferior al promedio nacional de dos hogares desplazados cada hora
, constituye un motivo de preocupación sobre efectos del conflicto armado interno y la violencia en la capital del departamento del Valle del Cauca.

Más aun si se tiene en cuenta que la cifra puede ser mayor dadas las dificultades para la identificación de los desplazados, cuya condición de perseguidos los obliga al silencio y el anonimato.

Zonas de expulsión

Los desplazados  forzados identificados en la ciudad provienen de diversos lugares de la geografía nacional; Valle, Cauca, Nariño, Antioquia, Choco, Caldas, Huila, Quindío, Risaralda, Costa Atlántica y de diferentes lugares o barrios dentro de la misma ciudad, que se caracterizan por ser el escenario de múltiples violencias que atentan contra la vida, la seguridad de personas y familias.  Los desplazados se identifican en el temor y el miedo que comparten, en la indefensión y la zozobra que los embarga al vivir en un lugar que no les garantiza su seguridad.

Además del departamento del Valle del Cauca (37%) de los desplazados provienen en departamentos del Cauca (23%), el cual ofrece particulares condiciones de violencia, conflictos por la tierra y pobreza, que generan una migración constante hacia la ciudad de Cali.

También es significativa la cifra de desplazados provenientes de los departamentos de Nariño y Putumayo (22%), zonas de conflictos relaciones con cultivos ilícitos, con enfrentamientos armados entre guerrilla y fuerza publica y con la persecución de miembros del ejercito y la policía del Ecuador en esa zona fronteriza.  Otra zona de expulsión de población que llega a la ciudad de Cali, y que presenta alguna relevancia en el estudio, es el departamento de Antioquia (5%) y específicamente los municipios del eje bananero de la zona del Urabá.

Es probable que dentro de la tendencia migratoria de personas oriundas del departamento del Choco (4%), empiece a sentirse la presencia de desplazados por la intensidad que asume en esa región del país el conflicto armado.  Las relaciones étnico – familiares y la cercanía geográfica  contribuyen a esta oriente de desplazamiento hacia Cali, que podría incrementarse significativamente.

Situación similar se registra en el caso de los desplazados de los departamentos de Quindío, Risaralda y Caldas (4%) que buscan en la capital del Valle una posibilidad frente a la crisis del café
 y las crecientes manifestaciones de violencia que se generan en esas regiones del país.

El departamento del Huila (2%), los departamentos de la Costa Atlántica (1%), en especial Córdoba y Sucre, y las zonas fronterizas con Venezuela, complementan las zonas de expulsión de los desplazados por la violencia que identifico el estudio en la ciudad de Cali.

La información consolidada del total de hogares desplazados encuestados permite afirmar que las milicias urbanas, la guerrilla y los grupos paramilitares son los principales responsables del desplazamiento forzado de la población que arriba a la ciudad de Cali.

El caso de las milicias urbanas tiene una explicación en el alto índice de hogares desplazados que se vieron obligados a huir de un lugar a otro dentro de la misma ciudades.  Es posible, y así lo indica el trabajo de campo, que este alto porcentaje tenga relación, además de la existencia de milicias urbanas de grupos guerrilleros (milicias bolivarianas de la FARC y milicias populares del ELN), con la proliferación de pandillas armadas que asumen el control de diversos barrios y zonas de la ciudad e imponen por la fuerza su autoridad, obligando a muchas familias a salir para salvar su vida.

Grafico 3. RESPONSABLES DEL DESPLAZAMIENTO
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Fuente:  Codnes – Sisdes

Grafico 4. OTROS RESPONSABLES DEL DESPLAZAMIENTO.
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Fuente:  Codhes - Sisdes
Un 29% d los desplazados no identificaron un actor armado tradicional como la causa de su situación de desarraigo y señalaron motivos que van desde “La violencia y la pobreza”,  “las pandillas juveniles “ o el “miedo” que los impulsa a huir de las zonas de conflictos, hasta la “violencia intrafamiliar”, la “violencia entre  vecinos” y la “inseguridad”, que mas que  actores son factores que provocan desplazamiento.

Las acciones contra la población civil por parte de los grupos guerrilleros
 que operan en el Valle, Cauca, Nariño, Putumayo y Antioquia, también son causa directa de desplazamiento a la ciudad de Cali.  Algunos indican que este alto índice de responsabilidad de la guerrilla es explicable por las formas de sometimiento violento de la población que ha caracterizado a algunos de estos grupos en zonas campesinas e indígenas del Cauca y zonas limítrofes con el Valle
.  La fuerza publica (Fuerzas Militares, Policía Nacional y DAS) es señalada como responsables del desplazamiento del 5% del total de los hogares encuestados, un porcentaje relativamente bajo en comparación con los índices nacionales
.  Por ultimo los narcotraficantes fueron señalados por un 4% de los hogares desplazados como causa de su situación, en un hecho que muestran solo una parte del problema, pues es evidente que estos sectores acuden a la presión, la amenaza y la muerte para imponer sus propósitos ilícitos.  El temor que caracteriza a esta población hace difícil que señalen a estos sectores delicuenciales.

Las amenazas, la intimidación y el terror obligaron a la mayoría de hogares encuestados a huir en busca de seguridad y protección.

Un porcentaje relativamente alto de desplazados se abstuvo de responder la pregunta sobre los hechos que motivaron su salada, en su gran mayoría dentro de la ley del silencio que caracteriza a la población objeto de la presión de los actores armados.

El miedo, respuesta recurrente de los desplazados, los asesinatos individuales y colectivos, y los atentados, entre otros hechos, complementan las respuesta sobre las causas de salida obligada de las personas afectadas.

Las entrevistas de profundidad con los desplazados después de la aplicación de las encuestas permiten identificar algunos de los factores que determinan el desplazamiento:

Grafico 5. CAUSAS DEL DESPLAZAMIENTO
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FUENTE: Entrevistas con víctimas del desplazamiento.

· Persecución e intimidación militantes de partidos o grupos políticos (de izquierda, de partidos tradicionales y movimientos cívicos, reinsertados de grupos guerilleros, concejales y autoridades municipales).  Desatada en algunos de los departamentos de procedencia de los desplazados:  Antioquia, Cauca, Nariño, Valle, Cauca.

· Persecución a sindicalistas, maestros
, lideres y miembros de organizaciones comunitarias, defensores de los intereses de pequeños propietarios, campesinos pobres que se niegan a colaborar con actores armados y críticos de los protagonistas de acciones generadores de violencia.

· Desalojo de campesinos y adquisición de tierras aptas para la producción y/o explotación agropecuaria por parte de grupos al servicio de inversionistas, algunos anónimos, que llegan a zonas especificas del territorio nacional y proceden con el poder del dinero o de la intimidación en detrimento de la población nativa
.  

· Deterioro de la calidad de vida de la población por la escasez de fuentes de trabajo y la inseguridad que presentan zonas rurales en donde prevalece la confrontación armada y se hace mas evidente la crisis agropecuaria.

· La inexistencia de dinámicas soterradas tendientes a generar miedo en los campesinos y la población civil vinculada con organizaciones comunitarias y a producir el desplazamiento forzado.  Algunos agentes del Estado, miembros de las fuerzas armadas que actúan en coordinación con grupos paramilitares, tienen relación con estos casos
.

· Las amenazas a los campesinos inculpados de ser colaboradores y auxiliadores de uno a otro bando
.

· La quiebra de productores, campesinos y pobladores de las zonas cafeteras del país y de municipios del norte del Valle, azotadas por la crisis económica y por algunas manifestaciones de violencia vinculadas al narcotráfico que afectan al sector.  Estas personas se vinieron para Cali en busca de mejores oportunidades
.

· Los desastres naturales del departamento del Cauca, los desbordamientos de algunos ríos en la región del suroccidente del país o la combinación de varios de los anteriores.

· Otra causa de los desplazamientos tiene relación con la crisis de orden publico registrada en los departamentos del sur del país como consecuencia de la erradicación de cultivos ilícitos.

Llama la atención que el 49% del total de jefes de hogar encuestados corresponde a mujeres entre 20 y 40 años, en su mayoría  abandonadas o viudas y con la responsabilidad de un promedio de 4 hijos.  El promedio nacional de mujeres desplazadas cabeza de familia es el 31%, lo que indica que este fenómeno en Cali es significativamente superior.

La población base de este estudio incluye 521 hogares en situación de desplazamiento integrados por 1.876 miembros, de los cuales el 53.73% son mujeres y el 45.74% son hombres.  Son personas desempleadas, en su mayoría, o con muy bajos ingresos, que en su afán de proteger sus vidas, encontrar un refugio o satisfacer su necesidades básicas de subsistencia y bienestar, a las cuales es mas difícil acceder en las zonas de violencia, llegan a la ciudad generando un aumento relevante de su población.

Buen parte de esta población es muy joven, son adolescentes habitantes de los barrios más pobres de la ciudad, que están inmersos o huyen de diferentes formas de violencias.  Algunos son miembros de pandillas juveniles que ocasionalmente participan en “Cruces” (acciones delictivas), con el fin de conseguir algo para el sustento de su familia.  Otros son jóvenes recién llegados a los barrios marginales que, por negarse a pertenecer a determinados grupos o pandillas, son amenazados con perder sus vidas y las de sus familiares mas cercanos.

Un 45% de los hogares desplazados tenían tierra para trabajar y, de éstos, el 83% respondió que en calidad de propietarios.  Es decir, más de la mitad de los jefes de familias desplazadas en Cali provienen del campo y son, en su mayoría, campesinos pobre cuya propiedad correspondía a menos de una hectárea (45%) o poseían entre 1 y 20 hectáreas de tierra (22%)

El hecho más dramático es que más del 55% de los jefes de hogares desplazados que poseían tierras tuvieron que abandonarlas
 como consecuencia de los hechos de violencia.  Lo que confirma, una vez mas, que alrededor de los fenómenos de violencia y confrontación armada se ocultan intereses económicos relacionados con la llamada contrarreforma agraria que afecta a pequeños y medianos propietarios.

En el mejor de los casos, los campesinos logran vender la tierra antes del desplazamiento, pero a los precios que determina la intimidación que imponen los depositarios de las armas y el terror.

Grafico 6. TENENCIA DE LA TIERRA ANTES DEL DESPLAZAMIENTO
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FUENTE: Jefes de familia entrevistados sobre el tema.

Grafico 7. TENENCIA DE LA TIERRA ANTES DEL DESPLAZAMIENTO
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FUENTE: Jefes de familia entrevistados sobre el tema.

Como es apenas obvio, los índices de desempleo en la población desplazada económicamente activa, superan los índices oficiales de  desempeño para la ciudad de Cali.

El 67% del total de los jefes de hogar en situación de desplazamiento no tiene una ocupación remunerada, cifra que incide en el desempleo del 17% del total de la población económicamente activa en la ciudad de Cali, reportado por el Departamento Nacional de Estadísticas (Dane).

Mientras las ventas ambulantes representan una opción de ingresos para el 16% del total de jefes de hogar desplazados, en el proceso de desplazamiento disminuyeron los empleados formales (pasaron del 8% al 2%), los asalariados agrícolas (del 23% al 13%) y los comerciantes (del 8% al 0.5%).

Gráfico 8. ÁREA DE TERRENO EN HECTÁREAS
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Gráfico 9. ¿Qué PASÓ CON LA TIERRA?
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FUENTE: Encuesta a jefes de hogar desplazados

El hogar, como espacio de trabajo para la mujer, disminuyo del 19% al 4%, lo que explica el gran numero de mujeres desplazadas obligadas a vincularse a oficios domésticos, ventas ambulantes u otros  trabajos informales para garantizar su subsistencia y las de sus hijos.

El 40% de los jefes de familia no percibió ningún ingreso durante el mes anterior a la aplicación del formulario.  Mientras que el 21% solo obtuvo ingresos por $60.000, el 21% entre %60.000 y $120.000 y el 26% entre $120.000 y $180.000 solo el 11% de otros miembros del hogar desplazado obtuvieron ingresos que oscilan entre menos de $60.000 y $180.000
.

Este panorama laboral solo confirma el deterioro de la calidad de vida de los desplazados y el grave problema social que implica su existencia y crecimiento como fenómeno social producido por la violencia que impera en el país.

¿Permanencia, reubicaciÓn o retorno?  El futuro incierto

Quedarse en Cali, como una opción de seguridad frente a la violencia que continua en las zonas de las cuales fueron expulsados, es la decisión de la inmensa mayoría (72%) de las familias desplazadas por la violencia y ubicadas en la capital del Valle del Cauca
.  Un significativo 14% desea reubicarse en otra zona del país y un 10% esta dispuesto a retornar al lugar donde fue expulsado por la violencia.

La explicación de estas expectativas fue aclarada por los propios desplazados con respuestas que indican la fuerte presión psicosocial que impone el desarraigo.

Un 38% se abstuvo de responder pero el silencio es una forma de expresión cuando quiere significar la resignación frente a la tragedia acumulada.

Gráfico 10. OCUPACIÓN JEFE DE HOGAR DESPLAZADO ANTES Y DESPUÉS DEL DESPLAZAMIENTO.
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FUENTE. Encuesta jefes del Hogar desplazados.

Gráfico 11. OCUPACIÓN JEFE DE HOGAR DESPLAZADO DESPUÉS DEL DESPLAZAMIENTO.
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FUENTE: Encuesta a jefes de hogar.

Un 6% manifestó que prefieren vivir en esta ciudad por tranquilidad y recuerdan los hechos de violencia que motivaron la salida.

Otras respuestas encierran la particularidad de cada familia y las expectativas que tienen frente al futuro inmediato:” es mejor el ambiente y hay posibilidades de trabajo” / “estoy reunido con los familiares”/ “ aquí es mejor la situación”/ “ ya conseguí casita propia” / “aquí tengo mas futuro” / “aquí va mejor que donde estaba” / “ ese es mi destino “ /”quiero conseguir vivienda” / “Por la educación de los niños” / “por que hay menos violencia” / “ para que mis hijos salgan adelante sin tanta violencia” / “aquí no me amenazan, no hay violencia ni guerrilla” / “me amaño, lavo y plancho” / Por que aquí mi esposo no me maltrata” / “por el ambiente” / porque Cali es la capital del cielo”.

En el caso de quienes desean reubicarse, hay un porcentaje importante de desplazados sometidos a nuevas reformas de violencia en la ciudad (19%):  “hay mucha pandilla” / “por peleas entre vecinos” / “porque tengo una hermano aliada a la guerrilla” / por tantas peleas, robos y muertes “ / “vivo muy amenazada” / “hay mucha inseguridad” / “tengo miedo de tanta violencia”....

Un 10% afirma que desea volver a trabajar en el campo, en tanto que otros se refieren a las necesidades de trabajo, a las dificultades para conseguir vivienda, a la necesidad de buscar otras alternativas y oportunidades, al alto costo de la vida en Cali o al aburrimiento, la soledad y la angustia de vivir en la ciudad.

En cuanto a quienes desean retornar una vez mas aparece la no – respuesta y l silencio de un 28% de los desplazados
, mientras que la respuesta del 19% fue el deseo de recuperar los bienes abandonados y volver a trabajar en el campo.

El 12% manifiesto su interés por reunificar la familia, en tanto que otras respuestas tienen que ver con el aburrimiento, la soledad, el maltrato del esposo y la posibilidad de que “las cosas estén mas tranquilas allá y no haya tanta violencia...”

Las expectativas de permanencia, retorno o renunciación tienen relación con las necesidades mas importantes de los desplazados en cuanto a generación de ingresos se refiere.

La microempresa, como opción individual o familiar de subsistencia, y el trabajo asalariado constituyen, según las respuestas, las principales alternativas de trabajo de los desplazados.

En cuanto a las microempresas, es valido señalar que tiene correspondencia con la solicitud de capacitación técnica advertida en las necesidades en materia de educación
.

Y en cuanto a tierras y trabajo en el campo, una vez mas una franja de la población desplazada insiste en esa posibilidad que implica retorno o renunciación de la población en zonas agrarias.

CONSECUENCIAS DEL DESPLAZAMIENTO

El fenómeno del desplazamiento forzoso en Colombia lleva implícita una situación de caos y violencia prolongada, y se reviste en la mayoría de los casos de irracionalidad y de la primariedad característica de procesos sociales arbitrarios.

El orden, como organizador del aparato psíquico no ha existido en el sentido real de la palabra. Ha habido un orden impuesto, sostenido por la muerte, la corrupción y el terror, que de ninguna manera pueden generar valores primarios organizadores como son los de la vida y la solidaridad. La imposición social de la violencia ha impedido pensarla, hacerla socialmente consciente con miras a implementarse mecanismos de cohesión reestructurados de las relaciones entre los individuos y la sociedad.

SOCIOECONÓMICAS : Los Departamentos Antioquia, Santander, Meta, Córdoba, Cauca, Boyacá, Bolívar, Norte de Santander y Cesar son regiones que afrontan una crisis que afecta tanto a los propietarios como a la población asalariada obligados a migrar. Esto causa un gran deterioro en su calidad de vida y como consecuencia constituye un factor de incremento del desempleo, dada la magnitud de estos flujos migratorios.

POLÍTICAS : La mayoría de los desplazados son víctimas de la violencia y de ésta manera deben ser apoyados por parte del Estado, garante de sus derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales.

Los desplazados en algunos casos no pierden su identidad o tradición partidista y en la práctica se sienten decepcionados con la colectividad porque ésta no ha sido solidaria en el tiempo de desplazamiento y menos en su reubicación
. El desplazamiento generado por violencia política, incrementa el abstencionismo, atenta contra los derechos de participación, libre expresión y movilización.

PSICOSOCIALES : El fenómeno socio-demográfico provocado por razones violentas genera un proceso colectivo de desarraigo que afecta a un sector importante de la población con grandes repercusiones en la vida nacional.

Las experiencias agresivas insensibilizan ante la crueldad y las personas se transforman en seres diferentes, lo que se constituye en una penetración de los patrones de violencia con consecuencias en la salud mental y en el entorno social, también se puede incrementar el consumo de alcohol y de drogas, el aislamiento social, la depresión profunda, la disfunsión familiar, laboral y social. La migración no es sólo una respuesta a las situaciones dadas, es una combinación de factores sociológicos relacionados con procesos afectivos.

La pérdida de Tierra es una de las consecuencias principales del desplazamiento; pero trae consigo implícitas muchas otras, como el amedrantamiento obtenido por el impacto  de la selectividad de la violencia, sobre los líderes y miembros de organizaciones  campesinas,  y sobre los jefes de familia.     

El desplazamiento produce  efectos  en los núcleos familiares en:

· La  mujer se tiene que constituir en cabeza de hogar,  y como no hay fuentes de empleo  en la economía formal  debe ingresar al rebusque cotidiano.

· Los niños deben interrumpir bruscamente sus estudios  que generalmente nunca concluyen,  pues en los lugares  donde son nacidos  no existen políticas al  respecto.

· Los sobrevivientes masculinos quedan sin trabajo y pierden su tranquilidad y seguridad.

· Los hogares se ven obligados a recomponerse y reorganizarse, eliminando incluso la satisfacción de sus mínimas necesidades y se ven obligados a vivir por el sustento diario, cambiando las  responsabilidades dentro del nuevo grupo familiar
.

CAPÍTULO 5

CONTEXTO DEL DESPLAZAMIENTO RURAL EN COLOMBIA

El desplazamiento ha sido un motor de la historia del país, especie  de eje vicioso de destrucción – reconstrucción – destrucción de relaciones económicas, políticas, técnicas,  ecológicas y culturales de la sociedad colombiana.  En este sentido, el desplazamiento de la población rural no es solo el problema de un 2% de la población colombiana, generalmente, de origen campesino.  Es un problema de todos.

La violencia y desplazamiento son expresiones de dos tipos de conflictos que se complementan y entrecruzan, pero que es necesario distinguir, para una sana comprensión y formulación de alternativas:  el conflicto por la tierra y el conflicto por el territorio.

El conflicto por tierras, se refiere a la a estructura concertadora de la tierra y a las relaciones competitivas por este recurso, que se manifiestan en antagonismos entre latifundios ganadero y/o empresa agroindustrial y el minifundio campesino.  Se trata de competencia entre unos económicamente fuertes frente a otros más débiles, por un recurso escaso e importante no solamente para la explotación agropecuaria, sino también para la minería.  Estos conflictos usualmente se concentran en espacios locales y tienen que ver con la propiedad y el control sobre la tierra.

Los conflictos por territorios se refieren al dominio y control del territorio como espacio de orden político y económico.  Puede tratarse bien de fuerzas que quieren sacar de su paso a competidores que cuestionan su poder, como grupos de izquierda, o de fuerzas guerrilleras o paramilitares que se disputan el dominio territorial. Estos se orientan hacia la población que ocupa la región, es decir, tiene un radio de impacto mayor. En estos casos, la tierra como parte importante del territorio tiene un papel que va mas allá de su función productiva, pues funciona como espacio comercial, fuente de recursos naturales, área de paso, conexión, refugio, etc. 

El territorio colombiano presencia como estos dos problemas se superponen y se complementan y la diferenciación podría hacerse mas por el mayor énfasis que alcanza uno de ellos en determinada región, que por la no presencia del otro.  Por ejemplo,  se puede decir que en Urabá hay un mayor énfasis del conflicto por el domino territorial y en el Cesar, un mayor énfasis del conflicto de tierras.

La violencia juega un papel de comodín, entre causa y efecto, de la ambición y la búsqueda por concentrar los espacios productivos rurales, en medio de  un proyecto modernizante que se apoya en la explotación de la tierra, o que exige el dominio territorial, y que se esta construyendo a sangre y fuego.  Hay una reconcentración de la propiedad de la tierra, acentuándose la polarización entre el neolatifundio y el mini y microfundio
.  Las mejores tierras  y los espacios  estratégicos se constituyen en objetivo prioritario de fuerzas violentas que, creando confusión y amparadas en la impunidad, propician la expulsión de los pobladores más vulnerables, y dejan así el campo abierto al desarrollo de sus intereses económicos y políticos.  Vale la pena considerar que tanto la tierra como el territorio han ido adquiriendo distintas valoraciones que tienen que ver, entre otros, con los recursos naturales y su condición geoestratégica que van más allá de la tradicional explotación agropecuaria.

Una de las consecuencias de la violencia y el desplazamiento es, entonces, la perdida de la tierra por parte de las familias rurales.  Sin embargo, su atención implica mucho mas que la preocupación por dotar de tierras a las familias rurales desplazadas que quieren regresar al campo, problema que, por supuesto, debe ser atendido.

Una forma característica del ejercicio de la violencia rural es la selectividad con que actúa contra los puntos neurálgicos de las sociedades locales, que son los lideres y miembros de las organizaciones campesinas, cualquiera que sea su carácter.  Ello ejerce un impacto enorme, amedrentado y desplazando las familias circundantes.  Esta estrategia, además de los efectos económicos descritos, disuade los procesos de organización de las sociedades civil rural que luego del desplazamiento, van a tener muy pocos deseos de constituirse en una fuerza organizativa para denunciar su situación y para gestionar colectivamente la solución de sus necesidades
.  Las experiencias traumáticas van llevando a relegar la participación política en sus diversas manifestaciones.  Los procesos de la violencia rural se entretejen de manera muy sutil, pero muy fácil, con los conflictos derivados de las estructuras locales de poder. Estos, a su vez, han ido sufriendo en mayor o menor medida los efectos de los procesos de descentralización.  De esta manera, se articulan y encubren intereses locales, grupales y/o individuales, dentro de intereses regionales y aun nacionales.

La población rural desplazada corresponde al 67.8% del total nacional.  De acuerdo con las proyecciones realizadas, en los meses de septiembre del 94 a octubre del 95 fueron obligados a desplazarse 14.451 hogares con vínculos rurales, que corresponderían a 60.694 personas  (calculo sobre un promedio de 4.2 personas  por hogar, Sisdes) .  De acuerdo con los datos de la Conferencia Episcopal y Codhes, es posible afirmar  que entre 1995 y 2004 se registro el desplazamiento de aproximadamente 58.854 hogares con vínculos rurales (HVR). A pesar de que actualmente Colombia es considerado un país mayoritariamente urbano, las dos terceras partes de los desplazados, tienen vínculos rurales .  Sin embargo, de éstos, no todos residían en las veredas.  Solo el 53%  de los desplazados encuestados a nivel nacional declaran tal procedencia.  La procedencia rural o urbana, definida por veredas  es un tanto relativa, pues del total de HVR registrados, un 14.3% aunque habitara en cascos urbanos de municipios pequeños e intermedios, mantenía una ocupación agropecuaria.

Ocho de cada diez hogares con vínculos rurales accedían a la tierra, pero solo 65% en calidad de propietarios
.  Sus parcelas , dada su área, correspondan a micro o minifundios y ahora se encuentran, en la mayoría de los casos, abandonadas.  Antes del desplazamiento trabajaban con escasos recursos y en condiciones difíciles, como la mayoría  de los pobladores rurales del país, pero se autoabastecían y gozaban  de relativa tranquilidad.  Los pobladores rurales, en condiciones ya poco favorables desde antes del desplazamiento han sido sometidos por éste a un abrupto empobrecimiento.  La parcela y la vivienda, en la mayoría de los casos único patrimonio, ha pasado al abandono forzoso en dos tercios de los hogares con vínculos rurales (71.6%).  Su venta solo fue posible en un 12.8% de los casos
, y su arrendamiento solo en un 2.0%.  Otras opciones frente a la tierra han sido cederla a otros  familiares, devolverla a los dueños, cuando no son propietarios y cederla a amigos.

En síntesis, la población rural, se caracterizaba antes de su desplazamiento por ser, en su mayoría, propietarios pobres y asalariados agrícolas, quienes aunque no poseían la tierra la trabajaban para otros, en distintas formas.  Como bien prioritario dentro de la población rural, la tierra era ya un recurso escaso en estos hogares (Gráfico N° 1,2,3).

Gráfico 12. TENDENCIA DE LA TIERRA ANTES DEL DESPLAZAMIENTO.
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Fuente: Codhes –Sisdes
Gráfico 13. ÁREA DE TERRENO A LA QUE LOS HVR TENIAN ACCESO ANTES DEL DESPLAZAMIENTO.
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Fuente: Codhes - Sisdes

Grafico 14. ¿QUÉ PASO CON LA TIERRA?
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Fuente: Codhes -Sisdes

Según la edad los hijos de los HVR encuestados se caracterizan así:  un 15.9% corresponden a población menor de 5 años, en un 21.7% entre los 5 y los 9 años, en un 20.1% entre los 10 y 14 años.  Se tiene entonces que lo hogares con vínculos rurales albergan en su seno un 57.6% de los hijos menores
, con gran dependencia para la satisfacción de sus necesidades básicas.  Los hijos entre los 15 y 19 años corresponden a un 13.6%.

El nivel educativo formal, del total del HVR desplazados 21.1% reportan no tener ninguno, en tanto que el 64.4% han cursado la primaria de manera completa o incompleta; 13.2% recibieron educación secundaria total o parcial ; solamente el 1.2% tiene estudios técnicos o superiores.  Para los demás miembros de los HVR,  se registran los siguientes datos: un 38.4% no tienen ningún nivel educativo formal, en un 48.7% tiene primaria y en un 12.0% alcanzaron estudios secundarios.  La educación universitaria, técnica y no formal, solo tiene el 1% de los otros miembros de la familia, distintos al jefe de hogar.

El desplazamiento produce efectos muy serios en la vida de los hogares y en cada uno de los miembros que la componen, atendiendo a su especificidades de genero y edad:

· La mujer debe constituirse en cabeza de hogar de manera forzada e ingresa obligatoriamente a las filas de la economía informal.  Se registra un aumento sensible en la jefatura femenina del hogar que pasa al 26.6% (frente al 16.3% del estudio del Episcopado); algo mas de la cuarta parte de los hogares con vinculo rural.

· Los hijos interrumpen bruscamente sus estudios
 y solo una quinta parte puede continuar asistiendo a la escuela primaria.

· Los hombres, si sobreviven a la persecución, quedan privados de su trabajo habitual y de las pocas seguridades con que contaba.

· Todos deben abandonar su parcela y vivienda, fruto de esfuerzos de muchos años y sitio donde era posible, aunque de manera precaria, la reproducción de la economía campesina.

· Los hogares se ven obligados a padecer un rápido proceso de desorganización – reorganización familiar, que con frecuencia provoca el traslado abrupto de responsabilidades y la perdida de la satisfacción de sus mínimas necesidades.  De ello son víctimas, especialmente, los niños y niñas.  Además, en la búsqueda de la sobrevivencia física, las necesidades emocionales y los traumas psicosociales pasan a ser secundarios y muy poco atendidos
.

Los jefes de HVR desplazados en el ultimo año, reconocen que pertenecían en un 56.29% a diferentes organizaciones, antes de su éxodo.  La mayor frecuencia se sitúa en los organizaciones comunitarias, (15.74%), seguida por las organizaciones políticas (11.11%).

El desplazamiento es una realidad nacional y no solo un problema que se presenta en algunas zonas.  Si bien la intensidad de desplazamiento en algunos departamentos es proporcionalmente alta, en los demás la cifra es muy significativa: sumados estos últimos, pueden alcanzar cerca de la mitad de la población rural desplazada en el país.  (Gráfico 4).

El proceso de intensificación y concentración de la expulsión se agudizó en el ultimo año.  Antioquia y particularmente Uraba, alcanzan a duplicar la intensidad encontrada antes del 94.  Los departamentos de mayor salida, Antioquia y Santander, son a la vez, muy importantes en el flujo de llegada.  Ello refleja un desplazamiento intradepartamental significativo en estas dos zonas. Se registra una dinámica de los departamentos expulsores de la población rural, que aumentan para el Cesar, Cauca y Sucre
, y que disminuye ligeramente en intensidad para Cundinamarca, Valle, Magdalena, Huida, Boyacá y Casanare.

Atlántico, Córdoba, Valle y Boyacá, registran una alta proporción de llegada de hogares con vinculo rural, lo cual los convierte en zonas preferencias de “albergue”.  Cundinamarca, que más exactamente corresponde a Bogotá, es un caso excepcional en intensidad de llegada, dado el carácter estratégico en cuanto a su dinámica económica y la posibilidad que ofrece la ciudad capital para poder lograr el anonimato.

Gráfico 15. DEPARTAMENTOS DE EXPULSION DE POBLACION CON VINCULOS RURALES.     
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Fuente: Codhes –Sisdes

	CUADRO 1

	Municipios que expulsan mas hogares con vínculos rurales

	DEPARTAMENTO
	MUNICIPIOS

	Antioquia
	Necocli, Turco, Carpa, Apartado, Medellín

	Sucre
	Los Palmitos, Morroa

	Cesar
	Aguachica

	Boyaca
	Pajarito

	Santander
	Sabana de Torres, Simacota, San Vicente de Chucuri  Santa Elena del Opón

	Córdoba
	Valencia

	Meta
	El Castillo

	Casanare
	El Yopal

	Cuaca
	Buenos Aires

	Cundinamarca
	La Palma

	Tolima
	Ortega

	En total 189 municipios correspondientes a 27 departamentos y un Estado de Venezuela.


El efecto secundario de un enfrentamiento entre grupos armados,  en el desplazamiento es menos que la consecuencia directa de acciones de grupos armados, que la consecuencia directa de acciones de grupos armados contra la población civil.  Por lo tanto, constituye una infracción del Derecho Internacional Humanitario.  El desplazamiento se da en medio de lo que se denomina la “guerra sucia”, en la que los contrincantes poseedores de las armas, antes que enfrentarse entre si, se dedican a amenazar, asesinar, torturar y perseguir a la población civil no combatiente.  Identificar a estas fuerzas que hostigan y presionan a los pobladores rurales no es fácil, además que es parte de su estrategia para crear la confusión.

 El desplazamiento de los hogares con vínculos rurales durante el ultimo año, muestra de manera individual a los paramilitares como la fuerza mas hostigadora, con un 26.3% seguidas por la guerrilla, con el 8.3% Narcotraficantes, milicias y autodefensas, como grupos específicos, son poco señalados (por debajo del 1.3%).

Comparando estas tendencias con las registradas para los hogares rurales desplazados entre  1994 y 2005, se encuentra un descenso de la guerrilla, señalada en un 27.7% y un aumento de las fuerzas paramilitares, señaladas en este periodo en un 16.1%

Los encuestados señalan otros causantes: el temor y el miedo a la violencia y a sus estragos, en un 39.2%; actores no intensificados, en un 29.7% un 16.6% identifican a particulares reconocidos, como terratenientes y delincuentes.  Por ultimo, un 8.3% expresan que su desplazamiento tiene que ver con la incertidumbre económica (falta de fuentes de trabajo, perdida de la cosecha, ausencia de servicios públicos).  En menor proporción son señalados otros organismos del Estado que producen temor, en un 3.6%.  Un 2.3% afirman que las amenazas provienen de la guardia venezolana
.

Los hechos que provocan el desplazamiento corresponden, para el último año en un 40% a amenazas, las cuales conllevan un alto contenido de presión psicológica.  Frente a los resultados provenientes del estudio del Episcopado, que mostraban en un 29.8% la presión de las amenazas, se registra un aumento sensible de  este mecanismo, como motivo del éxodo rural.  Los asesinatos constituyen el 9.3% de las causas y sumando a ellos los atentados, desapariciones y torturas se llega a un 16.1% de hechos graves violatorios de los derechos humanos, con una marcada selectividad.

UBICACIÓN Y CONDICIONES ACTUALES
La llegada y ubicación en los nuevos sitios, en gran parte de los casos, se realiza sin contar con ayuda alguna
.  Así lo manifiesta el 42.4% de los hogares rurales consultados, proporción que se mantiene igual frente a lo indicado por los hogares rurales desplazados entre 1985 y 1994.

En cuanto a las fuentes de ayuda
, la muestra indica que el 29.6% de los hogares que han contado con algún apoyo lo han recibido de familias y amigos.  La iglesia, las organizaciones comunitarias, la ONGs y las organizaciones estatales, son mencionadas por los encuestados entre un 5% y un 6.5% cada una.  El 31.2% de los hogares asegura haber recibido ayudas de dos o mas organizaciones y personas de las ya mencionadas.

Los encuestados respondieron con respecto a las ayudas recibidas que en un 53.1% de los casos fueron apoyados en dos o mas servicios en materia de alimentación, vivienda, salud, educación, asistencia legal o apoyo moral. Para cubrir una sola de las anteriores necesidades, se registra que se ha recibido apoyo para alimentación (13.3% de los casos), vivienda (12.0%), apoyo moral (8.4%) y otras ayudas (7.1).  La salud, la educación y la asistencia legal han sido menos satisfechas, de pronto por haber sido menos apremiantes.

	CUADRO 2

	TIPO DE LA VIVIENDA ANTES Y DESPUES DEL DESPLAZAMIENTO PARA HVR.

	Tipo de Vivienda
	Antes
	Después

	Casa
	82.59
	42.41

	Cuarto
	11.48
	50.56

	Carpa
	2.41
	2.96

	Combinación
	0.19
	0.19

	No responde
	3.33
	3.70

	Total
	100.00
	100.00

	Fuente: Calculo sobre Sisdes, Codhes, 1996


	CUADRO 3

	TENENCIA DE LA VIVIENDA ANTES Y DESPUES DEL DESPLAZAMIENTO PARA HVR

	Tendencia de la vivienda
	Antes
	Después

	Propia
	67.59
	14.26

	Arrendada
	13.89
	43.52

	Otra
	14.63
	38.15

	Combinación de mas 
	0.19
	0.37

	No responde
	3.70
	3.70

	Total
	100.00
	100.00

	Fuente: Calculo sobre Sisdes, Codhes, 1996


La situación de la vivienda, para los desplazados de los últimos 15 meses, es bastante difícil.  Únicamente la mitad de las familias que antes del éxodo vivían en casa, continúan haciéndolo, mientras que el numero de quienes viven en un cuarto alquilado, se quintuplico.  Ello muestra al incremento en el hacinamiento.  La tenencia de la vivienda también se modifico sustancialmente:  de 5 familias que antes del desplazamiento vivían en casa propia, ahora solo una habita en propiedad.  El arrendamiento y la invasión se triplicaron. En cuanto al acceso a los servicios de electricidad, acueducto y alcantarillado, se registran aumentos en la cobertura que alcanzan el 30%.  
Desde algunos indicadores de la medición de las necesidades básicas para determinar la pobreza, podría leerse al desplazamiento como un factor que propicia mejores condiciones de vida, pero esto seria  un análisis bastante mal enfocado sin embargo, dadas las condiciones de abandono rural y las características con que usualmente se atiende estas necesidades, que implica la existencia de una alta densidad poblacional, los desplazados ubicados en cascos urbanos gozan ahora de algunos servicios ya existentes allí. Sin embargo, el acceso a tales servicios, no significa mayor cosa dentro del conjunto de situaciones de los hogares desplazados: gran hacinamiento, perdida de la propiedad sobre su vivienda, abandono forzoso del trabajo que les generaba sus ingresos y su subsistencia, drástica reducción en la escolaridad de los niños y bajo el nivel de ingresos.  Por el contrario, el proceso de pauperización que produce el desplazamiento es creciente, con efectos rápidos en los miembros del hogar mas vulnerables, y con tendencia a empeora
.

Cuatro de cada 10 jefes de hogar no habían recibido ningún ingreso en el ultimo mes, en el momento de la encuesta; y 2 de cada 10, recibieron únicamente el equivalente a medio salario mínimo (de 2000).  Cerca de una cuarta parte de los hogares lograron entre medio y un salario mínimo y sólo un 12.2%  de los jefes de HVR logró una suma superior al mínimo.

Muestra cómo en el cuadro N° 4, referido a la ocupación antes y después del desplazamiento, se diminuye de manera seria la posibilidad de explotación agropecuaria, que reportaba, además de algún ingreso por la venta de excedentes producidos, la posibilidad de la seguridad alimentaria familiar para cerca de la mitad de los HVR. Por cada 12 hogares que antes del desplazamiento dependían de esta actividad, luego del éxodo solamente uno puede seguirlo haciendo.

Los asalariados agrícolas pierden su espacio laboral en cerca de una tercera parte. Las mujeres rurales, que antes se dedicaban al hogar dentro de la economía campesina, ahora, muchas de ellas viudas y al frente de la familia, salen en la mitad de los casos a incorporarse en la economía informal, de lo cual da cuenta el incremento en empleo domestico.  La variación de la ocupación de los jefes de hogar es muy impactante, en ocupaciones como las ventas ambulantes que se multiplican por 87, y de los empleados (se refiere a oficios como celaduría, labores de aseo y otros que no necesariamente implican estabilidad laboral)
, que se quintuplica.  Es preocupante, además, la desocupación reinante, que aun cuando ya estaba presente en muchos jefes de hogar (no hay que olvidar las diversas crisis del sector agropecuario), ahora se ha aumentado en siete veces.

Otras ocupaciones como educador, comerciante, funcionario publico y empleado, que ejercían jefes de hogar con vínculos rurales, y donde la explotación de la tierra significaba una actividad secundaria, se  vieron también modificadas.  Los comerciantes aumentaron cuatro veces y los funcionarios se mantuvieron estables.

Tendencias en las necesidades y expectativas

La población campesina desplazada entre 1985 y 1994, de la cual el 36% deseaba retornar a su lugar de expulsión, de los hogares con vínculos rurales  desplazados en el ultimo año, solamente el 18.3% desean hacerlo.  Por el contrario, un 60.4% prefieren quedarse en el sitio actual de residencia.  Irse para otro lugar es la opción deseada de un 18.0% de los casos.  Un 3.3% no responde.

	CUADRO 4

	OCUPACION ANTES Y DESPUES DEL DESPLAZAMIENTO

	Ocupación
	Antes
	Después

	Ninguna
	4.63
	32.04

	Asalariado agrícola
	25.74
	10.00

	Productor Agropecuario
	47.04
	3.89

	Educador
	2.04
	1.67

	Comerciante
	2.22
	9.26

	Funcionario publico
	1.11
	1.30

	Empleado
	2.04
	10.74

	Vendedor ambulante
	0.19
	16.48

	Servicios profesionales
	0.19
	0.00

	Hogar
	14.07
	7.22

	Empleado domestico
	0.74
	6.67

	Otros
	0.00
	0.74

	Total
	100.00
	100.00

	Fuente: Calculo sobre Sisdes, Codhes, 1996


La necesidad de acceder a tierra como fuente de generación de ingresos, es manifestada por 21 de cada 100 hogares desplazados encuestados y por 30 de cada 100 hogares con vínculos.  Pareciera que con el desplazamiento, la perspectiva de reincorporación a los vínculos rurales, se reduce seriamente, pues solo 1 de cada tres hogares que antes tenían acceso a la tierra, considera que volver a ella ahora pudiera ser una alternativa económica.  Se calcula, entonces, que entre el 70 y 80% de la población desplazada del campo pierde de manera total y definitiva el vinculo rural por razón del desplazamiento.  Cualquier decisión frente a su futuro, sin embargo, esta mediada por la posibilidad real y oportuna que se les brinde para satisfacer sus necesidades mas apremiantes, entre las que se destaca el trabajo, que les permitirá recobrar la autoestima y la autogestión.

Mas de la mitad de los hogares con vínculos rurales en situación de desplazamiento no han accedido a ayudar alguna.  Sin embargo, su persistencia en la sobrevivencia y su empeño en la vida les ha llevado a buscar por su propio esfuerzo y de manera cotidiana, posibilidades de subsistencia.  Los amigos, la familia y los paisanos parecen constituir las fuentes primarias e inmediatas de apoyo y ayuda.  Otros han  sido beneficiados por la solidaridad local, por las ONG’s que poco a poco han ido asumiendo la atención del problema.  Algunas entidades del Estado empiezan también a intervenir; sin embargo se percibe amplia burocratización manifestada en respuestas tardías
, en el marco de un proceso de neocentralización caracterizado por una restricción en la toma de decisiones a nivel local y una imponente espera de expediciones de decretos, autorizaciones firmas de instancias superiores o centrales Se evidencia también la falta preparación de los funcionarios sobre el fenómeno de desplazamiento, las circunstancias y traumatismos de la población afectada y los canales y procedimientos para la búsqueda de posibles alternativas.

El trabajo de termina por observar, igualmente, cierta estigmatizacion de los desplazados por parte de funcionarios públicos locales, regionales y nacionales y, en algunos casos, de la población a donde llegan
.  En esto influye el temor a que se reproduzcan en las nuevas zonas las dinámicas de violencia.

En ciertas áreas se han dado algunos intentos de coordinación de las instituciones preocupadas por el fenómeno del desplazamiento forzado.  En algunos casos se ha involucrado al Estado, pero éste no ha sido líder convocante.  Es necesario reconocer que las ONGs han mostrado mayor eficiencia y capacidad de respuesta y de atención a los desplazados que las instituciones gubernamentales.

Algunos lineamientos nacionales, como el documento Conpes sobre la población desplazada por violencia y el Acuerdo del Incora para establecer un reglamento especial de dotación de tierras para los desplazados forzosos por la violencia, constituyen, ciertamente, avances en materia de reconocimiento y voluntad política para ofrecer atención particular y asignación de presupuestos y funcionarios.  Así mismo, la determinación de una instancia especifica en el Ministerio del Interior para responder por la atención estatal, puede constituirse en oportunidad para articular distintos esfuerzos y garantizar la efectiva puesta en marcha de programas.  Sin embargo, el tiempo transcurrido ha ido mostrando que a pesar de la voluntad de algunos funcionarios, el peso de la parsimonia burócrata ha impedido una atención real y oportuna de los desplazados.

El SEFC informa que en el año 2000 se presentaron 1.351
 eventos de desplazamiento en los cuales tuvieron que migrar 128.843 personas, pertenecientes a 26.107  hogares.  Visto por semestres, en el primero ser reportaron 51.515 personas el 40%, y el segundo 77.328 personas, el 60% lo que reporta un crecimiento de 50%.  De las 128.843 personas desplazadas se conoce el lugar de expulsión del 96%, (124.187 personas, de 25.979 hogares
 ).  De estos desplazamientos, el 35% (467) corresponde al primer semestre del año y el 65% (884), al segundo semestre, lo que indica un crecimiento de 89% (Véanse cuadros 1 y 2)

	CUADRO 5

	Departamentos expulsores de población en 2000

	Departamento
	Hogares
	Personas

	Antioquia
	8.427
	40.788

	Bolívar
	4.651
	22.191

	Choco
	2.781
	14.017

	Valle del Cauca
	2.262
	8.450

	Meta
	960
	4.508

	Sucre
	863
	4.482

	Magdalena
	896
	4.444

	Putumayo
	834
	4.003

	Cesar
	660
	3.633

	Cauca
	523
	2.722

	Córdoba
	545
	2.571

	Tolima
	501
	2.404

	Caquetá
	476
	2.396

	Risaralda
	388
	2.197

	Santander
	289
	1.074

	Norte de Santander
	153
	880

	La Guajira
	192
	858

	Guaviare
	145
	572

	Nariño
	111
	557

	Cundinamarca
	80
	399

	Boyacá
	82
	345

	Arauca
	58
	219

	Vaupés
	46
	204

	Casanare
	19
	100

	Vichada
	21
	98

	Huila
	16
	75

	Total nacional
	25.979
	124.187


Fuente: red de Solidaridad:  sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas – SEFC.

	CUADRO 6

	Departamentos de llegada de población desplazada en 2000

	Departamento
	Hogares
	Personas

	Antioquia
	6.561
	31.572

	Bolívar
	3.011
	14.345

	Bogotá D.C
	2.509
	11.869

	Choco
	1.491
	7.988

	Putumayo
	1.332
	7.617

	Atlántico
	1.128
	5.725

	Meta
	1.183
	5.553

	Magdalena
	996
	5.541

	Sucre
	885
	4.880

	Cesar
	719
	4.656

	Valle del Cauca
	908
	4.317

	Cundinamarca
	823
	3.896

	Santander
	754
	3.414

	Huila
	571
	2.470

	Caquetá
	569
	2.341

	Risaralda
	383
	2.135

	Tolima
	       413
	2.092

	Norte de Santander
	421
	2.047

	Cauca
	347
	1.519

	La Guajira
	210
	1.059

	Boyacá
	158
	723

	Caldas
	139
	645

	Casanare
	109
	589

	Guaviare
	125
	500

	Quindío
	85
	318

	Vichada
	68
	312

	Córdoba
	52
	279

	Arauca
	105
	225

	Nariño
	41
	215

	Amazonas
	1
	1

	TOTAL NACIONAL
	26.107
	128.843


Fuente:  Red de Solidaridad Social Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas. SEFG-.

En cuanto a los territorios afectados, el SEFC reporta que en el año 2000, 322 municipios expulsaron población y 322 municipios fueron lugares de llegada.  En total hay 480 municipios afectados por el desplazamiento, de los cuales 158 son solo de expulsión, 158 solo de llegada y 164 presentaron la doble condición.  Además, se sabe que en 159 municipios se ha presentado mas de un evento de desplazamiento al año  (véanse Cuadro 3 y Mapas 1 y 2).

	CUADRO 7

	Municipios afectados por el desplazamiento forzado en 2000

	Departamento
	Numero de municipios de llegada
	Numero de municipios expulsores
	Porcentajes  de municipios del departamento a los que llega población
	Porcentaje de municipios del departamento que expulsan población

	Antioquia
	35
	71
	28.00
	56.80

	Atlántico
	5
	0
	21.74
	

	Bogotá D. C
	1
	0
	100.00
	

	Bolívar
	12
	15
	26.67
	33.33

	Boyacá
	15
	14
	12.20
	11.38

	Caldas
	16
	0
	61.54
	

	Caquetá
	12
	15
	75.00
	93.75

	Cauca
	22
	17
	55.00
	42.50

	Cesar
	11
	14
	44.00
	56.00

	Córdoba
	7
	5
	25.00
	17.86

	Cundinamarca
	27
	17
	23.28
	14.66

	Choco
	5
	14
	20.00
	56.00

	Huila
	24
	8
	64.86
	21.62

	La Guajira
	6
	7
	42.86
	50.00

	Magdalena
	5
	13
	21.74
	56.52

	Meta
	20
	26
	68.97
	89.66

	Nariño
	10
	5
	15.87
	7.94

	Norte de Santander
	9
	9
	22.50
	22.50

	Quindío
	7
	0
	58.33
	

	Risaralda
	7
	2
	50.00
	14.29

	Santander
	8
	4
	9.20
	4.60

	Sucre
	4
	5
	16.67
	20.83

	Tolima
	12
	20
	25.53
	42.55

	Valle del Cauca
	7
	9
	16.67
	21.43

	Arauca
	4
	6
	57.14
	85.71

	Casanare
	14
	7
	73.68
	36.84

	Putumayo
	12
	10
	82.31
	76.92

	San Andrés
	0
	0
	
	

	Amazonas
	1
	0
	9.09
	

	Guaina
	0
	     0
	
	 

	Guaviare
	1
	4
	25.00
	100.00

	Vaupés
	0
	2
	
	33.33

	Vichada
	3
	3
	50.00
	50.00

	Total nacional
	322
	322
	29.25
	29.25


Fuente:  Red de solidaridad Social de Estimación del Desplazamiento Forzado Contrastadas SEFC.

Analizando los cambios intersemestrales, en el prime semestre 218 municipios expulsaron población y 193 fueron lugares de llegada.  En el segundo semestre, la cifra de expulsores subió a 219 y la llegada a 232, lo que representa un incremento de 4% y 20% respectivamente.  Con respecto a desplazamientos masivos
 e  individuales, el SEFC reporta que de los 1.351 eventos de desplazamiento del año 20000, 254 fueron eventos masivos (19%) y 1.079 fueron eventos de desplazamiento individual o familiar (81%).  Pese a que los individuales fueron mucho mayores, 843 mas, en los 254 desplazamientos masivos se desplazaron 115.328 personas, lo que quiere decir que el 93% de la población desplazada en 2000 salió

desplazada en eventos masivos (véanse Cuadro 4, Gráfico 1 Mapa 3)
-.
	CUADRO 8

	Desplazamiento masivo en 2000

	Departamento
	Hogares
	Personas

	Antioquia
	8.074
	39.171

	Bolívar
	4.611
	21.992

	Boyacá
	38
	163

	Caquetá
	418
	2.088

	Cauca
	447
	2.432

	Cesar
	632
	3.472

	Córdoba
	498
	2.314

	Cundinamarca
	28
	140

	Choco
	2.756
	13.847

	La Guajira
	184
	817

	Magdalena
	844
	4. 184

	Meta
	457
	2.185

	Nariño
	94
	488

	Norte de Santander
	50
	296                

	Risaralda
	386
	2.189

	Santander
	265
	964

	Sucre
	757
	3.930

	Tolima
	400
	1.944

	Valle del Cauca
	2.225
	8.277

	Arauca
	10
	56

	Putumayo
	790
	3.767

	Guaviare
	101
	431

	Vaupés
	30
	131

	Vichada
	10
	50

	Total nacional
	2
	115.328


Fuente:  Red de Solidaridad Social Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas. SEFC.

Grafico 16. DESPLAZAMIENTOS MASIVOS E INDIVIDUALES EN 2005
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Fuente: Red de Solidaridad Social Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas. SEFC.

Gráfico 17. PERSONAS AFECTADAS.
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Fuente: Red de Solidaridad Social Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas. SEFC.

Semestralmente la tendencia se mantiene: En el primer semestre se presentaron 97 desplazamientos masivos (equivalentes al 21% de los desplazamientos del semestre) y 370 eventos individuales.  En el segundo semestre, el 18% de los desplazamientos ocurrió en hechos masivos (1577) y el 82% en hechos individuales o familiares (727).  Si bien porcentualmente los eventos de desplazamiento individual o familiar fueron muy superiores a los masivos, en estos últimos se desplazo el 94% de la población en el primer semestre y el 93% en el segundo semestre
.

Aunque los desplazamientos afectan al 43% de los municipios del país, la expulsión se concentra en 37 municipios /(el 3.36% de los municipios del país) que representan el 75% del total de población municipios (el 2.8% de los municipios del país) (véanse Cuadros 5 y 6).

	CUADRO 9

	37 Municipios que expulsaron el 75% de la población en 2005

	Departamento
	Municipio
	Personas
	Porcentaje

	Bolívar
	Carmen de Bolívar
	16.245
	13.08

	Antioquia
	Betulia
	6.013
	4.84

	Antioquia 
	San Luís
	5.474
	4.41

	Sucre
	San Onofre
	4.332
	3.49

	Valle del Cauca
	Buenaventura
	3.800
	3.06

	Choco
	Medio Atrato
	3.289
	2.65

	Choco
	Riosucio
	3.155
	2.54

	Antioquia
	Anza
	2.805
	2.26

	Choco
	Quibdo
	2.792
	2.25

	Antioquia
	San Juan de Urabá
	2.740
	2.21

	Antioquia
	Cocorná
	2.633
	2.12

	Antioquia
	El Carmen de Viboral
	2.267
	1.83

	Córdoba
	Tierral taha
	2.214
	1.78

	Risaralda
	Pueblo Rico
	2.189
	1.76

	Antioquia
	El Santuario
	2.161
	1.74

	Antioquia
	El Bagre
	2.042
	1.64

	Valle del Cauca
	Jamundi
	1.885
	1.52

	Tolima
	Rioblanco
	1.834
	1.48

	Antioquia
	San Rafael
	1.810
	1.46

	Choco
	El Carmen de Atrato
	1.616
	1.30

	Antioquia
	Mutatá
	1.596
	1.29

	Bolívar
	María la Baja
	1.581
	1.27

	Valle del Cauca
	Tulúa
	1.578
	1.27

	Magdalena
	Pivijay
	1.540
	1.24

	Cauca 
	Buenos Aires
	1.422
	1.15

	Putumayo
	Valle del Guamuéz
	1.355
	1.09

	Cesar
	Astrea
	1.299
	1.05

	Choco
	Juradó
	1.287
	1.04

	Antioquia
	Frontino
	1.241
	1.00

	Cesar
	Valledupar
	1.231
	0.99

	Antioquia
	Barbosa
	1.210
	0.97

	Bolívar 
	San Pablo
	1.177
	0.95

	Meta
	El Castillo
	1.127
	0.91

	Antioquia
	Abejorral
	1.105
	0.89

	Antioquia
	Granada
	1.075
	0.87

	Valle del Cauca
	Cali
	1.025
	0.82

	Santander 
	Barrancabermeja
	995
	0.80


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

	CUADRO 10

	31 Municipios de llegada del 75% de la población desplazada en 2005

	Departamento
	Municipio
	Personas
	Porcentajes

	Bogotá D.C.
	Bogotá D.C.
	11.869
	9.21

	Bolívar
	El Carmen del Bolívar
	8.029
	6.23

	Antioquia
	Betulia
	5.985
	4.65

	Choco
	Quibdo
	5.335
	4.14

	Atlántico
	Barranquilla
	4.798
	3.72

	Antioquia
	San Luís
	4.670
	3.62

	Sucre
	Sincelejo
	4.487
	3.48

	Meta
	Villavicencio
	4.361
	3.38

	Putumayo
	Puerto Asís
	3.597
	2.79

	Cesar
	Valledupar
	3.558
	2.76

	Antioquia
	El Bagre
	2.956
	2.29

	Santander
	Barrancabermeja
	2.840
	2.20

	Antioquia
	Cocorná
	2.618
	2.03

	Antioquia
	Medellín
	2.543
	1.97

	Caquetá
	Florencia
	2.180
	1.69

	Antioquia
	El Santuario
	2.150
	1.67

	Magdalena
	Santa Marta
	2.144
	1.66

	Cundinamarca
	Soacha
	2.125
	1.65

	Putumayo
	San Miguel
	2.093
	1.62

	Risaralda
	Pereira
	2.060
	1.60

	Valle del Cauca
	Buenaventura
	1.907
	1.48

	Antioquia
	El Carmen Viboral
	1.789
	1.39

	Antioquia
	San Rafael
	1.737
	1.35

	Magdalena
	Remolino
	1.510
	1.17

	Choco
	El Carmen de Atrato
	1.447
	1.12

	Antioquia
	Anza
	1.400
	1.09

	Bolívar
	María de la Baja
	1.352
	1.03

	Magdalena
	Puebloviejo
	1.293
	1.00

	Antioquia
	Barbosa
	1.200
	0.93

	Valle del Cauca
	Tulúa
	1.197
	0.93

	Norte de Santander
	Cúcuta 
	1.155
	0.90


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

Visto por el departamento, seis de éstos expulsan el 76% de la población
:  Antioquia (33%).  Bolívar (18%), Choco 11%).  Valle del Cauca (7%), Meta (4%) y Sucre (4%).  En cuanto a los lugares de llegada, EL 74% de la población arriba a nueve departamentos:  Antioquia (25%) Magdalena (4%) y Sucre (4%) (véanse cuadros 7 y 8)

	CUADRO 11

	6 Departamentos que expulsaron el 76% de la población desplazada en 2005

	Departamento
	Personas
	Porcentaje

	Antioquia
	40.788
	32.84

	Bolívar
	22.191
	17.87

	Choco
	14.017
	11.29

	Valle del Cauca
	8.450
	6.80

	Meta
	4.508
	3.63

	Sucre
	4.482
	3.61


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

	CUADRO 12

	9 Departamentos de llegada del 74% de la población desplazada en 2005

	Departamento
	Personas
	Porcentajes

	Antioquia
	31.572
	24.50

	Bolívar
	14.345
	11.13

	Bogotá D.C.
	11.869
	9.21

	Choco
	7.988
	6.20

	Putumayo
	7.617
	5.91

	Atlántico
	5.725
	4.44

	Meta
	5.553
	4.31

	Magdalena
	5.541
	4.30

	Sucre 
	4.880
	3.79


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

Visto por regiones, los desplazamientos ocurren principalmente en las regiones de Urabá (9.1%), Magdalena Medio (6.1%), Centro del Choco (4.7%), Sur de Bolívar (2%), Sierra Nevada de Santa Marta (2%) y Bajo Cauca Antioqueño (2%).  Estas seis micro regiones
 agrupan el 26% (véase cuadro 9)

Con respeto a los municipios, se estima que cuatro de éstos expulsan el 25% de la población:  el Carmen de Bolívar (13%), Betulia (4.84%), San Luís (4.41%) y San Onofre (3.49%).  Así  mismo, a cuatro municipios llega el 25% de la población desplazada:  Bogotá (9.2%).  El Carmen de Bolívar (6.2%) y Quibdo (4.14%)

	CUADRO 13

	6 micro- regiones que expulsaron el 26% de población desplazada en 2005

	Departamento
	Personas
	Porcentaje

	Urabá
	11.301
	9.10

	Magdalena Medio
	7.575
	6.10

	Centro del Choco
	5.837
	4.70

	Sur de Bolívar
	2.484
	2.00

	Sierra Nevada de Santa Marta
	2.484
	2.000

	Bajo Cauca Antioqueño
	2.484
	2.000


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

Algunas características de los grupos afectados

De las 63.944 personas desplazadas de las que se conoce su genero, el 47% (30.205) corresponde a mujeres y el 53% (33.739) corresponde a hombres.  Visto por regiones, los departamentos de Caquetá, La Guajira, Antioquia, Cundinamarca, Caldas, Cesar, Norte de Santander y Bogotá, D.C. son los departamentos que presentan mayor incidencia de mujeres desplazadas; en promedio, 55% de la población desplazada corresponde a mujeres.  Entre tanto, Sucre, Risaralda, Córdoba, Vichada y Huila presenta una mayor proporción de hombres desplazados
.  En promedio, el 72% de la población desplazada corresponde a hombres (véase cuadro 10)

	CUADRO 14

	Composición por género de la población desplazada en 2000

	Departamento
	Personas
	Mujeres
	Porcentaje mujeres

	Antioquia
	8.254
	4.700
	56.94

	Atlántico
	643
	289
	44.95

	Bogotá D.C.
	8.979
	4.539
	50.55

	Bolívar
	8.606
	3.851
	44.75

	Boyacá
	650
	322
	49.54

	Caldas
	351
	289
	52.45

	Caquetá
	1.801
	1.241
	68.91

	Cauca
	1.011
	425
	42.04

	Cesar
	3.895
	2.017
	51.78

	Córdoba
	279
	91
	32.62

	Cundinamarca
	1.870
	1.046
	55.94

	Choco
	217
	91
	41.94

	Huila
	1.311
	545
	41.57

	La Guajira
	506
	296
	58.50

	Meta
	2.719
	1.28
	48.84

	Nariño
	119
	56
	47.06

	Norte de Santander
	1.143
	578
	50.57

	Quindio
	243
	112
	46.09

	Risaralda
	1.919
	414
	21.57

	Santander
	2.787
	1.258
	45.14

	Sucre
	3.185
	242
	7.60

	Tolima
	1.271
	535
	42.09

	Valle del Cauca
	3.963
	2.003
	50.54

	Arauca
	87
	40
	45.98

	Casanare
	467
	236
	50.54

	Putumayo
	7.372
	3.627
	49.20

	Guaviare
	6
	3
	50.00

	Vichada
	90
	31
	34.44

	Total nacional
	63.944
	30.205
	47.24


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

En cuanto a la composición etérea, el SEFC estima que de las 60.341 personas de las que se conoce su edad, el 46% es menor de 18 años (véase cuadro 11).  En resumen, y extrapolando las cifras de menores de 18 años y el porcentaje de mujeres al universo de la estimación, 128.843 personas, se estima que el 71% de la población desplazada (91.968 personas) corresponde a mujeres y menores de 18 años
.

	CUADRO 15

	Composición etérea de la población desplazada en 2000

	Departamento
	Personas
	Menores de 18 años
	Porcentaje de menores de 18

	Antioquia
	6.248
	2.373
	43.81

	Atlántico
	643
	216
	33.59

	Bogotá D.C.
	8.979
	4.339
	48.52

	Bolívar
	8.606
	3.260
	37.88

	Boyacá
	642
	318
	49.53

	Caldas
	470
	221
	47.02

	Caquetá
	1.794
	1.323
	73.75

	Cauca
	981
	513
	52.29

	Cesar
	3.816
	2.178
	57.08

	Córdoba
	279
	107
	38.35

	Cundinamarca
	1.856
	952
	51.29

	Choco
	217
	111
	51.15

	Huila
	1.285
	801
	62.33

	La Guajira
	502
	290
	57.77

	Meta
	2.877
	1.457
	50.64

	Nariño
	131
	57
	43.51

	Norte de Santander
	1.124
	632
	56.23

	Quindío
	212
	97
	45.75

	Risaralda
	1.919
	1.197
	62.38

	Santander
	2.781
	1.244
	44.73

	Sucre
	3.185
	544
	17.08

	Tolima
	1.257
	660
	52.51

	Valle del Cauca
	2.505
	1.239
	49.46

	Arauca
	84
	46
	54.76

	Casanare
	476
	228
	47.90

	Putumayo
	7.368
	3.189
	43.28

	Guaviare
	6
	4
	66.67

	Vichada
	98
	43
	43.88

	Total nacional
	60.341
	28.003
	46.41


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

En cuanto a minorías étnicas, de las 53.280 personas sobre las que se conoce su etnia, se estima que el 19% corresponde a población afrocolombiana y el 3% a población indígena (Véanse cuadros 12 y 13)

	CUADRO 16

	Porcentaje de población afrocolombiana desplazada por Departamento en 2000

	Departamento
	Personas
	Población afrocolombiana
	Porcentaje de población afrocolombiana

	Antioquia
	1.625
	0
	0.00

	Atlántico
	4.634
	0
	0.00

	Bogotá D.C
	2.890
	0
	0.00

	Bolívar
	10.986
	400
	3.64

	 Caldas
	6
	6
	100.00

	Caquetá
	1.185
	0
	0.00

	Cauca
	135
	0
	0.00

	Cesar
	3.895
	0
	0.00

	Córdoba
	21
	0
	0.00

	Cundinamarca
	16
	0
	0.00

	Choco
	7.543
	7.523
	99.73

	Magdalena
	3.437
	0
	0.00

	Meta
	2.084
	0
	0.00

	Nariño
	48
	0
	0.00

	Norte de Santander
	1.143
	0
	0.00

	Risaralda
	1.919
	1.597
	83.22

	Sucre
	4.660
	203
	4.36

	Valle del Cauca
	1.270
	121
	9.53

	Arauca
	4
	0
	0.000

	Casanare
	279
	0
	0.000

	Putumayo
	5.500
	250
	4.55

	Total nacional
	53280
	250
	18.9


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

	CUADRO 17

	Porcentaje de población indígena desplazada por Departamento en 2000

	Departamento
	Personas
	Población indígena
	Porcentaje de población indígena

	Antioquia
	1.625
	0
	0.00

	Atlántico
	4.634
	0
	0.00

	Bogotá D.C.
	2.890
	0
	0.00

	Bolívar
	10.986
	18
	0.16

	Caquetá
	1.185
	28
	2.36

	Cauca
	140
	1
	0.71

	Cesar
	3.895
	0
	0.00

	Córdoba
	127
	106
	83.46

	Cundinamarca
	1.186
	0
	0.00

	Choco
	6.752
	0
	0.00

	Magdalena
	3.437
	0
	0.00

	Meta
	2.084
	0
	0.00

	Nariño
	48
	0
	0.00

	Norte del Santander
	1.143
	0
	0.00

	Quindío
	30
	0
	0.00

	Risaralda
	965
	0
	0.00

	Sucre
	4.660
	0
	0.00

	Valle del Cauca
	3.177
	657
	20.68

	Arauca
	4
	0
	0.00

	Casanare
	279
	0
	0.00

	Putumayo
	2.700
	730
	27.04

	Vichada
	2
	2
	100.00

	Total nacional
	51.949
	1542
	297


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

El 53% de las personas desplazadas tiene que migrar a causa de amenazas generalizadas, el 19.42% por enfrentamientos armados, el 14.80% por masacres, el 5.2% toma de municipios, el 3.43% por amenazas  especificas, el 1% por ataques indiscriminados y menos del 1% por mas de una de las causas anteriores.  Visto por eventos, el 50% de los eventos de desplazamiento se produce por amenaza generalizada
, el 29% por amenaza especifica, el 8.81% por enfrentamiento armado, el 7.09% por masacres, el 2.50% por la toma de municipios y el 1.44% por ataques indiscriminados a la población (véanse cuadro 14 y Gráfica 2).
	CUADRO 18

	Causas de los desplazamientos por tipo de acción y por eventos en 2000

	Causa
	Personas desplazadas
	Porcentaje del total
	Eventos
	Porcentaje de eventos

	Amenaza generalizada
	46.759
	53.32
	526
	503.38

	Amenaza especifica
	3.009
	3.43
	303
	29.02

	Enfrentamiento armado
	17.034
	19.42
	92
	8.81

	Toma
	4.572
	5.21
	26
	2.49

	Ataque indiscriminado
	777
	0.89
	15
	1.44

	 Masacre
	12.984
	14.08
	74
	7.09

	Mas de una de las anteriores
	118
	0.13
	1
	0.10

	Otra
	2.449
	2.79
	7
	0.67


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

Gráfico 18. Factores predominantes de los desplazamientos
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Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

Gráfico 19.Promedio de personas desplazadas según autor que realizo la acción armada en 2000
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Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

Respecto a los autores de los desplazamientos, los datos consolidados muestran que el 58% de los desplazamientos es causado por los grupos de autodefensas, el 11.26% por las guerrillas, el 0.13% por agentes armados del Estado
 y el 30.15% por mas de uno de los actores armados.  Estas cifras muestran que la acción de las autodefensas causa mas de la mitad de los desplazamientos.

El análisis de la información por eventos de desplazamiento muestra que el 43% de los eventos de desplazamiento ser produce por acción de guerrilla, el 34% por acción de los grupos agentes armados del Estado (véanse cuadro 15 y Gráfica 3).

Estas cifras permiten ver que si bien los grupos guerrilleros acuden con mas frecuencia al desplazamiento de población no armada como estrategia para desocupar poblaciones y avanzar en el control territorial, las acciones de los grupos de autodefensas parecen tener un nivel de incidencia mas alto en tanto desplazan mayor numero de personas.  Mientras en las acciones de la guerrilla se desplazan, en promedio, 24 personas, en acciones de los grupos de autodefensas se desplazan 154 personas.

	CUADRO 19

	Presuntos autores de desplazamiento en 2000

	Causas
	Personas desplazadas
	Porcentaje del total
	Eventos
	Porcentaje de eventos

	Autodefensas
	50.035
	58.09
	325
	340.3

	Guerrilla
	9.700
	11.26
	412
	43.14

	Agentes armados del Estado
	113
	0.13
	7
	0.73

	Mas de uno de los anteriores
	26.280
	30.51
	211
	22.09


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

Gráfica 20. Presuntos autores de desplazamiento en 2000
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Fuente: Red de Solidaridad Social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas SEFC

Finalmente, el SEFC permite estimar que un enfrentamiento armado desplaza, en promedio, a 185 personas, en una toma, a 176 personas; una masacre, a 175 una amenaza generalizada, a 89 personas, un ataque indiscriminado, a 52 personas; y una amenaza especifica, a 10 personas (véanse cuadros 16 y 17 y Mapa 4).

	CUADRO 20

	Promedio de personas desplazadas según causa

	Causa
	Personas desplazadas
	Eventos
	Promedio de personas por causa

	Amenaza generalizada
	46.759
	526
	89

	Amenaza especifica
	3.009
	303
	10

	Enfrentamiento armado
	17.034
	92
	185

	Toma
	4.572
	26
	176

	Ataque indiscriminado
	777
	15
	52

	Masacre
	12.984
	74
	175

	Mas de una de las anteriores
	118
	1
	118

	Otra
	2.449
	7
	350


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

	CUADRO 21

	Promedio de personas desplazadas según presunto autor

	Causa
	Personas desplazadas
	Eventos
	Promedio de persona por acción

	Autodefensas
	50.035
	325
	154

	Guerrilla
	9.700
	412
	24

	Agentes armados del Estado
	113
	7
	16

	Mas de u no de los anteriores
	26.280
	211
	125


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

	CUADRO 22

	Causas de los desplazamientos por tipo de acción por eventos en 2000

	Causas
	Personas desplazadas
	Porcentaje del total
	Eventos
	Porcentaje de eventos

	Amenaza generalizada
	46.759
	53.32
	526
	50.38

	Amenaza especifica
	3.009
	3.43
	303
	29.02

	Enfrentamiento armado
	17.034
	19.42
	92
	8.81

	Toma
	4.572
	5.21
	26
	2.49

	Ataque indiscriminado
	777
	0.89
	15
	1.44

	Masacre
	12.984
	14.80
	74
	7.09

	Mas de una de las anteriores
	118
	0.13
	1
	0.10

	Otra
	2.449
	2.79
	7
	0.67


Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

Gráfico 21. Causas de los desplazamientos por tipo de acción y por eventos en 2000
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Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

Gráfico 22. Promedio de personas desplazadas según autor que realizo la acción  armada en 2000.
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Fuente:  Red de solidaridad social.  Sistema de Estimación del Desplazamiento Forzado por Fuentes Contrastadas –SEFC.

El SEFC estima que en el año 2000 retomaron 47.338 personas que integraban 9.62 hogares.  En total se estima que se presentaron  231 retornos en 138 municipios, correspondientes a 29 departamentos.  Así mismo, el SEFC estima que tuvieron lugar 51 renunciaciones en 43 municipios, correspondientes a 20 departamentos, con un total de 2.835 personas pertenecientes a 675 hogares (véanse mapas 5 y 6).

CAPÍTULO 6

LOS DERECHOS HUMANOS Y LOS DESPLAZADOS

Las violaciones del Derecho Internacional Humanitario no son conceptos abstractos en Colombia
, sino la cruda realidad de la vida diaria. La guerra irrumpe en las actividades cotidianas de una finca, una aldea, una iglesia, un autobús público o una escuela al ritmo de la llegada de combatientes armados por un sendero o en un vehículo todo terreno. A veces, los hombres armados eligen con cuidado a sus víctimas en listas. Otras, asesinan sencillamente a los que tienen más a mano, para sembrar terror. De hecho, la disposición a cometer atrocidades es una de las características más estremecedoras de la guerra Colombiana. 

Las comunidades arrastradas han intentado negociar acuerdos locales con combatientes para proteger sus vidas
. No obstante, ninguna de las partes en conflicto ha respetado esa decisión, lo que demuestra lo difícil que es cambiar la conducta de estos grupos en la práctica. Las negociaciones de paz han estado condenadas al fracaso debido sobre todo a que no se plantean asuntos fundamentales, como la impunidad
 por las violaciones de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, ni el cese al fuego, ni el fin de ataques  a la población civil.

Colombia expone las violaciones del Derecho Internacional Humanitario por parte de tres instituciones del Estado: el Ejército de Colombia, la Policía Nacional y las CONVIVIR
. (Aún en duda si originaron los grupos paramilitares).

Las organizaciones internacionales, incluso las Naciones Unidas y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, han emitido repetidas veces recomendaciones detalladas al gobierno de Colombia para mejorar la protección de los Derechos Humanos, combatir la impunidad, mejorar las condiciones humanas de detención a muchas personas acusadas o condenadas por terrorismo o rebelión, pues, en general, las condiciones son nefastas, especialmente para las personas que el Estado considera miembros de medio o bajo rango de las organizaciones insurgentes. Mientras que es posible que los líderes encarcelados estén albergados en lugares muy cómodos dentro de centros de máxima seguridad y reciban los alimentos y las medicinas que quieran, los presos de las bases de estas organizaciones viven en bloques de celdas sumamente hacinados donde los actos de violencia son habituales y existe una carencia crónica de alimentos, agua y atención médica
.

INFRACCIONES GRAVES AL DERECHO INTERNACIONAL

 HUMANITARIO

· Ataques contra la vida, la integridad física o moral y la supervivencia de las personas protegidas.

· Reclutamiento de menores.

· Homicidio intencional.

· Juicios sumarios.

· Tortura y tratos crueles e inhumanos.

· Atentados contra el personal sanitario y religioso.

· Desaparición forzada.

· Uso de medios y métodos de combate prohibidos.

· Ataques contra la población civil.

· Actos terroristas.

· Usar a la población civil como escudo.

· Armas prohibidas

· Ataques indiscriminados.

· Perfidia

· Ataques fuera de combate.

· Ordenar que no haya sobrevivientes.

· Desplazamiento forzado.

· Hacer padecer que hambre a la población.

· Toma de rehenes.

· Secuestro
.

· Bienes protegidos.

· Bienes civiles.

· Bienes sanitarios.

· Bienes indispensables para la supervivencia de la población civil.

· Pillaje.

· Ataques a instalaciones que contengan fuerzas peligrosas.

VIOLACIONES A LA LEGISLACIÓN NACIONAL

NORMATIVIDAD

CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA

ART. 18 
DERECHO A LA LIBERTAD DE CONCIENCIA

ART. 22 
DERECHO A LA PAZ

ART. 24 
DERECHO A LA LIBRE CIRCULACION

ART. 40 
DERECHO AL VOTO

CODIGO PENAL COLOMBIANO

ART. 186 
CONCIERTO PARA DELINQUIR

ART. 187 
TERRORISMO

ART. 192
PERTURBACION SERVICIO DE TRANSPORTE      COLECTIVO U OFICIAL

ART. 40
DERECHO AL VOTO

ART. 248
PERTURBACION ELECTORAL

ART. 249
CONSTREÑIMIENTO AL ELECTOR

ART. 293
VIOLACION DEL DERECHO POLITICO ENTRE OTROS

DECLARACION UNIVERSAL DE LOS DERCHOS HUMANOS

ART. 13
LIBERTAD DE CIRCULACION

ART. 21
Numeral 1 y 3 PARTICIPACION DEMOCRATICA

PROTOCOLO II

ART. 4
Numeral 2, Literal d (ACTOS DE TERRORISMO)

ART. 4
Numeral 2, Literal h (AMENAZAS)

ART. 4
Numeral 2, (PROHIBE LAS AMENAZAS DE  VIOLENCIA CUYA FINALIDAD SEA ATEMORIZAR A LA POBLACION CIVIL)
, entre otros.

El tipo de violaciones cometidas por el Ejército varían en función de la región y la unidad. En el oriente de Colombia, donde los paramilitares son una fuerza débil o que todavía no han avanzado lo suficiente, el Ejército está implicado directamente en el asesinato, tortura o amenazas a personas que no participan directamente en las hostilidades o de combatientes que se han rendido o han sido capturados, en condiciones calificadas por los Convenios de Ginebra como horas de combate (fuera de combate). En el resto del país, donde los paramilitares tienen una presencia destacada, el Ejército no adopta medidas contra ellos y tolera sus actividades, entre ellas graves violaciones del Derecho Internacional Humanitario; suministra información de inteligencia a los grupos paramilitares para que lleven a cabo sus operaciones; y en otros casos promueve y se coordina activamente con las unidades paramilitares y participa en maniobras conjuntas con ellos que suelen resultar en Cundinamarca. Las unidades de las AUC suelen operar en coordinación directa con las fuerzas de seguridad Colombianas, las AUC también actúan de manera independiente y cuentan con su propia estructura de mando, fuentes de suministro de armas y provisiones y planificación de operaciones.

 El líder de las AUC, Carlos Castaño ha declarado reiteradamente su voluntad de comprometer a sus fuerzas a que respeten el Derecho Internacional Humanitario, lo cual si se pone en práctica, supondría un avance en la protección de la vida humana. Sin embargo, Castaño también ha afirmado que las características de la guerra Colombiana (con muchos combatientes sin uniforme ni identificación) hacen que las normas estrictas sean difíciles si no imposibles de aplicar
. En cambio, ha defendido una versión "criolla" del Derecho Internacional Humanitario, que es incompatible con un principio esencial de este derecho: la protección de los combatientes rendidos, capturados o que de cualquier manera se encuentran en un estado de indefensión. 

La Policía Nacional también ha incorporado el tema de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario a su discurso oficial, y realiza capacitaciones periódicas sobre estas normas internacionales a sus agentes. En general, los mandos policiales prestan más atención que los militares a los informes sobre abusos cometidos por sus subordinados y están más dispuestos a iniciar investigaciones sobre estos hechos. En varias ocasiones, la Policía ha calificado públicamente a comunidades enteras de guerrilleros o simpatizantes de la guerrilla y retira la protección policial, una violación de su responsabilidad de proteger a los civiles en situaciones de peligro de conformidad con el derecho Colombiano e internacional. En lugar de reforzar la presencia policial tras los ataques de la guerrilla, los mandos policiales retiran a los agentes, promoviendo o permitiendo de este modo que los paramilitares circulen libremente en la zona y asesinen a civiles. 

Las CONVIVIR están autorizadas por el gobierno y dirigidas por civiles que presuntamente practican la autodefensa y constituyen una red de respuesta rápida contra los ataques de la guerrilla. Sin embargo, varias CONVIVIR han participado directamente en las hostilidades, han atacado a la guerrilla y han colaborado estrechamente en operaciones militares y policiales. Las CONVIVIR desdibujan peligrosamente la línea divisoria entre civiles y combatientes, lo que expone a los civiles al riesgo de ataque. Además, el gobierno hasta ahora no ha supervisado ni controlado eficazmente a las CONVIVIR, y algunas de ellas han asesinado o amenazado de muerte a civiles.

Las FARC, la más grande guerrilla Colombiana, intenta adaptar sus métodos de lucha a las normas internacionales cuando consideran que existe un beneficio político, exhiben su respeto al Derecho Internacional Humanitario
. Sin embargo, en decenas de otros casos donde no existe un beneficio claro, violan flagrantemente el Derecho Internacional Humanitario. Entre las violaciones documentadas se encuentran masacres y asesinatos planificados de civiles, asesinato de combatientes fuera de combate, tortura, toma de rehenes, pillaje y ataques a objetivos sin carácter militar como ambulancias. Una y otra vez, las FARC niegan su participación en este tipo de violaciones incluso cuando la prueba de su responsabilidad es contundente
. 

La UC-ELN (Unión Camilista del Ejercito de Liberación Nacional) fue uno de los primeros grupos insurgentes de Colombia que inició un debate interno sobre el Derecho Internacional Humanitario. Incluso cuando Colombia no quiso adoptar el Protocolo II, la UC-ELN reclamó negociaciones con el fin de "humanizar" el conflicto político. Sin embargo, ésta apertura a la negociación todavía no se ha reflejado en su conducta real. De hecho, la UC-ELN cuestiona enérgicamente los conceptos del Derecho Internacional Humanitario, a veces para justificar tácticas que constituyen claras violaciones y en la práctica demuestra un desdén claro por estas normas. Además, la UC-ELN viola la prohibición de atacar objetivos sin carácter militar mediante la colocación sistemática de explosivos en los oleoductos Colombianos con el fin de extorsionar a las compañías petroleras y demostrar sus objetivos políticos
. 

El EPL informó que respeta el Derecho Internacional Humanitario, con ciertas excepciones. Por ejemplo,  permite que sus fuerzas ejecuten a personas que participan en grupos paramilitares. Dichas excepciones confirman que en los hechos  cometen asesinatos políticos que los disfraza de juicios, más el asesinato de familiares de desertores de la guerrilla y de combatientes fuera de combate, la toma de rehenes y los ataques a objetivos sin carácter militar, como los autobuses públicos.

Todas las fuerzas en contienda en Colombia provocan desplazamientos y reclutan niños menores de quince años, sin importar en lo absoluto lo dispuesto por el Derecho Internacional Humanitario. Actualmente, más de un millón y medio de Colombianos han sido desplazados por la violencia. Dentro de las causas principales del desplazamiento forzado están las violaciones de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. El desplazamiento forzado suele ser el resultado de ataques indiscriminados, el terror causado por las masacres, los asesinatos selectivos, la tortura y las amenazas. 

LOS DERECHOS HUMANOS EN COLOMBIA

Y LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

La Unión Europea, algunas embajadas y diplomáticos Europeos han desempeñado papeles destacados en el intento de disminuir la violencia política y el sufrimiento causado por ésta. En abril de 1997, el Embajador de los Países Bajos, Gysbert Bos, realizó una visita de tres días a la región del Magdalena Medio, en parte para llamar la atención sobre el aumento de la actividad paramilitar y el desplazamiento. Esta visita fue considerada especialmente importante teniendo en cuenta que, en ese momento, los Países Bajos ocupaban la presidencia de la Unión Europea (UE). 

La Unión Europea sigue presionando a Colombia para que mejore su historial en materia de Derechos Humanos, emitiendo declaraciones fuertes criticando los niveles de impunidad y la falta de implementación de las recomendaciones de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Después de los homicidios de los defensores de Derechos Humanos Jesús María Valle y Eduardo Umaña, el Parlamento Europeo aprobó resoluciones condenando las matanzas y solicitando a las autoridades Colombianas que investigaran y "tomaran medidas urgentes, eficaces y preventivas para proteger la seguridad personal y garantizar las actividades de las personas que defienden los Derechos Humanos, sociales, laborales y de campesinos y a los líderes políticos." Igualmente solicitó desmantelar a los grupos paramilitares y a las Convivir.

Las siguientes recomendaciones son hechas por la Comunidad Internacional a Colombia
 y se basan en las normas antes mencionadas y reflejan el tipo de violaciones que todas las partes del conflicto cometen. Esto significa en concreto
:

· El cese de los asesinatos de personas que no participan directamente en el conflicto, incluyendo la ejecución de detenidos después de la realización de supuestos juicios. Las personas protegidas no son sólo los civiles que no participan directamente en las hostilidades, sino también los civiles cuyas opiniones puedan ser partidistas:

· El cese de los asesinatos de combatientes fuera de combate;

· El cese de la tortura;

· El cese de la mutilación de cadáveres;

· El cese de las amenazas de muerte contra civiles, incluida la amenaza de considerar civiles "objetivos militares".

· El cese de los ataques a personal religioso o sanitario que cumplen con su tarea protegidos por el Derecho Internacional Humanitario;

· El respeto a las estructuras y los vehículos marcados con el distintivo de la Cruz Roja Internacional.

· Las fuerzas deben dejar de utilizar, importar, producir y almacenar minas antipersonales, que por definición son armas indiscriminadas prohibidas por el Derecho Internacional Humanitario.

· La adopción de un protocolo facultativo a la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño que aumente la edad mínima para el reclutamiento o la participación en las hostilidades de los 15 a los 18 años.

· La prohibición de la participación de niños en las hostilidades no debe limitarse a la participación "directa", sino que debe incluir la participación de menores en tareas de apoyo, dado que los niños que prestan estos servicios suelen participar directamente en las hostilidades posteriormente.

· Los bandos deben eliminar las prácticas que provocan el desplazamiento forzado y dar instrucciones a sus combatientes para que eviten el desplazamiento forzado de civiles.

· Los bandos deben adoptar reglas claras sobre la instalación de retenes para evitar la muerte de civiles. Se debe dejar claro a los combatientes que las ejecuciones extrajudiciales cometidas en los retenes está absolutamente prohibida por el Derecho Internacional Humanitario.

· Los atentados contra los funcionarios elegidos democráticamente, candidatos electorales y otros que expresan una opinión política también están prohibidos. 

LAS PARTES EN CONFLICTO DEBEN NEGOCIAR LOS SIGUIENTES PUNTOS CON CARÁCTER PRIORITARIO:

· Un mecanismo para mejorar la localización e identificación de las personas "desaparecidas," heridas y caídas en combate, y asistir en las tareas de evacuación de civiles protegidos de las áreas de combate;

· Un mecanismo para establecer zonas desmilitarizadas en las áreas de combate para la protección de civiles y el tratamiento de heridos;

· Un mecanismo para identificar y señalar de manera adecuada los edificios de la salud y religiosos, los monumentos históricos y culturales y las áreas donde existen zonas de peligro, tales como represas, diques y centrales nucleares de energía eléctrica dado que de acuerdo al artículo 15 del Protocolo II se encuentran protegidas. Se deben dar instrucciones a los combatientes para que se abstengan de atacar estas instalaciones. Se debe impartir al mismo tiempo una educación a la población sobre el significado de estos símbolos internacionales.

Las Comisiones de Relaciones Exteriores y Defensa y el subcomité de Derechos Humanos organizaron en Bruselas en 1995, una audiencia pública del Parlamento Europeo y se destaco la ponencia del diputado Carlos Carnero que trabajó el tema  “La inclusión del respeto de los principios democráticos y de Derechos Humanos en los acuerdos entre la Comunidad Europea y terceros países” , en la que sostiene :

· La Comunidad Europea es pionera en el camino hacia una sociedad más justa y hacia un nuevo orden mundial basado en la dignidad de los seres humanos.

· El mercado y sus leyes no deben avalar la falta de derechos y de protección social, por el contrario cobrará sentido al servicio del bienestar material, social, cultural de la humanidad
.

· El desarrollo no existe sin paz ni democracia. Por todo lo anterior una investigación como esta, al menos encuentra una luz de esperanza a los grupos económicos desarrollados y en especial la Unión Europea pueden condicionar su colaboración económica, comercial al mejoramiento del ser humano y a sus condiciones de vida. Todos pueden evitar desplazados. 

CAPÍTULO 7

EL GOBIERNO DE COLOMBIA Y LOS DESPLAZADOS

El gobierno colombiano ha generado una serie de medidas, normas, e instituciones para atender a la población desplazada, en ocasiones por recomendación de los organismos internacionales y en otras por las presiones de la población civil e incluso de las ONG. El capitulo realiza un análisis de los principales aspectos.

El desarrollo de los parámetros internacionales para los desplazados internos, fueron presentados por el Representante del Secretario General para los Desplazados Internos a la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas en abril de 1998
. La Comisión, compuesta por 53 miembros, tomó nota de los principios en una resolución adoptada por unanimidad, y reconoció la intención declarada del Representante de utilizarlos en su trabajo. Le pidió que informará sobre los esfuerzos realizados y sobre las opiniones expresadas por los gobiernos, las organizaciones intergubernamentales y las ONG. La resolución también señaló que los Principios Rectores habían sido bien recibidos por el Comité Permanente lnter-Agencias (CPIA)
, compuesto por los responsables de las principales organizaciones internacionales humanitarias y de desarrollo, el cual había pedido a sus miembros que los discutieran con sus juntas rectoras. La decisión del CPIA
 de marzo de 1998 también había alentado a sus propios miembros a discutirlos con su personal ya aplicar los principios en sus actividades en favor de los Dl.

Red de solidaridad social

La Red de Solidaridad Social es una iniciativa presidencial que convoca a la solidaridad nacional para atender las necesidades apremiantes de los grupos de población más pobres y vulnerables del país y facilitar su participación en los grandes programas sociales. Bajo esta orientación, la Red ejecuta un conjunto de acciones que, articuladas entre sí
, buscan mejorar la calidad de vida de estos grupos y consolidar el ejercicio de sus derechos ciudadanos. Es el ente oficial encargado de atender el problema del desplazamiento 

El Ministerio de Salud es el ente público con la responsabilidad de la vigilancia de la Salud de los desplazados. Cuenta con una unidad dentro de la subdirección de Urgencias, Emergencias y Desastres focalizada en los desplazados. 

ORGANIZACIÓN ACTUAL DE LOS DESPLAZADOS

La siguiente información recoge en forma sistemática y critica el conjunto de acciones y procederes tanto del equipo asesor y acompañante como del grupo de familias desplazadas.

El proceso de organización ha tenido diversos momentos que han significado crisis, oportunidades de aprendizaje y de cohesión, valoración sobre las posibilidades, limites y exigencias que requiere una organización, en las características propias del desplazamiento.

La necesidad de construir procesos de organización   y liderazgo fue una propuesta desde el comienzo del trabajo e incluso hacia parte explícita de los objetivos del contrato con el INCORA
. Como tal, se pretendía no necesariamente una organización formal, pero si la distribución de responsabilidades y gestiones, como mecanismo práctico para la resolución de necesidades. Desde el principio, se busco generar un compromiso claro por parte de las y los desplazados, para ir avanzando de manera responsable hacia la decisión y construcción de sus soluciones. En esa medida, fue preocupante la facilidad con que se generaba dependencia con respecto a los agentes externos en los aspectos más simples.
 Las formas organizativas variaron de acuerdo con las exigencias propias de cada momento y con los intereses y visiones de los participantes en el proceso
, tanto de los desplazados como de los asesores y de las instituciones que formulaban exigencias.  A continuación se presentaran  tres momentos diferentes  de formas de organización de los desplazados: Las delegaciones veredales, ASIPRODES y los grupos por reinstalación.

A. PRIMERA FASE: LAS DELEGACIONES VEREDALES: Los desplazados después de haber salido de sus regiones y ante las múltiples necesidades, unas de las instituciones que se constituyeron en punto de encuentro y de apoyo fueron las Iglesias y particularmente, la parroquia católica. El mecanismo que se fue gestando para la distribución de recursos, para la elaboración de listas y demás, fue el de seleccionar unos líderes por cada una de las veredas. En muchos casos esos líderes eran los pastores de distintas iglesias
 y líderes comunales, con experiencia en las Juntas de Acción Comunal.

Una de las preocupaciones que pesaban más en la definición de dicha organización era la de garantizar que quienes estuvieran recibiendo los beneficios fueran realmente desplazados. Dado que la migración forzada había sido masiva y que podían identificarse como vecinos, resultaba entonces práctica esta organización por veredas. Se nombraron delegados representantes de cada vereda y estos servían tanto de controladores, como de canales de comunicación en unas relaciones que resultaban masivas.

El momento se caracterizo por:

* La orientación hacia la resolución de problemas inmediatos como el hambre y las enfermedades.

* Una relación de marcada dependencia con respecto a quien gestionaba los recursos y quien se relacionaba con las entidades, sin mayor información.

* Los líderes tenían relación con el sacerdote pero no la tenían entre si como grupos de toma de decisiones o como ente propositivo
.

* La labor de los líderes en la toma de decisiones frente a los demás miembros de su vereda estaba definida por las directrices que fijara el sacerdote.

* Los líderes actuaban como convocantes a las reuniones, lo cual dentro del contexto de alta dispersión de la población facilitaba los encuentros.

* Algunos líderes respondían a esquemas de liderazgo tradicional, concentrando información y tomando decisiones.

* La rotación de los líderes se fue creciendo, en la medida en que cada cual estaba buscando sus formas de sobrevivencia

B. SEGUNDA FASE: LA CONFORMACIÓN DE "ASOPRODES" Y LOS COMITÉS DE TRABAJO: Los temores e intereses que, en medio del conflicto existían, se conjugaron para generar una nueva organización:

* Las delegaciones veredales se volvían poco operativas en cuanto a capacidad de convocatoria, pues las familias se encontraban cada vez más dispersas en el casco urbano.

* Los intereses actuales dejaban de estar ligados a los lugares de origen, ahora se trata de conseguir trabajo, educación y salud
.

* El dialogo con las instituciones privadas y del Estado exigían cierta formalidad que se podía expresar en las categorías tradicionales de organización en la posesión de una personería jurídica y una estructura que representara a los asociados.

* El equipo externo conformado por los profesionales de la Pontificia Universidad Javeriana y ACPO, temían mucho a una organización formal que podría, por una parte, diluir la participación y la responsabilidad de los desplazados y, por otra, exponer a los posibles líderes a ser asesinados
 como venia sucediendo a las organizaciones populares en otros lugares del país. Por tanto, impulsaron la elaboración de un diagnostico participativo en el que se precisaran las necesidades y sugirieron la conformación de unos comités flexibles de trabajo para atender dichos problemas.

* El sacerdote, Jorge Uribe interesado en el retorno de los desplazados y en la consolidación de la organización alrededor de dicha vereda, impulsaba la continuación de las acciones por medio de la personería jurídica de la existente Asociación de Cosecheros de Maíz y de la Casa de la Cultura Campesina que dependía de el, insistiendo además en la necesidad de que fuera una sola organización y en que los desplazados no se dividieran. 

* Algunos desplazados con base en las experiencias de las Juntas de Acción Comunal y otras organizaciones tradicionales (como el caso de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos ANUC) impulsaron la conformación de una asociación de desplazados con toda la formalidad y la asignación de cargos de costumbre. Algunos de ellos, ligados a los políticos tradicionales
 veían en los desplazados una posibilidad de movimiento de sus intereses.

La decisión de constituirse en un ente formal, autónomo, con personería jurídica, con unos directivos elegidos por la asamblea, surgió en una reunión convocada por los mismos, sin participación del equipo asesor. Ante tal decisión  el equipo de la universidad y de ACPO decidieron acompañar a la gente y ayudarles a madurar en el proceso organizativo que habían decidido.

ASOPRODES ha venido constituyéndose, desde entonces en espacio aglutinador de los desplazados, y su historia ha estado marcada por distintas fases:

ACOMODACIÓN: Una de las primeras tareas fue buscar coherencia entre la organización  de comités que estaban ya realizando trabajos, pero que no tenían mayor articulación con la junta directiva.

-La necesidad de definir reglas del juego básico, que como cuestión formal quedaron consignadas en los estatutos, pero que en la práctica poco ha movido las formas de participación de las personas. Sin embargo, han servido para justificar decisiones en momentos críticos.

-El otro trabajo era la formalización de la personería jurídica. La elaboración de los estatutos, la realización de la Asamblea respectiva y, sobre todo, las diligencias ante los organismos encargados de la respectiva aprobación y registro demandaron esfuerzos y recursos con los cuales los desplazados no contaban. Con la ayuda del equipo asesor y a donaciones de particulares, fue posible la realización de tales diligencias.

-La etapa de que se esta describiendo se conformaron los comités de salud, vivienda, educación, trabajo, tierras y paz
. En diferentes grados de intensidad y, según momentos y circunstancias, dichos comités han funcionado respondiendo a las necesidades y posibilidades que se obtienen. Curiosamente, el comité de paz, tal vez porque tiene menos expresiones materiales concretas no ha logrado funcionar como tal.

C. TERCERA FASE: REAGRUPAMIENTO POR TIPO DE SOLUCIÓN: Algunas soluciones concretas o perspectivas de solución, dispersan y relocalizan a los desplazados. Así para enero de 1998 se veía con claridad que cerca de 60 familias se reubicarían en la finca Quindío, que 22 lo harían en la Duda, y 43 familias habían retornado a Jerusalén y Quimari. Cerca de 30 familias  que se habían ubicado desde hace más un año en Villamadeira y un buen grupo de familias, cerca de 120, tenían clara su decisión de permanecer viviendo en el casco urbano del municipio
.

Las necesidades e intereses e incluso las instituciones con que cada grupo debe relacionarse son diferentes. Ello exige una revisión de la asociación, pues cada grupo requiere de su propia organización diferenciada. Por ahora se han ido definiendo varios grupos con organización particular formal o informal, manteniendo su vinculación con ASOPRODES. El futuro de la asociación lo irán definiendo los miembros según los intereses y  circunstancias.

El equipo de asesoría y acompañamiento decidió, ante tal perspectiva, concentrarse en unas jornadas de reflexión sobre diversos temas con quienes, dentro de la asociación, se hubieran destacado por su participación activa en el trabajo y que representaran a cada una de estas soluciones, de manera que se consolidaran en su liderazgo y que tuvieran una mayor información sobre temas como las comunidades de paz, el derecho internacional humanitario, la planeación y la organización comunitaria.

El siguiente escrito muestra la actual situación de los desplazados, con el animo de contribuir a la orientación en las acciones que se puedan realizar posteriormente. En principio es necesario aclarar que la población de la cual se esta hablando, se ha dispersado en diversos grupos, según las opciones de vida que les ha sido posible tomar. A continuación se refiere a cada uno de los grupos.

El resultado del proceso de búsqueda y gestión de tierras con el INCORA el 31 de diciembre de 1997, se realizo la negociación de la finca El Quindío, en jurisdicción del municipio de Montería, en la inspección de Nueva Lucia. Allí fueron asignadas 61 familias, 60 de las cuales provienen del desplazamiento masivo de mayo del 96 y la otra proveniente de una experiencia diferente y que había estado residiendo en Montería. A la fecha se han realizado las siguientes gestiones
:

-Las reuniones convocadas por los líderes del grupo han sido múltiples, para tomar decisiones de frente a las distintas exigencias institucionales. Otras reuniones han sido convocadas por el equipo para definir cuestiones que permitieran elaborar el proyecto de reasentamiento.

-La preparación de un proyecto de reasentamiento, que incluye la propuesta para vivienda provisional
. Esta ultima realizada por un funcionario de la Consejería Presidencial para Desplazados.

Los factores de conflictos son varios en los que se conjugan no sólo las desconfianzas internas y el desconocimiento frente a situaciones novedosas de convivencia, sino algunas arbitrarias intervenciones de funcionarios y, sobre todo, la demora en la posibilidad de reinstalación
.

Las familias solicitantes de tierra de las cuales veintidós fueron asignadas a la finca La Duda, junto con 78 más provenientes de distintos grupos que llegaron desplazados al municipio de Montería. En la gestión del proyecto y el proceso el equipo de la Javeriana y de ACPO no han participado, pues la asignación fue dada por cupos disponibles ante la capacidad de la finca.

Los reubicados en el casco urbano de Tierralta son cerca de 150 familias y han tomado la opción de quedarse a vivir y a trabajar allí, ante las dificultades, las condiciones, las restricciones y la lentitud de los procesos de reubicación en una zona rural, con el apoyo del INCORA.

La necesidad de vivienda aunque ha sido expresa desde el primer momento del desplazamiento, y por ello se creo un comité de trabajo, este sólo se ha ido consolidando en la medida en que se han concretando las soluciones de tierras para los grupos de Quindío y La Duda.   Así, de manera más evidente, y a partir de los últimos meses del año 97, se han estado reuniendo de manera periódica un grupo numeroso de personas, para darle forma lentamente a una organización, con unos directivos que les representen. En una reunión de redefinición de tareas y de apoyo a la organización surgieron las siguientes actividades:

- Las familias individualmente aportan cuotas de $2.000 quincenales

- Las reuniones de información se realizan cada quince días.

- Los lotes apropiados en el casco urbano y costos de los mismos se estuvieron buscando y averiguando.

 - La alcaldía se comprometió a ceder un lote frente al barrio Nuevo Oriente, garantizando la instalación de la red de servicios básicos y el levantamiento topográfico. Este compromiso esta por escrito en un acta de reuniones con el equipo de la Universidad  Javeriana y de ACPO y también quedo registrado en una carta enviada a INURBE
 en Bogotá, para efectos de que esta entidad se interese por el proceso de construcción.

-Las familias  han conseguido 600 estacas para delimitar los lotes individuales.

-Las familias han estado haciendo comunicaciones con INURBE, SERVIVIENDA, FEDEVIVIENDA, la Universidad Javeriana
, Facultad de Arquitectura, entre otras, para solicitar apoyo en la construcción.

-Algunos han solicitado y ya se ha realizado el levantamiento  topográfico del lote en conjunto por parte de la Secretaria de Obras Publicas y la de Planeación Municipal.

- Algunos han realizado rifas con participaciones de todos los interesados para conseguir fondos y, visitas a los solicitantes para verificar sus condiciones y necesidades.

La información con la que se cuenta recogida en estos formularios hace posible que se tenga una visión sociodemográfica de las familias que han tomado la opción de reubicarse en el casco urbano de Tierralta.

La Iglesia Latina, una iglesia evangélica, decidió buscar la solidaridad y recoger algunos fondos que fueron destinados a la compra de terrenos en la zona suburbana, en la vía que conduce a Urra, a raíz del desplazamiento masivo de mayo de 1996.  Repartieron dichos terrenos en 60 lotes con miras a que las familias tuvieran un sitio donde ubicarse. Algunos recibieron un apoyo adicional para madera y tejas y así, paulatinamente fueron asentándose, en viviendas muy precarias sin ningún tipo de infraestructura de servicios. Los lotes no pueden ser vendidos y la donación se hizo a los niños.

Las 30 familias que residen actualmente allí, han ido organizándose alrededor de la cuestión religiosa, siendo cultos, las campañas evangelistas y la escuela dominical, las actividades comunitarias que realizan. Al mismo tiempo se han ido definiendo unas reglas de convivencia muy estrictas, frente a la cultura costeña, que prohíbe la realización de fiestas, el trago y la música
.  No se admiten personas que no sean cristianas, y que no asuman estos compromisos.

Las actividades de los hambres adultos se concentran en el jornaleo agrícola, que no es fijo y cuya demanda no es suficiente para la mano de obra disponible. Las mujeres por su parte en la mayor parte de los casos se dedican al hogar y a cuidar los niños y sólo algunas generan ingresos a través de la venta de comida.

Las veintinueve familias registradas, sólo en cinco la mujer es cabeza de hogar y la población menor de 15 años llega al 55% y a diferencia de la tendencia general, los hombres superan a las mujeres en cantidad. 

La organización inicial que tenían los desplazados  en Tierralta, a través de delegados veredales, se fueron conociendo experiencias diversas de organización en cada caso. Así fue como se conoció de la vivencia de las familias de Jerusalén y de su deseo por retornar en medio de grandes incertidumbres. Luego de varias reuniones para ir buscando caminos y apoyos que facilitaran ese proceso, se fue dando un retorno de familias de manera muy lenta. Una de las instancias  convocadas fue la Prelatura del Alto Sinu y San Jorge, a cuya cabeza estaba Monseñor Vidal
, y quien acepto acompañar la  peregrinación a la vereda, que ha tenido una tradición católica. Esta celebración se realizo en el mes de septiembre de 1997 y en ella participaron desplazados de otras veredas.

Las gestiones que se realizaron, entre ellas estuvo  la solicitud al municipio, para nombrar un maestro para la escuela y una promotora de salud, hechos que se dieron a principios de 1998 a la fecha están asistiendo 25 niños  y niñas a la escuela, cuyo profesor es miembro de una de las familias de la vereda
. 

La gestión que realizo el Sr.  Obispo, posteriormente se logro el apoyo de la Consejería Presidencial para desplazados, la cual dio un aporte de 60 millones de pesos para apoyar a los desplazados en Tierralta y Montelibano. De lo correspondiente a Tierralta, se asignaron cinco millones de pesos para las veredas de Jerusalén y Quimari. Como este dinero estaba coordinado por un sacerdote de la parroquia, un comité estuvo coordinando la gestión y distribución de estos recursos. Sin embargo, por falta de definición concertada en los criterios, surgió una crisis en la comunidad, pues esta comisión debía responder por los deudores de este aporte, los cuales optaron por seleccionar sólo a algunos vecinos.

La inconformidad y el conflicto allí  surgido, se opto por hacer una reunión aclaratoria, en donde se decidió cubrir con recursos provenientes de la Fundación Social a las otras familias, de manera que la 41 registradas quedaran apoyadas de manera equitativa, por un aporte de $200.000 destinados a actividades agrícolas.

El mes de mayo del 98, el Ministerio de Agricultura informo que aprobaba una solicitud realizada apoyo en la seguridad alimentaria, por un valor de seis millones de pesos, y con la asistencia técnica de la UMATA municipal. Para efectos de decidir el uso de este aporte, se realizo una asamblea en la vereda, en donde se definieron algunos acuerdos y responsables.

La medida en que el proceso ha avanzado, otras familias que han subido a veredas cercanas han solicitado apoyo. Tal es el caso de la vereda de Bony
. Pero por otra parte, la presencia de grupos paramilitares también ha retornado de manera reciente a estas veredas y se mantiene una actitud de expectativa frente a los sucesores próximos. Es impredecible el rumbo que tomen estos acontecimientos aunque se mantiene la esperanza de poder sostener el retorno, conservando la autonomía comunitaria y sin comprometerse con estos actores armados. 

El acompañamiento a los retornados a Batata ha sido una actividad que ha quedado en manos de un sacerdote de la parroquia, debido por una parte a serias dificultades para la coordinación, dado el manejo de criterios de trabajo muy distintos, y por otra parte, por la cantidad y complejidad en el trabajo con los grupos ya mencionados, frente a los recursos humanos disponibles en el equipo de la Universidad y de ACPO. Sin embargo, se han recibido varias solicitudes de apoyo de algunos líderes de Batata, quienes han decidido organizar una  Asociación de Desplazados autónoma, que les permita gestionar ellos mismos ante las entidades y buscar solucionar sus múltiples problemas. Están en tramite de adquirir personería jurídica y seria muy importante dentro de la posible continuidad del trabajo prestar asesoría suficiente a esta nueva dinámica organizativa.

Los desplazados por lo general, buscan parientes, compadres o conocidos en las capitales y cabeceras municipales, donde les ceden un rincón de la casa para dormir en hamacas o esteras. Otros ni siquiera tienen donde llegar. El 43% de los desplazados llegan a las capitales sin ayuda alguna, a engrosar los cinturones de miseria. La gran mayoría nunca regresa a su lugar  de origen. Lo peor de todo es que ni siquiera saben por que perdieron sus tierras.

La descordinación institucional es evidente para la atención al desplazado según Jorge Rojas de CODHES, cada organismo del estado actúa por su lado y para solucionar cualquier problema prima el deseo de protagonismo. La atención es lánguida, por que el déficit fiscal ha obligado a restringir la inversión social
; La ausencia de políticas que benefician a los desplazados es total por parte del estado, hasta ahora se le da un tratamiento coyuntural a un problema que se ha convertido en estructural.

La respuesta al conflicto ha sido hasta ahora coyuntural
: El envío de mercados, asistencia de salud, medicamentos, ropa, y algunas carpas para los improvisados campamentos.  Pero las condiciones de los desplazados son dramáticas y la poca ayuda recibida es transitoria.

Los desplazados ante la falta de garantía para su retorno, prefieren perderlo todo y no regresar. La reubicación en otro sitio es darle la razón a los desplazadores y permitirles que cumplan su objetivo monopolizando las mejores tierras. El gobierno, por su propia debilidad, no es ninguna garantía, y la comunidad internacional le ha expresado en numerosas oportunidades su preocupación por la sistemática violación de los derechos humanos en el país; en la actualidad cursa un proyecto de la ley en el congreso que contempla la creación de una institución coordinadora del conflicto de los desplazados y esto sólo será posible con la participación y la presión del resto de la sociedad colombiana.

El programa de atención y apoyo al desplazado se concibe como el que debe brindar una primera orientación a la persona desplazada que llega a la ciudad. Esta orientación debe hacerse primero desde un sitio estratégico de información, ubicado en los que se han determinado, son los principales sitios de llegada de estas personas
: Terminal de transporte, comisarías de familias, inspecciones de policía, cruz roja, personería, iglesias y centros de salud.

La información que se brinde aquí es fundamental pues es la que se le va a posibilitar al desplazado orientarse en un primer momento y determinar su rumbo, que puede ser el de quedarse en la ciudad o irse hacia otro lugar.

Los sitios de información para que funcionen es necesario en primera instancia hacer un filtro con las instituciones que reciben a las personas desplazadas para conocer su nivel de compromiso con el programa pues se requiere que ellas puedan destinar una o más personas para que se encarguen de dar la orientación necesaria. Una vez comprometidas las entidades se procederá a dar inducción, a través de una capacitación, al personal asignado pues es importante que ellas puedan hacer un diagnostico preliminar, además de tomar las datos iniciales.  También se busca unificar ciertos criterios y que cada persona maneje la misma información sobre donde orientar o remitir a la población desplazada.

La persona si define que va a quedarse en la ciudad, se le brinda el apoyo a través de los centros de acogida y atención al migrante, que son lugares donde va a encontrar una orientación más cualificada y acorde con sus necesidades.  Allí se le hace inicialmente una evaluación a través de un cuestionario que da cuenta del estado de sus necesidades, igualmente se determina cual es la causa de su desplazamiento y como se le puede apoyar de manera más cualificada. Sino tiene donde quedarse o no tiene los recursos para hacerlo se le remite al centro de migrantes, donde podrá permanecer durante un período de tres a cinco días y donde se les dará unas condiciones mínimas de sobrevivencia mientras se reubica o retorna su lugar de origen, si fuese el caso. 

Los desplazados llegan a la ciudad con la esperanza de busca solución de vivienda y las necesidades básicas que en principios son atendidas por las instituciones pero esto sólo se descubre cuando ya están seguros de que son desplazados y para esta verificación esta el ministerio del interior
, la personería y la red de solidaridad que es la que determina si son o no desplazados por las características y documentos que pueden encontrar, según las necesidades con las que llegan los desplazados, las diferentes entidades los organizan de acuerdo a las capacitaciones y apoyo que les pueden brindar como son:

El gobierno para la atención social de las familias ha establecido convenios y líneas de trabajo coordinado con cada una de las entidades distritales para la atención de las familias en esta primera fase de intervención.  Esta se puede describir así: 
El instituto apoya a la unidad de atención integral a través de los proyectos de prevención y protección, que se desarrolla en los 15 centros zonales dando prioridad a mujeres embarazadas, madres lactantes y menores de 18 años. Estos proyectos son:

* Atención al menor de 7 años
.

* Atención complementaria al escolar y al adolescente.    

* Asistencia y asesoría a la familia.

* Protección especial.

* Atención extrajudicial al menor y a la familia.

* Vinculación a los niños a los programas de atención y nutrición en los hogares comunitarios y hogares familias.

* Asesoría psico-social.

Los desplazados son trasladados o remitidos al Comité Internacional de la Cruz Roja, el cual es parte vital e importante en la atención humanitaria en las familias desplazadas en lo concerniente a las emergencias de protección, alimentos, colchonetas, kit de aseo baterías de cocina y también remisiones de urgencias en los centros de salud y hospitales.  Este apoyo es por tres (3) meses consecutivos, el cual puede extenderse a tres (3) meses más si al desplazado no ha encontrado ninguna solución.

DESEPAZ es una de las primeras instituciones donde recurren los desplazados para buscar apoyo, ya que en estas se les brinda alojamiento dado por las diferentes fundaciones sin animo de lucro como son los centros de acogida y del migrante de la iglesia y otras instituciones, que son albergues transitorios. El cual es por tres (3) días reglamentarios, por que lo estipula el reglamento interno para la atención al desplazado.

El convenio suscrito de atención integral para las familias desplazadas que llegan a la ciudad, por un valor de ($200.000.000 ) dos mil millones de pesos, por un período de un año.    El convenio contempla la atención medica y quirúrgica, la entrega de medicamentos y la atención psico-social. Cada grupo familiar es remitido por la unidad a la red adscrita de hospitales distritales, para su atención por un período de tres (3) meses.

La Secretaria de Salud en el marco del convenio efectuara el control y la supervisión de los recursos que aportara el ministerio de salud.  Igualmente verificara la calidad de los servicios que prestaran las entidades de salud a la población de acuerdo a la ubicación por localidad.

ESTRATEGIAS DE ESTABILIZACIÓN Y CONSOLIDACIÓN
 SOCIOECONÓMICA
El gobierno distrital
 actúa como apoyo al desarrollo de las políticas y planes del nivel nacional a través de la unidad de atención integral para procurar el desarrollo de proyectos productivos, de generación de ingresos, capacitación y organización social y de atención social a la población, brindando alternativas concretas para la superación de las condiciones sociales y económicas de los desplazados, permitiendo además una adaptación progresiva al medio de vida urbano en aquellos casos en que las familias no tengan otra alternativa que rebuscares en la ciudad, ya sea por que no se han superado las causas que ocasionaron los desplazamientos en la región expulsora o por que definitivamente no será posible una reubicación rural o urbana en otro sitio del país.  En esta óptica la unidad de atención ha venido adelantando y consolidando procesos en la siguiente área:

La secretaria de Educación ofrece el servicio educativo a los niños desplazados en sus instituciones educativas, en cualquier momento del año, en los grados en que corresponda a su nivel académico y edad.  A dado instrucción a los directivos docentes de las instituciones educativas del distrito para que matriculen a los niños desplazados, sin exigir, en el caso en que estos no puedan hacerlo, la presentación de los documentos que se requieren para realizar el proceso de matricula y también  con total exoneración de costos es decir sin ningún valor.

La secretaria mediante circulación interna ha dado instrucciones a las instituciones educativas del distrito para que expidan las certificaciones académicas a los niños desplazados que no puedan presentarla, sobre grados cursados previamente.  Estas certificaciones se expiden con base en resultados de pruebas académicas que se le aplican a los estudiantes (pruebas de validación), de acuerdo con los procedimientos establecidos por la secretaria de educación distrital para tal fin.

El SENA
 a través del programa de apoyo de sostenimiento para capacitación de alumnos dará prioridad en el acceso de los cursos de formación técnica a la población joven desplazada y diseñara y ejecutara programas especiales de capacitación para las mujeres desplazadas que propendan por su inserción laborar en las ciudades, a nivel de artes y oficios, modistería, entre otras.

* La población tendrá un acercamiento de una manera distinta, construir un espacio de trabajo terapéutico, analizar conjuntamente el problema y sus alternativas como población afectada, establecer prioridades con relación a sus necesidades más apremiantes, al igual que plantear propuestas de trabajo concreto desde el ámbito de lo individual y lo colectivo.

* El programa acciones para la convivencia del D.A.C.C. , a través del cual se inscribieron cinco (5) organizaciones de desplazados y dos (2) grupos de jóvenes que recibirían capacitación para desarrollar proyectos que promuevan y generen procesos de participación e integración comunitaria, los cuales serán financiados por el programa.

* El fomento y capacitación de las familias a nivel microempresarial direccionada a la constitución y conformación de empresas asociativas para el trabajo que tiene como fundamento obtener un recurso económico a largo plazo y grupal, el cual con el apoyo de la Cámara de Comercio.

LA RED DE SOLIDARIDAD SOCIAL Y EL DEPARTAMENTO DEL VALLE EN EL TEMA DE LOS DESPLAZADOS
La ley 387 de 1997  y considerando la magnitud del conflicto armado vivido en el departamento, se viene diseñando de manera concentrada el plan de acción para la prevención y atención al desplazamiento teniendo en cuenta la región como expulsora de población
 por el conflicto armado y receptora de otras regiones del país. Por lo cual se ha venido las causas, características propias de la región, el análisis poblacional, territorial y las acciones con los aliados estratégicos en el diseño de alternativas tanto de prevención, seguridad, atención humanitaria o restablecimiento.

Centro del Valle:  Municipios de Tulúa, Buga, San Pedro, Andalucía, Sevilla y Bugalagrande.  Se encuentran registradas en albergues 814 personas.  En el municipio de Tulúa en su mayoría son pequeños productores dedicados a las actividades agropecuarias en sus minifundios, los restantes son administradores de fincas y jornaleros.

El desplazamiento se registra desde la zona rural de estos municipios, hacia el casco urbano, la ciudad de Cali y departamentos del eje cafetero.

Municipio de Cali: Esta registrado como receptor debido a la visión que se tiene sobre la ciudad, desde otras regiones, acerca de características como; desarrollo de la infraestructura, condiciones climáticas, culturales y étnicas. Situación que dispara aun más las tasas de desempleo. Los desplazados están ubicados en el Distrito de Aguablanca, Terrón Colorado, Silbé, Comuna 18 (barrio Lourdes), Barrio Obrero, Barrio el Calvario y Centro principalmente.
Buenaventura y zonas del Pacifico: Es valorado como receptor y expulsor recepciona población de los departamentos del Choco, Antioquia y del mismo Valle. Expulsor de su área rural y municipios aledaños del Anden Pacifico (reposo y carretera vieja), hacia el casco urbano, la ciudad de Cali y departamentos como Risaralda.

Zona rural de Jamundi y sur del Valle:  Por presencia de actores armados se genero el desplazamiento masivo el año anterior, hacia el municipio de Jamundí de 1500 familias, para lo cual se vienen planteando propuestas de PAZ cotidiana y restablecimiento.

El departamento del Valle cuenta con dos centros de atención transitorios para la ubicación de los desplazados que son:

* CAT's CALI: se están ubicando los lotes en coordinación con la alcaldía.

* CAT's SEVILLA: se adelanto por parte de la gerencia los tramites para  definir el predio.

La instalación de mesas en el departamento del Valle se dio así: una mesa departamental (1), municipales (4), Buga, Tulúa, Sevilla y Cali; a través de las cuales se inicia el trabajo de organización de la comunidad, agendas de trabajo permanente, identificación de grupos poblacionales, grupo de interés y alternativas de solución a las diferentes situaciones.

Las alternativas se plantearon, como espacios permanentes de interlocución con las familias desplazadas, las entidades en la oportunidad y tipo de atención. Se identificaron acciones a seguir de acuerdo a la evaluación y conclusiones, así como, elección de representantes, mecanismos y información acerca de la política nacional, metas, estrategias.

Las diferentes propuestas han sido evaluadas y presentadas para el retorno a la entidad, concluyéndose, que no existen actualmente condiciones de seguridad para que la comunidad regrese a sus predios generando proyectos productivos.

Las mesas permanente de trabajo se han identificado alternativas de paz cotidiana, seguridad y seguridad alimentaria. A la vez se adelantan de tiempo atrás, propuestas de restablecimiento en los municipios de Trujillo, Buenaventura, Jamundí y Repatriados.

Los casos especiales, como el municipio de Sevilla y Ceilán, donde los desplazados laboran en el día en sus parcelas y regresan a dormir al casco urbano, siendo necesario trabajar el tema de seguridad y plantear su solicitud de subsidio de transporte.

PLAN DE ACCIÓN PARA LA POBLACIÓN DESPLAZADA
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA

Las metas y políticas trazadas por el gobierno nacional, la gerencia de la red, la oficina de la primera dama del departamento, a través del comité departamental y en coordinación con la fundación Valle en Paz, de manera concertada y tendiente a reforzar las propuestas que se vienen diseñando plantean:

Una primera fase, tendiente a trabajar directamente con las comunidades en la construcción de tejido social y proyectos de restablecimientos. 

Una segunda para los proyectos productivos, condiciones de seguridad para el retorno o la ubicación, de la población desplazada  que se encuentra en albergues, así como aquellos que se encuentran en posición de resistencia.

Los casos de nuevos desplazamientos y restablecimiento para estos se plantea:

A. Registro y orientación, buscando sean ubicados en primera instancia donde familiares o amigos.

B. Esquema de adopción por familia, cuando no es posible la anterior.

C. Remisión a los CAT's, donde la atención se dará por tres meses prorrogables a seis, mientras se define el restablecimiento, esto cuando no es posible alguna de las dos anteriores.

APOYO A PROCESO DE RETORNO Y REUBICACIÓN
La unidad de atención integral apoya las acciones que en esta línea se requieren para posibilitar el retorno y la renunciación de las familias desplazadas.  Dicho apoyo se refiere a destinación de recursos para la provisión de pasajes terrestres a través de la oficina de atención al migrante en riesgo que depende del departamento Administrativo  de bienestar social y los recursos propios de la unidad, los cuales aseguran además el transporte de los enseres de las familias
. Por su parte la Red de solidaridad social, verifica las condiciones de seguridad de la zona destino, aporta recursos económicos para el viaje y un mercado por cada familia. Coordina con la correspondiente delegación Red para iniciar su proceso de acompañamiento en la estabilización socioeconómica de los mismos.

La unidad de atención integral canaliza las solicitudes de retorno o reubicación individual o grupal que a través de esta se presente y coordina con la Delegación Bogotá, para que proceda de acuerdo a la ley.

La participación de las entidades del nivel nacional es prioritaria en la tarea mancomunada de desarrollo de estos procesos
, aquí entran a participar el SENA, el Ministerio de Trabajo, la Red de Solidaridad Social, el Inurbe, el fondo Nacional para la Atención a la Población Desplazada, el Ministerio de salud, el Ministerio de Educación y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, el Ministerio de Agricultura, el INCORA, entre otros.

CAPÍTULO 9

ORGANISMOS NACIONALES E INTERNACIONALES

DE AYUDA A LOS DESPLAZADOS

El tema de los desplazados en Colombia, ha sido considerado de interés mundial. Este capitulo analiza las posiciones, ayudas e incluso exigencias que los organismos internacionales hacen sobre el fenómeno migratorio. Incluye a instituciones nacionales e internacionales que trabajan por los desplazados en Colombia, en diversas áreas como la salud, por ejemplo, en la cual se encuentran comprometidas varias ONGs:

· CICR - COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA: El Comité Internacional de la Cruz Roja es una organización que trabaja en favor de la fiel aplicación del derecho internacional humanitario. En este sentido, realizamos ante las Partes en conflicto, es decir, las autoridades gubernamentales y los grupos de la oposición armada, las necesarias gestiones para obtener el pleno respeto del derecho. En el cometido de ayuda a los desplazados se aúnan la intervención jurídica y las actividades operacionales.

· MSF - MÉDICOS SIN FRONTERAS: Los Médicos sin Fronteras son una organización no gubernamental, apolítica y aconfesional, cuyo principal objetivo consiste en proporcionar ayuda sanitaria de urgencia de forma rápida y eficaz. 

· MÉDICOS DEL MUNDO: Los Médicos del Mundo, son ONG de medicina humanitaria, que aplica el derecho a socorrer a las víctimas, a los enfermos, a los refugiados. Denuncia las injusticias sociales y políticas en aquellos países en los que desarrolla proyectos de acción humanitaria.

· MOVIMIENTO INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA Y DE LA MEDIA LUNA ROJA: La acción en favor de los refugiados y de las personas desplazadas, conviene tener en cuenta, asimismo, las actividades de los demás componentes del Movimiento, es decir, las Sociedades Nacionales de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, y su Federación. De hecho, el Movimiento ha adoptado una verdadera política con respecto a los refugiados y a las personas desplazadas. 

· MEDICOS SIN FRONTERAS: Los Médicos Sin Fronteras (MSF) se crearon en Francia en 1971. A principios de los setenta, coincidieron en ese país un grupo de médicos testigo del genocidio de la minoría vio durante la guerra de secesión de Biafra (Nigeria, 1968) y otro grupo recién llegado de socorrer a las víctimas de las inundaciones que asolaron Pakistán Oriental (actual Bangladesh) en 1970. El primer grupo, que trabajaba con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), se sentía frustrado ante la obligación de guardar silencio sobre lo visto y hecho en Biafra que dicha organización exigía a sus miembros. El segundo grupo fue testigo de la descoordinación, falta de medios y escasa eficacia de la ayuda humanitaria a las víctimas de las inundaciones. En plena resaca de mayo del 68, ese grupo de personas se dio cuenta de que, una vez finalizado el proceso de descolonización, el escenario internacional estaba en fase de transformación y se imponía adaptar la ayuda humanitaria a las nuevas necesidades. A partir de ahora, atender a las víctimas no sería suficiente: había que denunciar las violaciones de los derechos humanos, crear corrientes de opinión a través de los medios de comunicación y profesionalizar la ayuda. 

Los MSF son una organización no gubernamental, apolítica y aconfesional, cuyo principal objetivo consiste en proporcionar ayuda sanitaria de urgencia de forma rápida y eficaz y denunciar las violaciones del derecho internacional. 

La red internacional de Médicos Sin Fronteras cuenta con seis secciones operacionales en Bélgica, España, Francia, Holanda, Luxemburgo y Suiza. Una oficina internacional en Bruselas con enlaces en las oficinas de Naciones Unidas en Nueva York y Ginebra. Además, la organización tiene oficinas de representación en Alemania, Australia, Austria, Canadá, Dinamarca, Estados Unidos, Grecia, ONG - ONG, Italia, Japón, Noruega, Reino Unido y Suecia. 

Los MSF llevan más de 25 años de experiencia atendiendo a las víctimas de catástrofes de origen natural o humano, decenas de miles de personas que han aportado su profesionalidad durante este cuarto de siglo y con programas en 70 países, Médicos Sin Fronteras es la mayor organización humanitaria independiente de ayuda médica de emergencia del mundo.

· MEDICOS DEL MUNDO FRANCIA: Los Médicos del Mundo Francia ( MDM-F ) es una organización humanitaria no gubernamental internacional, sin ánimo de lucro y apolítica cuya meta es brindar asistencia médica a poblaciones vulnerables víctimas de crisis o exclusión en todo el mundo inclusive en países desarrollados como Francia. Desde 1980  brinda asistencia, curando las heridas que se ven pero también las que no, a través de una red de voluntarios profesionales de los sectores de salud, sin consideración de sexo, religión o nacionalidad. Sus fondos provienen de la solidaridad internacional, de donaciones privadas o de la Cooperación Internacional ( Embajadas, Unión Europea, etc.. 

· Misiones: Los Médicos del Mundo Francia en la actualidad están realizando 297 proyectos de salud en 88 países diferentes del mundo, con poblaciones víctimas de catástrofes naturales, violencia, refugiados, desplazados, minorías en peligro, niños de la calle, inmigrantes, drogodependientes, excluidos de los sistemas de salud, etc.

Los proyectos de atención dentro de este contexto de ayuda internacional, pueden ser:

- De emergencia: es decir ayuda rápida a las víctimas en situación de crisis, un ejemplo de ello es la misión en Armenia, para apoyar a la población damnificada por el terremoto. 

- De desarrollo: dentro de los cuales el principal objetivo es mejorar el acceso a la salud en un contexto marcado por la pobreza y la carencia de recursos a través de la transferencia de un ¨saber hacer¨.

En América Latina y Caribe existen proyectos de MDM-F, de apoyo a la salud, en Brasil, México, Cuba, República Dominicana, Haití Guatemala, Honduras (Mitch), Perú, Colombia, Nicaragua, El Salvador. Siempre intentando unir nuestros esfuerzos para el desarrollo de los pueblos.

MDM-F en Colombia está realizando 3 proyectos de apoyo a la salud, en los siguientes lugares:

El programa en la Amazonia sobre el acceso a la salud para la población indígena en el Amazonas Colombiano localizado en las comunidades indígenas del río Apaporis con los siguientes ejes de trabajo: a) formación pluridisciplinaria de promotores b) rehabilitación / construcción de puestos de salud c) apoyo en las acciones de prevención d) la integración de las poblaciones indígenas al sistema de seguridad social por medio de una EPS. Desde 1987.

 El Acceso a la salud para los habitantes de la calle de Bogotá con los siguientes ejes de trabajo: a) Atención médicosocial b) Formación de Gestores de salud c) Regularizar de su situación y lograr la afiliación de esta población al régimen subsidiado. Desde 1995.

El Apoyo en salud a la población desplazada por la violencia en Urabà, desde julio de 1997, con los siguientes ejes de trabajo: a) Capacitar a promotores de salud en coordinación con las instituciones colombianas encargadas de dicho mandato.b) Concienciar y sensibilizar a la población de desplazados en salud c) Mejorar las condiciones higiénico-sanitarias d) Acompañamiento psicológico y sensibilización sobre psicotraumatismo y atención en salud mental.

· ANESVAD -ACCIÓN SANITARIA Y DESARROLLO SOCIAL: ANESVAD realiza Proyectos Sanitarios, Sociales y Educativos con el fin de mejorar las condiciones de vida de los habitantes de los países de menor desarrollo. Es una de las ONG´s más antiguas de España y la de mayor presencia en el Sudeste Asiático.

ONG´s COLOMBIANAS

· CORPORACIÓN AVRE: La Corporación AVRE es una Organización No Gubernamental concebida para disminuir las secuelas psicológicas de los afectados por la violencia sociopolítica y facilitar su adaptación a la situación generada por ella, mediante el acompañamiento a procesos organizativos que busquen dar respuesta a este fenómeno. Este objetivo se cumple mediante acciones tendientes a: 

- Apoyar emocionalmente a la víctimas de la violencia sociopolítica. 

- Asesorar y capacitar a entidades y comunidades para participar en la recuperación emocional y el mantenimiento del apoyo a las víctimas. 

- Establecer relaciones e intercambiar opiniones con las diferentes entidades sobre esta problemática para preparar acciones conjuntas que tienden a la mejoría en la calidad de vida de las víctimas. 

La Corporación AVRE ejecuta actividades de salud mental comunitaria articulados a programas de desarrollo de las afectadas. 

Áreas de Trabajo:

- Acciones preventivas e intervenciones terapéuticas específicas, individuales y grupales, en los casos en que se presenta alteración o disfunción emocional importante de la persona o del grupo. 

-  Actividades de Asesoría a las comunidades, a las personas y a las entidades gubernamentales y no gubernamentales, especialmente de derechos humanos en aspectos de salud mental, organización y manejo de grupos, resolución de problemas intra e intergrupales, desarrollo institucional o comunitario. 

-  Actividades terapéuticas que consisten esencialmente en la atención médico-psiquiátrica individual y grupal
.

-  Actividades educativas relacionadas a la capacitación en salud mental y en entrenamiento en el manejo de la problemática emocional de las víctimas d de la violencia, a agentes de la comunidad y a entidades interesadas. 

- Desarrollo de proyectos de investigación sobre el impacto emocional de la violencia en sus víctimas y la mejor manera de apoyarla.

Historia :

La corporación AVRE nació en 1989 cuando un grupo de psiquiatras del Departamento de Psiquiatría de la Universidad Nacional de Colombia, diseñó un programa para la atención a las consecuencias emocionales d de las víctimas de la violencia sociopolítica en Colombia. El programa se inició con la atención a los pacientes que llegaban al departamento de Psiquiatría y luego se extendió diversas regiones del país. En 1997 el grupo se constituyó como una organización no gubernamental.

Cubrimiento :

El trabajo tiene cubrimiento nacional y se adelanta en diferentes ciudades: Magdalena, Montería, Sincelejo, Bogotá, Bucaramanga, Cali, Popayán, Villavicencio.

· SINERGIA: La Sinergía es una ONG que trabaja por la salud psicosocial de la comunidad como respuesta a nuestra situación de violencia y de estrés producidos por desastres naturales o no, para mejorar el nivel de salud mental de la población. 

· FUNDACIÓN CEDAVIDA: La Fundación CEDAVIDA es una ONG que busca cubrir un nivel de prevención y protección del niño entre cero y siete años
, uno de atención psicosocial con salud física y mental y uno de reconstrucción del proyecto de vida a través de la formación con todos los miembros de la familia de la población desplazada.

La Fundación Social Colombiana CEDAVIDA es una institución sin ánimo de lucro, que trabaja en favor de los desplazados y víctimas de la violencia política en Colombia. Inició su trabajo en 1.988, año en el cual se produce el primer gran éxodo de familias campesinas de los últimos años. 

CEDAVIDA desarrolla su labor en Santa Fe de Bogotá, Villavicencio, Barrancabermeja, Apartadó, Chigorodó, y Soacha. Las anteriores ciudades son receptoras de un gran número de desplazados, provenientes de diversas zonas del país. 

La experiencia adquirida en los primeros años hizo evidente la necesidad de desarrollar un trabajo integral con la población civil no combatiente en los aspectos que requerían atención en prevención, atención humanitaria de emergencia y consolidación socioeconómica. Para ello construyen un modelo de intervención que se  denomina "Comunidades Constructoras de Paz". En ellas se busca cubrir un nivel de prevención y protección del niño entre cero y siete años, un nivel de atención psicosocial con salud física y mental y un nivel de reconstrucción del proyecto de vida a través de la formación con todos los miembros de la familia. Este a su vez propicia un nivel preventivo de que los hechos se repitan a su interior y en la comunidad rompiendo la espiral de la violencia. La Guerra es una consecuencia de la violación de los derechos humanos y del modelo de formación implementado desde la escuela y la familia el cual posteriormente revierte a través de las personas formadas para nutrir la Guerra
. Es una relación de circulo vicioso, que tiende a ascender en espiral y que solo puede enfrentarse adecuadamente, como circulo vicioso, atacando al mismo tiempo los dos extremos. 

El proyecto de formación se constituye en el eje de la Comunidad constructora de paz, involucrándose en su desarrollo toda la familia y a la comunidad. No es posible resolver los problemas de los desplazados sin antes lograr su reparación moral, para vencer de alguna manera la impunidad y aceptar los niveles de responsabilidad para que retomen la conducción de su vida como sujetos históricos. 

CEDAVIDA considera que su labor se debe realizar con la participación directa de los beneficiarios, quienes, luego de ser formados, intervienen directamente en la coordinación y dirección de los proyectos. El 70% de los funcionarios son personas desplazadas. En la actualidad cuenta con 28 hogares infantiles, que constituyen el núcleo de la Comunidad Constructora de Paz, donde son atendidos 420 niños por 28 maestras, 8 mujeres que preparan alimentos y 8 coordinadoras de área, además de 12 profesionales y un equipo administrativo de 7 personas. Alrededor de estos hogares existen aproximadamente 2.500 personas, familiares de los niños atendidos en el proyecto pedagógico, vinculadas a CEDAVIDA a través de los siguientes proyectos: proyectos formación de líderes, derechos humanos, negociación de conflictos y pedagogía para la paz, capacitación para el empleo, proyectos de generación de ingresos, salud integral. 

El objetivo general de CEDAVIDA es contribuir al desarrollo de un conglomerado social, a efectos de garantizar el pleno ejercicio de los derechos humanos, elaborando y ejecutando planes y programas que permitan a los desplazados por la violencia política, rehacer su proyecto de vida, dignificando su existencia.

· PASTORAL SOCIAL: La Pastoral Social es una organización que Impulsa la Nueva Evangelización de los grupos humanos afectados por los fenómenos migratorios (emigrantes de dentro y fuera de Colombia, pescadores, itinerantes y desplazados), para promover sus derechos fundamentales y facilitar su integración en las nuevas comunidades de vida y de fe, respetando sus valores culturales. 

· CORPORACIÓN MARÍA CANO: La Corporación María Cano es una ONG Colombiana que cumple con funciones de capacitación, asesoría y apoyo económico, mediante proyectos de cofinanciación con organismos internacionales de cooperación al desarrollo y de ayuda humanitaria. En este momento están desarrollando un programa nutricional llamado la “Olla comunitaria” en el departamento de Córdoba. 

· CORPORACIÓN ANTIOQUIA PRESENTE: La Corporación Antioquia de Occidente es una Organismo No Gubernamental que desde 1983 trabaja en la atención integral de comunidades afectadas por desastres naturales. 

· PAZ Y TERCER MUNDO: Paz y Tercer mundo tiene la intención de iniciar en Colombia proyectos de apoyo a las poblaciones más vulnerables. Para lo cual se han identificado dos pequeñas acciones a ejecutar en Medellín y Ocaña, que servirán para ir conociendo mejor la realidad nacional y calibrar las posibilidades de mutua colaboración. En Medellín se tiene previsto co-financiar un programa de acompañamiento y asesoría técnica a grupos de producción agropecuaria de comunidades campesinas. En Ocaña se apoyará un proyecto de autosostenimiento colectivo de viudas de la población de Abrego.

· FUNDACIÓN EDUCATIVA AMOR: La Fundación Educativa Amor es una ONG Colombiana y se encarga a través de una escuela y de actividades con las familias desplazadas en Soacha mantener un contacto con más de 10.000 familias desplazadas situadas en las montañas de Soacha. Ataca los efectos psico-Sociales del Desplazamiento.

El proyecto nace como respuesta a la creciente problemática de desplazamiento forzado "gota a gota" que vive el municipio de Soacha, Cundinamarca. Incluye: 

- Centro de recepción y diagnóstico de desplazados 

- Organización social y desarrollo comunitario 

- Fomento y recuperación de la salud mental 

- Promoción de la salud y prevención integral 

- Estabilización sociolaboral: cursos de capacitación técnica, formación humana y formación empresarial. 

- Educación formal a la población infantil y juvenil. Alfabetización para población adulta. 

- Comunicación y coordinación interinstitucional. 

· Apoyo a los desplazados por la violencia: El Proyecto, se inició en 1997 en colaboración con el Servicio Jesuita de Refugiados, consiste en prestar una atención integral a los desplazados por la violencia. Se puso en marcha un Plan de Emergencia para prestar servicio de acogida a la nueva población desplazada, alcanzando la ayuda a 500 familias; un Plan de Redefinición del Proyecto de vida para 200 familias desplazadas, que les permita tomar decisiones vitales a la hora de reorganizar su vida; un Plan de Prevención que permita buscar soluciones al conflicto armado; y un Plan de Coordinación de Trabajos con desplazados.

· Fondo de emergencia para apoyar a personas amenazadas: La escalada de violencia ha afectado a la Asociación "Programa por la Paz", ya que dos de sus miembros han sido amenazados de muerte. Se les ha proporcionado los medios necesarios para que ellos y sus familias puedan salir del país y reiniciar una nueva vida lejos de Colombia.

· Promoción del desarrollo local con campesinos del Departamento del Valle del Cauca: El Instituto Mayor Campesino-IMCA, situado en Guadalajara de Buga, trabaja con comunidades campesinas e indígenas pertenecientes a los Municipios de Buga, Restrepo y Riofrío. Se ha conseguido que las familias pertenecientes a estos Municipios se conviertan en los verdaderos actores de un desarrollo humano sostenible, y que alcancen mayores niveles de autonomía, conservación y uso de los recursos naturales.

CAPÍTULO 10

CONCLUSIONES

La terminación de la Guerra Fría, evidenció la complejidad del problema de los desplazados internos en varios lugares del mundo, al igual que en sus dimensiones políticas, sociales, económicas, psicológicas y jurídicas. En efecto, el número de personas afectadas en el mundo resalta la necesidad de considerar a las personas desplazadas con la misma o con más atención con la que se considera a los refugiados en el mundo. Se calcula que el número de desplazamientos internos en el mundo aumentó a 25-30 millones de personas, mientras que el número de refugiados disminuyó a 14.4 millones.
 La situación, que comienza a preocupar a la comunidad internacional, es protagonizada por varias naciones en desarrollo entre las cuales, infortunadamente, Colombia ocupa un lugar preeminente
. Desde hace varios años, el Desplazamiento en Colombia dejó de ser un problema para convertirse en una tragedia nacional.

Los Desplazados como se conocen a quienes han tenido que abandonar sus hogares por la violencia y la pobreza, han venido aumentando considerablemente y hoy se calcula que hay aproximadamente tres millones de ellos
, quienes han abandonado sus sitios de origen a causa de los diversos tipos de violencia
, practicados en el país desde 1985. La historia reciente del país está llena de altos y bajos difíciles de interpretar por quienes están metidos en esta horrible tarea de dar cuenta de esa pesadilla, resultado de una guerra irracional, que deja secuelas e intereses fallidos de represión y diálogo ante la persistencia de lucha armada, de luchas sociales, que buscan la conformación de nuevas realidades, y también por esas dinámicas urbanas marcadas por el éxodo, el desarraigo y la voluntad de volver a empezar.

El tema de los desplazados no es un tema nuevo; durante mucho tiempo, una gran parte de la opinión pública se acostumbró a vivir en una situación de “ni guerra- ni paz”, reaccionando sobre todo a los acontecimientos de contornos más terribles, a las masacres más impresionantes, los magnicidios, los atentados terroristas
, y se manifestaba sensible a los fenómenos de violencia urbana que la afectaba directamente: sicarios y bandas juveniles. Pero no se tomó conciencia sino muy tardíamente de las transformaciones profundas que la violencia había producido, la expansión de las guerrillas, las nuevas estrategias territoriales de los paramilitares o la continua expansión del cultivo de droga. Para que se alcanzara a tomar conciencia de lo que estaba sucediendo no bastaba con que se multiplicaran los desplazados en las ciudades. Se necesitaba también que la opinión pública y sus voceros adoptaran nuevas categorías para pensar en los fenómenos de la violencia. Mientras tales fenómenos fueron percibidos como una suerte de mal crónico que golpeaba ciertas zonas rurales o como el resultado de una economía de la droga inducida desde le exterior y que tendría sus lados buenos y malos, los desplazamientos no podrían aparecer sino como realidades capilares e individuales. Por supuesto no se podía ignorar la campaña de exterminación que golpeaba a la Unión Patriótica,
 ni tampoco las acciones de desestabilización realizadas por los narcotraficantes o el aumento del poder de la guerrilla y de los paramilitares. Pero no se quería reconocer que todo esto engendraba verdaderas situaciones de terror en diversas regiones. Muchos sabían que en las ciudades como Barrancabermeja o Apartadó  existían fronteras invisibles entre los barrios bajo la tutela de uno u otro grupo y que los habitantes vivían en medio del miedo.
  Pero Colombia es un archipiélago: Lo que sucede en una región no parece necesariamente ser susceptible de difundirse hacia las otras.

Los portavoces de la opinión pública llevaban a cabo lo que puede llamarse una negación colectiva, en la medida en que no se solidarizaban verdaderamente con alguna de las partes en conflicto; sin ubicarse ante lo que parecía un enfrentamiento confuso donde los protagonistas de la violencia combinaban a su manera todas las formas de lucha, echando discursos políticos, acaparando recursos financieros y utilizando métodos de gran delincuencia, se negaban  a reconocer que una buena parte de la población estaba sometida a una verdadera situación de guerra. Recientemente cuando la polarización de los enfrentamientos se volvió evidente, las percepciones comenzaron a cambiar. 
El empuje de las fuerzas paramilitares y las masacres sistemáticas que los acompañan, la expansión de las guerrillas y el fortalecimiento de su capacidad militar han quebrado la banalidad de la violencia. Solo así se ha podido tomar conciencia de la existencia de poblaciones que están en medio de fuegos cruzados, sometidas al terror, en amplias regiones del país. Los fracasos de las fuerzas militares, que empezaron con la operación de las FARC en Las Delicias,
 y siguieron con varios otros reveses, acabaron por convencer que el conflicto ya no tenía mucho en compón con el cuadro de la violencia rutinaria. Fue entonces que el problema de los desplazados emergió a plena luz. El recrudecimiento de los enfrentamientos y los desplazamientos masivos de poblaciones no son más que dos caras de una misma situación.

El tema de los desplazados está, ahora sí en la agenda nacional. El Congreso ha aprobado una ley,
 pero se sabe que ninguna ley, por si sola, hace una política y el gobierno pareciera tener dificultad en adoptar alguna
. Las autoridades locales no muestran gran afán por ocuparse del tema: además de las dificultades financieras a las que se ven enfrentadas, insisten en que los desplazados engendran tensiones sociales y que una ayuda  a su favor contribuye a fijarlos definitivamente en el sitio donde sea otorgada. Aún las ONGs tienen dificultades en identificar los objetivos a seguir, cuando de trata de ir más allá de las acciones asistenciales de primera necesidad. ¿Se debe perseguir la instalación definitiva de los desplazados en las ciudades o, por el contrario, favorecer su regreso a sus lugares de origen,
 cuando éste es posible? Existen diferentes respuestas a esta pregunta que dependen de la manera como se interpreta la violencia y sus posibles salidas.

El desplazamiento forzado como salida de una localidad hacia otra región ha constituido una respuesta obligada en el conflicto armado Colombiano. La historia Colombiana con sus procesos está repleta de acciones de sobrevivencia, de resistencia y se observa cómo a manera de puentes forzados se han ido tejiendo las relaciones entre el campo y la ciudad, entre regiones socio-culturalmente distintas y entre países fronterizos. La violencia política hace navegar a Colombia en contra de la corriente mundial, estar fuera de órbita, parece estar aislándolo y ubicándolo entre los temores y aún entre las amenazas por parte de ciertas potencias hegemónicas internacionales.
  

Las amenazas, el miedo, el incendio de las viviendas, el temor de las personas que huyen por las masacres y los asesinatos, por los enfrentamientos entre los actores armados que generan violencia y afectan a la población civil junto con las desapariciones forzosas, son características del desplazamiento y la comunidad internacional busca encontrar condiciones de seguridad y paz a través de la salvaguarda de la dignidad humana y para ello ha puesto los derechos humanos en la primera línea de la agenda política y social. 
En igual forma, reforzó la democracia en una nación pluriétnica y multicultural. Pero en los últimos años, la situación se ha empeorado y los derechos humanos de los colombianos con respecto a la salud, el trabajo, la vivienda y la educación por nombrar sólo algunos, han hecho que la población clame por un orden y en especial, por una protección de sus derechos fundamentales.

La Constitución de 1991, consagró en su titulo II “Los derechos, las garantías y los deberes”
  en el cual se contemplan los mecanismos de aplicación y protección de estas personas, las responsabilidades del Estado, de los funcionarios, y las acciones que se pueden tomar para conservar y mantener los derechos humanos. Los derechos fundamentales de índole social son poco distinguidos por la población en situación de desplazamiento, desconociéndose por estas personas que son estos pilares fundamentales al momento de hacer las exigencias a que tienen derecho ante las autoridades nacionales, “Estos derechos implican una prestación por parte del Estado y por lo tanto una erogación económica que por lo general depende de una decisión política. 
Su razón de ser está en el hecho de que su mínima satisfacción es una condición indispensable para el goce de los derechos civiles y políticos, con lo cual adquieren el carácter de fundamentales; las diferentes categorías de tales derechos un todo indisoluble que encuentra, encuentran su base en el reconocimiento de la divinidad humana, característica que exige protección permanente con el propósito de obtener su plena vigencia, sin que jamás pueda satisfacerse la violación de unos en aras de la realización de otros.”
 La población desplazada lo que busca primordialmente es solucionar su crisis alimentaria, educacional, de salud y de vivienda
 y que infortunadamente han sido pocas las familias que se han preocupado por el tema, y que han sido asesoradas para instaurar alguna acción
.

El conflicto armado que ha dado pie a la violencia en Colombia en las últimas décadas, se ha constituido en un determinante y condicionante del desplazamiento individual, familiar y colectivo que tiene un fuerte impacto en la vida social, puesto que deja a un vasto sector de la población en situaciones de vulnerabilidad, por cuanto ha sido la causa de la migración interna forzada de más de dos millones de personas. Las familias que se han desplazado del campo a la ciudad, tejen historias nuevas,
 salpicadas de resentimientos profundos y odios naturales, tensiones y dolor por la forma como se han visto obligadas a salir, pero con el tiempo, ellas aunque presionan de manera contundente a la familia y reviven culpas, se disuelven  y se moldean a través de una oralidad agradable, por medio de la cual recrean los grupos de amistad y dan rienda suelta a los recuerdos imaginados, en donde en espacio y el tiempo se convierten en la ayuda imprescindible de un nuevo modo de vida en donde los conflictos diferentes, se atenúan, se modifica, cuando no, se ven menguados ante las circunstancias presentes.

La guerra que atraviesa la vida individual, familiar y colectiva de las personas, deja marcas en sus historias, modifica su modo de vida y sus expresiones. La guerra destruye y, recrea la acción colectiva existente al dividir y polarizar las diferentes identidades. En este sentido, guerra y desplazamiento, son a la vez generadores de fragmentaciones espaciales y de fronteras internas, provocadoras de dinámicas de construcción y reconstrucción de referentes de identidad y de territorio
 que se constituyen en nuevos códigos de reracionamiento social. Así, los pobladores en distinta medida y con diversa responsabilidad se van configurando como victimas y actores de la guerra. La ubicación de ellos en los nuevos espacios geográficos no aptos para hacer vida social o familiar, deteriora las condiciones de vida y lleva al surgimiento de nuevos conflictos, productos de la contradicción, del enfrentamiento interno,  hasta de la insolidaridad y rechazo de sus propios lideres.

El desplazamiento forzado, no es únicamente una consecuencia del conflicto armado, por cuanto al tipificarse el o la desplazada como víctima de una violación compleja de derechos humanos, victima de un delito, victima de una infracción al derecho internacional humanitario y victima de un crimen de guerra que la obliga a desplazarse, el o ella se constituyen en titulares de todos los derechos que tiene toda victima de un delito, de una violación a los derechos humanos y de una infracción al derecho internacional humanitario, según reza la sentencia de la Corte Constitucional del año 2001.
  

El desplazamiento forzado implica, la salida abrupta de las parcialidades, de sus resguardos y territorios colectivos, con los cuales mantienen unas relaciones exclusivas de intercambio y de generaciones, y que cimienta a su vez el desenvolvimiento y autoproducción de las culturas. Implica un tipo especial de desarraigo cultural, al encontrarse ellos con prácticas culturales no sólo diferentes, sino enfrentadas con las propias, y al incorporarse en modelos productivos basados en el crecimiento, la productividad y la monetarización, sin posibilidad de decidir su futuro como pueblos. Con esto se impide el derecho a adoptar libremente las decisiones sobre el futuro como pueblos y como individuo, por lo cual se resisten a desplazarse y a esperar la muerte por parte de los actores armados: militares, guerrilla y autodefensas,
 que buscan expansión y control territorial. Las FARC, 
estarían asumiendo una posición torpe sin razón de ser, pues hace 500 años las comunidades indígenas adelantan un proceso de resistencia civil neutral en defensa de sus territorios. 

Los desplazados son en su mayoría campesinos que en los últimos diez años, huyeron de las amenazas y homicidios cometidos por grupos guerrilleros, de las masacres perpetradas por los paramilitares, de los abusos y ejecuciones extrajudiciales de la fuerza pública
 y de la violencia generalizada por el narcotráfico
. Solo el 1.28 % de estas personas han recibido algún tipo de ayuda humanitaria.
 En otros términos y gracias a la violencia, a la incapacidad del Estado y al secular abandono del campo, Colombia ha creado una legión de seres humanos víctimas del desarraigo. Son personas humilladas y despojadas de su dignidad, que sufren la marginalidad, la discriminación y el temer por su futuro, y sin quererlo se convierten en materia prima para alimentar todas las formas de delincuencia o de indisciplina social, a quienes se les discrimina sin resolver sus enormes necesidades. Si a esto le sumamos la indiferencia social, que lleva a mirar el pavoroso drama del desplazamiento como algo remoto y ajeno. Pero tienen algo que les queda en común y es el miedo y las imágenes del terror que transportan con ellos, un miedo y un terror que, aún cuando se ubiquen en otro sitio, no los abandona, porque la desconfianza subsiste hasta en las ciudades.

La situación actual también se distingue de la de los años 50´,
 ya que durante la Violencia, las ciudades eran refugios más o menos seguros para los desplazados. Es cierto que los asesinatos urbanos no estuvieron ausentes en ese tiempo, y se sabe que una de las ciudades mas golpeadas fue Cali. También es cierto, que muchos debían establecerse en terrenos de invasión con el riesgo de suscitar la reacción violenta de la policía, pero podían por lo menos sustraerse al dominio de sus antiguos jefes y otros gestionarios locales de la violencia. 
Hoy en día, las cosas acontecen de otra manera; las ciudades ya no representan un refugio y estas personas no pueden soñar con escapar a la influencia de los protagonistas que han conocido en el lugar de la partida y menos aún de los que actúan en el medio urbano. Ya no hay espacios libres de la autoridad, de las redes informales o ilegales de poder en Colombia, que pueden estar formadas por bandas juveniles, por milicias que controlan los barrios, por individuos que mantienen  contacto con la guerrilla o con los paramilitares. Puede tratarse también sencillamente de las organizaciones que asumen la voz de asentamientos de desplazados. Entre todas estas redes las interferencias son muchas. No faltan los casos en los cuales estas personas por la acción de los paramilitares y por la acción de la guerrilla se encuentran instalados los unos cerca de los otros, lo que agudiza todavía más las tensiones. En cualquiera de estas condiciones se hace difícil la emergencia de lazos que de cohesión entre ellos.

La situación entonces, no es muy diferente de la tenían cuando partieron, prevalece la desconfianza, los rumores circulan, es posible la incursión de tal o tal grupo, la sensación de ser espiados por los agentes de uno u otro grupo es general. Estas personas pueden considerarse como rehenes ya que de un día para otro pueden ser instrumentalizados en función de planes que no son los suyos. Mientras tanto, alimentan los argumentos de cada campo para denunciar los desmanes del otro. 
No solo son rehenes sino también sospechosos; lo son a los ojos de la población que está alrededor de los asentamientos que se preocupan del desorden provocado por los recién venidos. Lo son de la misma forma para las autoridades, que insisten en que su instalación favorece la intromisión de los grupos armados y no saben que medidas tomar, dudando como se ha señalado, entre aceptar su instalación definitiva y presionar para hacerlos regresar al punto de partida, sin ofrecerles alguna garantía sobre todo de seguridad; es lo único que tienen claro estas autoridades que están frente a un problema social explosivo. La condición en que las autoridades han delimitado los asentamientos, alejándolos lo más posible del centro de la ciudad, muestra la intensidad de ver las cosas, sin atenuar con ello el desorden ocasionado.        
Según informe del Codhes, realizado en el ultimo trimestre de este año, el litoral pacífico, tiene concentrado a 32.000 desplazados a nivel nacional; así, en todo el territorio el total asciende a 91.467 personas distribuidas en 18.293 hogares, en 564 municipios de 29 departamentos. Esos 91.467 con los del primer trimestre suman una cifra de 153.463 desplazados. Hace diez años cuando el Codhes en uno de sus informes hizo las primeras advertencias sobre la realidad que hoy se denuncia, el Valle del Cauca tenía 53.000 personas desplazadas de diferentes lugares; de ese número, había 32.000 en Cali. Ahora de esos números se le agregan los 51.700 que han llegado a la capital en los últimos seis años. El informe del Codhes anota que Cali ha recibido entre abril y julio 6.500 personas en situación de desplazamiento, siendo la segunda ciudad en esta condición a nivel nacional después de Bogotá con 11.191; en promedio a la ciudad llegan cada día de cuatro a cinco familias, por lo tanto el Gobernador del Valle del cauca, Angelino Garzón, se pronunció diciendo que el Gobierno Nacional debe hacer una mayor inversión social
, que  se necesitan acciones conjuntas y eso se logra en la medida en que el Estado haga presencia, no solo militar. Esto no puede seguir si el Gobierno está por un lado, la comunidad internacional por el otro y los departamentos por otro, se necesita un fondo común para trabajar en la educación, salud, mejoramiento y construcción de viviendas y empleo, para lograr una considerable disminución de desplazados. 

Bajo la Ley 387 de 1997, conocida como la ley de los desplazados, se adoptan medidas para la prevención, consolidación y estabilización socio-económica, pero tiene dos aspectos negativos que mucha importancia y es el bajo nivel de coercitividad y dos problemas que merecen la atención y el ser subsanados
 como son:

1. La ausencia de verdaderas estrategias de apoyo psicosocial, este es el aspecto mas ausente y el mas importante, ya que para estas personas lo mas difícil de llegar a vivir a una ciudad es el estar rodeadas de personas con costumbres totalmente distintas a las suyas y, que a vez se muestran indiferentes ante ellos y ante ésta grave situación.

2. Los programas que se brindan no son lo suficientemente sólidos y estructurados para garantizar la más adecuada y pertinente ayuda.

La sociedad Colombiana, ante un problema tan serio, está en mora de enunciar una verdadera estrategia para responder de raíz a este drama. Aunque se han empezado a plantear soluciones desde sectores oficiales y no oficiales, se constata que en contraste con el acelerado crecimiento del problema, la definición de respuestas y programas avanza a un ritmo muy lento. Es indudable que un tratamiento exhaustivo ante la situación de desplazamiento debe ocuparse de sus causas,
 la protección y las soluciones para su regreso. 
Estas personas como ciudadanos - as de un país, exigen por encima de todo que las autoridades respeten y apliquen sus derechos de ciudadanos, incluido el derecho a la libertad de circulación y residencia. Se debe trabajar para evitar que ésta población no se siga viendo obligada a enfrentar el drama de la exclusión, la estigmatización y el desarraigo, por lo tanto hay que hacer partícipes a la comunidad en general o al colectivo para buscar una pronta solución y brindar una mejor y óptima calidad de vida que es la que se merecen.

Considerar lo que el desplazamiento forzado conlleva y llegar a la conclusión de qué genera un imaginario y buscar una solución, amerita un estudio profundo y una visión integral, por lo tanto ha llevado a formular los siguientes interrogantes: ¿Son suficientes las políticas que el Gobierno ha implementado a las entidades creadas a favor de los de los desplazados con base en las disposiciones de la Ley 387 de 1997?; ¿Como reincorporar a los desplazados en la sociedad?; ¿Es suficiente el nivel de coercitividad de las normas sobre desplazados para la efectiva reinserción a su antiguo medio y adaptación a la zona urbana?; ¿En la ciudad Santiago de Cali, como se podría vincular a los desplazados dentro de un proyecto que les garantice ingresar a la sociedad de una manera activa y productiva?. La razón de estos interrogantes es porque las normas para regular el problema del desplazamiento no han tenido la suficiente fuerza determinante para solucionar su situación actual, además para esto es necesario que el Gobierno tome las medidas necesarias para que se reincorporen  a la sociedad, sin considerarlos ni que ellos se consideren una carga social, así mismo brindarle capacitación en diferentes campos, para que puedan conformar agrupaciones de trabajo, crearles un espacio de desarrollo económico y con esto impulsar la economía de su grupo familiar, de trabajo, de Santiago de Cali y del Valle del Cauca.

Las investigaciones sociales como tal no tienen fin, en tanto que el ser humano es indescifrable, es por ello que con un grupo de profesores investigadores y 3 alumnas de la Facultad de Derecho, se ha creado del grupo HERNANDO DEVIS ECHANDIA, avalado institucionalmente y registrado ante Conciencias, con dos semilleros de investigación, uno de ellos “Desplazados por Colombia” (GIDESCO)
 busca cambiar la imagen que se tiene de los desplazados, a través del proyecto de investigación Reconstrucción del Imaginario Colectivo frente a los desplazados en la ciudad Santiago de Cali,  teniendo como base que estas personas normales, envueltas en un conflicto en el que no participan como actores y son una de las consecuencias de la irracional guerra irregular que enfrenta Colombia.

“Si hay guerra, que no compartimos, que se respete a los civiles, que haya una política para atender los costos sociales. El desplazamiento se ha convertido en una expresión del fracaso de la política de seguridad democrática” 

Recomendaciones

Con base en lo anterior, la Comisión formula las siguientes recomendaciones:

              1. Las partes en el conflicto armado interno deben observar los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos, particularmente para evitar y prevenir las condiciones que llevan al desplazamiento forzado interno. 

              2. El Estado colombiano debe requerir a todas sus instituciones y agentes respetar las normas internacionales y nacionales relativas a los desplazados internos, en particular la obligación de respetar los derechos a la vida, integridad física y seguridad personal de los desplazados. En este sentido, el Estado colombiano debe difundir ampliamente el texto de los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos.

              3. El Estado debe asegurar el reasentamiento o regreso a los lugares habituales de residencia. La Comisión subraya que los procesos de retorno deben efectuarse de manera voluntaria, y en condiciones de seguridad y dignidad para los retornados.

              4. El Estado colombiano debe desarrollar una campaña sobre la situación de los desplazados enfatizando su calidad de población civil, no combatiente ni asimilable a ninguna de las partes en el conflicto, para evitar las confusiones difundidas por algunas personalidades del Estado, incluyendo miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía. 

              5. El Estado colombiano debe ejecutar los programas de asistencia humanitaria y de desarrollo en coordinación con entidades internacionales con experticia en el tema, asegurando que se facilite el alojamiento adecuado, se cumpla con las reglas básicas en materia de salud e higiene, y se respeten las unidades familiares.

              6. El Estado colombiano debe garantizar el respeto por parte de todas las autoridades nacionales y locales, elegidas o designadas, de los principios de igualdad y no discriminación a los desplazados internos, para evitar situaciones de rechazo.

              7. El Estado colombiano debe consolidar los mecanismos judiciales para impedir la proliferación de la impunidad de los actores institucionales y/o particulares que han causado el desplazamiento
 forzado de personas y su correlativo sentimiento de extrema vulnerabilidad en el seno de la población afectada.

              8. El Estado colombiano debe reforzar en prioridad la protección de los defensores de los derechos humanos de los desplazados. 

              9. El Estado debe iniciar en los plazos más breves una campaña para documentar a los desplazados internos, tomando en cuenta la experiencia de varios países de la región y la cooperación de las organizaciones con experiencia en esta tema.

             10. El Estado debe fortalecer la presencia y coordinación del sector internacional para compartir y coordinar programas eficaces de atención que permitan soluciones coherentes y duraderas.

             11. El Estado debe implementar la política de distribución de tierras dentro del marco legal ya establecido y con mayor involucramiento y protección a los funcionarios de INCORA para el  cabal desarrollo de sus funciones durante todas las etapas de adjudicación de tierras a los desplazados.
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� Término acuñado durante la administración de George Bush, padre.





� Varios ensayistas internacionales publicaron diversos textos en la década del noventa, previendo el poder del narcotráfico. Algunos de ellos se han atrevido a vaticinar que el fenómeno del narcotráfico puede ser el origen de la Tercera Guerra Mundial.





� El termino patrones es utilizado para referirse a los jefes “capos” de los carteles de la droga. En Colombia se destacaron los de Medellín con Pablo Escobar y en Cali con los hermanos Miguel y Gilberto Rodríguez al mando.





� El termino narcoguerrilla fue impulsado por el gobierno de Estados Unidos. Ha generado protestas de los líderes guerrilleros como Manuel Marulanda Vélez, porque sostienen que su alianza con el narcotráfico fue simplemente de negocios y no militar. El gobierno Colombiano constantemente muestra estadísticas que por el criterio señalan lo contrario. 


� MENDEZ GÓMEZ, Alfonso, Las ausencias del Estado Constitucional en varias regiones colombianas, conferencia, Asociación Colombiana de Municipios, Bogotá, 2000.  





� EMBAJADA de Estados Unidos, Informe sobre Colombia, Bogotá, Diciembre de 2003.


� UN PAIS QUE HUYE, Desplazamiento y violencia de una nación fragmentada, Consultoría para el Desplazamiento Forzado y los Derechos Humanos, en colaboración con UNICEF-Colombia, Santa Fe de Bogotá, mayo de 1999.





� El asesinato de Gaitán, contrario a tesis muy difundidas en el sentido de que habría originado “el proceso de la violencia en Colombia”, fue sólo el detonador psico-social de una situación que venía madurando a todos los niveles pero que se mantenía bajo la apariencia de la función democrática. Gaitán, entonces, no tuvo dimensiones gestoras de violencia sino un histórico papel sinérgico en cuanto le correspondió, a veces de modo consciente otras no tanto, aglutinar una serie de respuestas sociales que estaban ahí, esperando poder expresarse. Aunque Gaitán, un hombre de derecho y civilista, en sus discursos previó el tenso clima nacional, nadie o muy pocos pudieron entenderlo, ya que la violencia “no había entrado a las calles de Bogotá”. Sólo cuando estalló “El Bogotazo”, el centralismo colombiano “oficializó” la situación, y le dio carta de existencia formal a una aberración que existía en forma dramática desde hacía años y que, justamente, Gaitán venía denunciando con sus marchas y discursos.


� En la Operación Marquetalia, Estados Unidos empezó a ensayar las bombas incendiarias que luego, perfeccionadas, fueron lanzadas sobre Vietnam. Los llamadas conflictos de baja intensidad son utilizados para ir probando estrategias y armamentos destinados a confrontaciones grandes.


� RAMOS GARBIRAS, Alberto, Derechos Humanos y Democracia, Departamento de Publicaciones Universidad Libre de Colombia, Seccional de Cali, Editorial FAID, 1999.


� Esta situación obligó al gobierno a crear batallones de alta montaña, para vigilancia de la infraestructura eléctrica y petrolera.


� Este tipo de antecedentes, en los cuales aparece la buena fe vulnerada, la palabra prometida violada, y los compromisos incumplidos por parte de los diversos actores del conflicto, ha hecho más difícil llegar a nuevos acuerdos y futuros avances hacia la paz en Colombia. Es este uno de los factores degenerados del conflicto, que miran los observadores internacionales.


� La discusión en torno del origen civil del paramilitarismo, bajo el manto de cooperativas y asociaciones de la comunidad que se arma para su defensa, ya no tiene mucho sentido, según los analistas. Hoy en todas partes se reconoce esta como una estrategia estatal para reforzar sus operaciones militares evitando el desgaste que la guerra sucia produce a los gobiernos.





� Los militares colombianos –y de otros países- son entrenados en escuelas del ejercito y la marina de los Estados Unidos.





� Investigaciones de ONG y estatales indican que conocidos empresarios, hacendados e inversionistas, son los promotores y sostenedores de las citadas organizaciones.


� En el conflicto es siempre la población civil, de una manera u otra, la principal afectada.





� Gonzalo Gacha conocido como el Méxicano, fue famoso por su crueldad en las acciones violentas del cartel de Medellín. Asesinado en el momento de su captura por efectivos de las Policía Nacional.





� Carranza es el zar de las esmeraldas en Colombia. Hoy está privado de su libertad, acusado de financiar grupos de autodefensas causantes de múltiples masacres en la región de Boyacá.


� La delimitación conceptual y los términos usados por cada una de estas organizaciones pretende confundir a la opinión pública (nacional e internacional) respecto de sus verdaderas funciones en esta terrífica tarea dentro del conflicto.


 


� Desde el exterior existen presiones de organizaciones internacionales para evitar que los responsables de estos crímenes (de lesa humanidad) salgan con bajas penas o casi libres como consecuencia de pírricas negociaciones entre el Estado y estos delincuentes.





� Lo anterior parece formar parte de una nueva visión estratégica para evitar sanciones oficiales por parte de los organismos de Derechos Humanos.





� RIVAS M, Luís, Historia del bandolerismo en el Tolima, Editorial Andes, Ibagué, 1997.





� Boletín de Procuraduría Regional de Santiago de Cali, Nro. 142, pag. 38.





� El Ejercito de Liberación Nacional se adelantó a los intereses de los paramilitares y se tomó la Central Hidroeléctrica de Anchicaya en el Valle del Cauca durante cuatro días en el mes de Septiembre de 1999.





� Revista Ejercito Nacional de Colombia, Nro. 98, pag. 20.





� Todos los sectores manejan una teoría distinta respecto del estilo y del papel de este líder de las autodefensas, tanto al interior de estas organizaciones como hacia fuera de ellas. Actualmente se desconoce su paradero, no obstante que algunos han dicho que murió rivalizando por el poder interno de las AUC.


� El “mejoramiento de los índices de respeto a los Derechos Humanos”, registrados por el Estado en los escenarios internacionales, se explica, sin duda, en gran parte, a estrategias como esta. Hay  que reconocer que las tareas de información y educación realizadas dentro de las escuelas de formación castrense, también han ido creando una cultura nueva o, al menos, un proceso de sensibilización en la oficialidad. Sin embargo, las coberturas son bajísimas (y ni qué decir en el resto de las filas).


� La mayoría manifiesta que dejó todo sin pensarlo un instante, “en lo único que uno primero piensa es no más en los hijitos, lo demás queda intacto como quedó”. Las casas son abandonadas con las puertas o ventanas abiertas, la olla sigue en el fogón cociendo algo para nadie “y la ropita que nunca volveremos a ponernos, colgada, allí secándose al sol” (versiones de los desplazados).


�  CODHES, op cit, pag. 37.





�  Periódico El País. Agosto 20 de 1999, pag. 12.


� Proyección realizada a partir de los datos de la Conferencia Episcopal (1985 – 1994) y de la consultaría para los derechos humanos y el desplazamiento, CODHES (1995 –96).





� Sistema de información de Hogares Desplazados por violencia (SIDES) 1995.


� La cultura del eje cafetero, considerada en los años ochenta como inexpugnable para los violentos, fue, finalmente, filtrada y deteriorada.


� El involucramiento de la población civil en el conflicto, y, sobre todo, su maltrato por los distintos actores, ha generado nuevas dinámicas y cambios notorios en el poder regional de estos.





� Entrevista con miembros de un grupo de guerrilleros reinsertados a la vida civil en el departamento del Valle y ubicados en la ciudad de Cali (Octubre de 1996)





� CODHES, Sistema de Información de Hogares Desplazados por Violencia, SISDES, .


� El debilitamiento de la base sindical y de sus sindicatos ha sido tal, que en el primer semestre del 2005 sólo el 7 por ciento de la población laboral estaba sindicalizada, según cifras del Ministerio de Protección Social.





� “Un señor, de esos que compran las mejores tierra compro mucha, lo primero que hizo fue acercar y cambiar el cauce del río para alimentar sus criaderos de pescao,,, por este motivo empezaron  en épocas de mucha lluvia empezaron a inundarse las tierras y a dañarse las cosechas... misteriosamente a quienes nos reuníamos para tratar estos asuntos y para reclamar el daño que teníamos, nos empezaron a aparecer algunos familiares muertos y otros fuimos amenazados para que nos fuéramos... desde la aparición del señor terrateniente se empezó a sentir el hambre y el miedo”.  Testimonio de una familia desplazada de Bocas del Satinga.





� “... Soy desplazada por el pecado de ser testigo de una masacre en una población del Urabá antioqueño... cuando era soldado hacíamos inteligencia en compañía de paras.... salí de la zona junto con mi familia con la ayuda de  una ONG y organismos internacionales...” Testimonio de una desplazada de Chirorodó.





� “Nos vinimos de Caldono porque han  matado a varios de mis hermanos, no se por que les han hecho eso... somos gente honrada  campesinos dedicados al cultivo de la tierra ... una vecina me informo que  tenia la sospecha de que mi hermano era uno de los que estaba diciendo lo que no debía y que por eso fue que lo mataron... entonces nos empezamos a venir, primero mandamos a mi hijo mayor que tiene 16 años a Santander para que le ayudara a un cuñado, luego se  vino  mi marido luego me bien yo con mis otros dos hijos... mi marido se vino para Cali con la ayuda del hermano a ver como le iba... se compro una carretilla y trajimos el caballo, ahora estamos viviendo aquí... pero la situación esta muy dura, los hijos no están estudiando y el mayor esta sin trabajo porque no tiene papeles... él sale a trabajar, hay veces con unos amigos que saben de construcción y otros de reciclaje...”  Testimonio de una familia del Cauca residente en un sector la Comuna Siete.





� “Nos vinimos para acá porque la situación esta muy berraca, se han aumentado los robos y la desocupación... hay veces que no se conseguía ni para remesiar, al principio no nos decidíamos, pero al final nos vinimos  porque tenemos familia viviendo desde varios años aquí... tomamos la decisión  porque siempre nos han dicho que en  Cali  ningún paisa se va a varar, al comienzo todo marcho bien , pero ahora aquí la situación también esta dura... hay mucho robos, peleas y los negocios no prosperan... los papas no tienen plata y les toca rebuscarse para medio vivir, las personas y mas los jóvenes, hacen lo que sea... y me da pena decir, pero aquí si se cumple lo que los paisas hemos aprendido desde chiquitos:  hijo mío consigue dinero honradamente y sino lo consigues, hijo mío consíguelo.... Testimonio de un padre de una familia desplazada del norte del Valle, residente en Marroquín II.


� Una de las grandes discusiones que se están dando entre el sector de desplazados es sobre la validez de los títulos de sus tierras, los cuales han sido reciclados por otros no auténticos o bajo presuntas negociaciones de venta.


� Para 1996 el salario mínimo en Colombia era de $142.525.oo


� Nótese la presión social para la toma de decisiones que rodea una determinación como esta, la cual no consulta un concepto de planeación urbana sino de atención prioritaria de una emergencia como lo es el desplazamiento originado por el conflicto. La capital del Valle, en términos de planeación urbana, es una de las ciudades más comprometidas “con sus propios problemas”, como suelen referirse en sus informes los técnicos. Cali tiene en estos momentos el más alto nivel de desarticulación social y económica. Sus más indispensables organizaciones de servicio público (Emcali, Emsirva, obras públicas, la vivienda popular, la red de escuelas y los centros de salud, están pasando por uno de los momentos más críticos de su historia. Un vago reflejo son las basuras en las vías, los grandes huecos de sus calles, la mendicidad, los niños sin escuela y el comercio informal de los semáforos). Lo anterior indica que esta ciudad ni es el escenario que pueda ofrecer una ayuda plena y satisfactoria a los desplazados ni se advierte que haya un futuro promisorio, excepto que se adopten medidas radicales y altas inversiones en el futuro inmediato. Ese es el compromiso inmediato de todos los ciudadanos (incluida la colaboración constructiva de  los actores del conflicto).


� El temor de este núcleo poblacional radica, en principio, en la cronicidad del conflicto y las bajas esperanzas de que se logre un acuerdo de paz. En esta actitud va implícito también el convencimiento de que el Estado no tiene el poder suficiente para garantizar su presencia en las zonas que debieron abandonar por el mismo motivo.


� No obstante, si el desplazado no tiene dinero para pagarse el curso de capacitación, queda marginado del aporte de crédito y de la asesoría para desarrollar su microempresa.


� Muchos directorios políticos no poseen ni una lista siquiera de los desplazados de su área o de sus copartidarios que han llegado hasta allí a buscar respaldo.


� El noventa por ciento de los hogares desplazados, sufre politráumas que estimulan la desintegración del estilo de vida y de la estructura de familia originales (estimación del Instituto de Bienestar Familiar)..


� Es importante diferenciar los conceptos actuales de neolatifundio y microfundio, del latifundio tradicional (de herencia colonial o republicana) y sus minifundios satélites de similar trayectoria histórica. Estas concepciones nuevas nos indican que la visión del latifundismo como “la amplia geografía de unas tierras ociosas”, ha sido modificada por extensiones de tierras (las mejores) pero poderosamente utilizadas, tanto en lo tecnológico, en las altas inversiones económicas, como en su destino agropecuario y, desde luego, en el principal papel de área estratégica de control y de guerra.


� Esta es una de las principales causas de que los censos no eran reales.


� GUTIERREZ M, Alfredo, El sempiterno problema de la tenencia de la tierra en Colombia: Una inamovible estructura de latifundios devoradores y minifundios engullidos, revista Apuntes y Desarrollo, Facultad de Agronomía Universidad Nacional, Bogotá, 1999.


� La brutal e intempestiva presión ejercida por los actores del conflicto sobre el pequeño propietario, forzado a salir a la carrera de su propiedad, anula cualquier espacio de acción legal tan sencilla como llevarse las escrituras del predio. En cuanto a la posibilidad de negociación (en venta, permuta o alquiler), esta queda sepultada por el terror sobre cualquiera interesado que no pertenezca a estos grupos de guerra. De este modo, tras “una expropiación de facto”, a todas luces ilegal y arbitraria, el campesino queda sin recursos económicos para sobrevivir en la ciudad.


� “Nos ha tocado ver morir a nuestros hijos en el frío de estas calles, de hambre o de enfermedades que de pronto les aparecen porque aguantan mucha hambre y entre tanta gente, mire, pero a nadie parece importarle”, Alicia Mina, desplazada del Chocó, en entrevista al informativo Noticias UNO, julio de 2001.





� La deserción escolar entre los desplazados tiene una tasa del 80 por ciento en Bogotá. No sólo porque el porcentaje de ellos que logra acceder a una escuela es bajísimo (se estima que el 6 por ciento) sino porque cuatro o cinco de “estos privilegiados” es seducido por pandillas de menores que les inculcan la necesidad “del rebusque personal” y los consecuentes anti-valores sociales que los niños de la calle ya manejan (Secretaría de Educación del Distrito).





� Esta es una de las razones capitales del esfuerzo del presente estudio por demostrar que estamos ante un problema social y económico estructural, que requiere de la participación de todos y cuyos impactos aún son impredecibles en Colombia.


� Nótese cómo estas regiones han dominado las estructuras latifundistas de modo históricos y de qué modo son fortalecidas y respaldadas por las inversiones gigantescas del narcotráfico.


� Este ha entrado a ser considerado por algunos como otro actor del conflicto colombiano, lo cual, de oficializarse, significaría un gigantesco cambio en los escenarios de guerra y de negociación.





� Algunas inmobiliarias o propietarios de vivienda urbana no alquilan a personas desplazadas, por las siguientes razones: a. Las consideran agentes de la guerrilla. b. Estiman que pertenecen a la red urbana de los paramilitares. c. Porque ningún desplazado llena los requisitos de capacidad de pago ni de garantía y algunos sólo tienen títulos de propiedades en manos de los actores del conflicto. Es decir: “Escrituras nulas”, según los comerciantes, actuando estos también de modo cómplice con los actores de la guerra, causantes del desplazamiento, en contra de la Constitución y de la Ley que, como Estado de Derecho, garantizan la propiedad privada del campesino desplazado sobre su parcela forzosamente abandonada, mientras sí lo defienden estos inmobiliarios para sus propiedades urbanas. Parecen ignorar estos propietarios de inmuebles urbanos, que al actuar de esta manera están creando un precedente de desconocimiento civil de la Constitución y de la Ley a favor de los violentos, y, por lo tanto, aceptando desde ya el cuestionamiento legal de su calidad de propietario urbano, si este despojo que sufre el campesino se trasladara en cualquier momento a la ciudad. 





� Uno de los factores del rápido deterioro social y económico del desplazado, es su cultura vergonzante, incapaz de solicitar ayuda inmediata. Algunos prefieren esperar semanas, o incluso meses, “mientras me sale algún trabajito por ahí”. A esto se suma la desinformación (dirección, teléfono, personajes, etc) sobre las entidades de ayuda. Cuando el desplazado resuelve esta conjunción de factores socio-culturales y solicita la ayuda, su nivel de deterioro es el de la indigencia personal o familiar. 


� Ibidem.





� La sociedad civil manifiesta su oportunismo y carencia de sensibilidad social con los desplazados en materia laboral, pues a casi ninguno de ellos se les retribuye por su trabajo con siquiera el salario mínimo y las prestaciones de Ley. Mientras tanto, estos aprovechados e inmorales patronos urbanos dicen “ayudar” al desplazado y están convencidos de que le “estamos dando una oportunidad”. Esta situación aberrante denota la corrupción y el sucio papel de algunos ciudadanos, quienes aún viven bien en las ciudades sin ser tocados en forma directa por el conflicto. Sin embargo no tienen escrúpulos para derivar beneficios de la guerra, tan inmorales como los despojos de fincas a los desplazados, actos que tanto critican.


� La Ley colombiana establece un plazo de quince días para que cualquier funcionario oficial de respuesta a las inquietudes o solicitudes de los ciudadanos. Hay desplazados hasta con dos años de gestiones, de aquí para allá, sin que les resuelvan algo.





� MENDEZ, Juan E, La violencia continúa, Informe del Director del Comité Américas Watch, Tercer Mundo Editores, Bogotá, 1993.


� Esta cifra india que en Colombia se producen, en promedio, cuatro desplazamientos al día. En promedio, cada día se ven obligados a migrar 352 personas, lo que equivale a quince personas cada hora.





� De 4.656 personas no se conoce el lugar de expulsión.  Esto se explica, fundamentalmente, por el hecho de que la red de fuentes opera  con mayor facilidad en los lugares de llegada, debido, en parte, a que en lugares de conflicto permanente, en los cuales los actores armados desocupan los municipios, no hay funciones que informen o, si las hay, tienen temor a posibles represalias de los actores armados.  Además, la misma dispersión del desplazamiento permite, en algunos casos, conocer a dónde llega la población, mas no su lugar de procedencia.


� El Decreto Reglamentario 2569 de 2000 define como desplazamiento masivo  al que involucra a diez o más hogares y o a cincuenta o más personas.





� Estos datos permiten estimar que cada 34 horas ocurre en Colombia un desplazamiento masivo y cada ocho horas un desplazamiento individual.


� Muchas entidades, sobre todo del orden municipal, apenas “están cuadrando” sus cuentas estadísticas sobre desplazados, sobre todo a partir de las disposiciones del gobierno nacional sobre atención a estas víctimas del conflicto. En ocasiones resulta difícil homologar cifras, debido a los vacíos históricos de algunos de los entes responsables.


�  Coincide con la intensidad de los “teatros de operaciones” en los actuales los diversos actores del conflicto han definido sus posiciones y el control de áreas geográficas.


� Ibidem


� La población masculina activa migra primero para evitar que los atrape el reclutamiento (sobre todo la franja demográfica masculina entre los 14 y los 50 años de edad). Junto a ellos, suele seguirles la población femenina joven tempranamente en alto riesgo. Luego los ancianos, las mujeres y los niños, ceden el terreno víctimas del terror o de los atropellos.


� Ibidem


� SUÁREZ NAYAS, Ramón A, Apuntes sobre la ideología del terror en las culturas de oriente, Universidad Autónoma de México, México, 1998.


�  Los diversos analistas internacionales (incluidas ONGs especializadas en asuntos del conflicto) coinciden en esta apreciación.


� LEY 387, de 18 de julio de 1997, por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socio-económica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia.





� LIMA, Leila, La construcción de la paz, informe sobre la población desplazada de Colombia para la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, Bogotá, 1998.





� AMÉRICAS WATCH, Informe sobre las reformas que buscan disminuir la violencia en Colombia, Institutos de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales de las Naciones Unidas, 1997. 


� ECHEVERRY MEJÍA, Gilberto, El origen de las Convivir, artículo El Mundo, Medellín, 1996.





� YUSTY, Miguel, Paz & Región. Un presente que horroriza, Artes Gráficas Univalle, Santiago de Cali, julio de 1998. 


� Colombia y México son los dos únicos países del mundo con altas tasas impunes del llamado “delito siciliano” (el secuestro), según un informe presentado por el Vice-ministerio de Justicia y divulgado por RCN, Santa Fe de Bogotá, septiembre 6 de 2005.


�  La violación de todas estas normas en el conflicto colombiano, y, en especial, la de atemorizar a la población civil, es el eje estratégico sobre el que está montado el accionar de los actores de la confrontación y la causa que genera tantos desplazados.


� Una característica de la cultura colombiana en el análisis y la gerencia de problemas consiste, precisamente, en admitir con entusiasmo el problema y sentar de inmediato, incluso en tono enfático, sin mediar mayor estudio, “la rotunda solución” del mismo. Al parecer, asunto arreglado y todo el mundo contento. Sin embargo, una vez superada la alta presión de las expectativas que el problema había generado, no sólo se inicia (de modo extemporáneo) el análisis del citado problema (empezándose a notar un cúmulo de inconveniencias en la solución prematuramente adoptada) sino que comienzan a formularse cambios sutiles a la solución anteriormente aprobada, lo cual, de hecho, desbarata el compromiso que llevó en un principio al acuerdo y a la solución del problema. Esa cultura viciada “de la insolucionabilidad” de los problemas permite que estos crezcan y sean más tarde muy difíciles de manejar, o, algo peor, que es típico del modo de vivir colombiano: Se deja la solución del problema en la ambigüedad, con la resignación consciente y fatal de “convivir con el problema”. Incluso esta característica de la colombianidad –que nos ha permitido “convivir” casi un siglo en conflicto bélico-  ha invadido también el terreno de la Ley. 


En Colombia, toda ley establece un procedimiento y sus resultados se destacan en la titularidad y en su introducción. Esto da la falsa imagen de que “aprobamos con facilidad” muchas reformas, por ejemplo. No obstante, en medio del cuerpo de la ley, entre los grandes articulados, se filtran ciertos parágrafos e incisos casi invisibles pero tan certeros, con los cuales termina desvirtuándose allí el objetivo principal de la Ley. Esta estrategia, acaba con el gran esfuerzo hecho en la expedición de la Ley, pues la neutraliza, o, peor aún, la entraba en una atmósfera polisignificante tan curiosa, que termina sirviéndole a los abogados (Colombia es una país de abogados) para aplicarla en casos y con enfoques absolutamente distintos y extraños al inicial problema que originó la citada Ley. 


Esta característica de nuestra psicología social ha sido, sin duda, un ingrediente fundamental, sino el mayor, en la prolongación del conflicto colombiano (por ejemplo, en Colombia “iniciar negociaciones” no significa –como en el resto del mundo- que las partes se sientan a poner fin a un problema; sino que, “negociar”, significa una oportunidad para ganar ventajas estratégicas al adversario para seguir luchando porque crezca el problema). Como si la misión fuera crear un problema, alimentarlo a diario para que se complique bastante, y hacer que crezca lo mejor que se pueda, hasta lograr la meta delirante de tener “el problema más perfecto e insoluble del mundo”. Eso hace del conflicto colombiano, algo demasiado singular e inmanejable para propios y extraños.


� Uno de los principales factores de pérdida de credibilidad internacional de las FARC ha sido su doble discurso de Derechos Humanos y la retención, por secuestro extorsivo, de miles de personas en las selvas, algunas hasta con ocho años de cautiverio allí.





� La reciente reclasificación de la violencia crónica colombiana, y que cada vez hace más carrera en los organismos internacionales, como “un fenómeno de epidemiología” –que amenaza convertirse en pandemia a lo largo de toda América y parte de Asia- es bastante significativa y preocupante. No sólo para nosotros (que tendríamos, en un caso como este, mínima capacidad de decisión) sino para el conglomerado de naciones con fuertes intereses en Colombia o que podrían también sentirse amenazadas por nuestro problema de insalubridad. Eso significaría que estaríamos en el terreno directo de la patología social y no en el de los campos de los actos normales como el del honor, la política, la búsqueda de ideales o el de una reacción emocional entendible o justificable, típica de quien da una respuesta de facto racional –en este caso, de violencia- frente a una agresión anterior. Algunos de los signos de patología social del conflicto colombiano, serían: a. Su cronocidad. b. Su aceptación por las partes (casi acostumbradas a convivir con el fenómeno). c. La pérdida de objetivos altruistas. d. El deterioro de la sensibilidad de los victimarios (actores) y la de las víctimas (la población) que los lleva a la práctica de retaliaciones cada vez más sanguinarias. d. La inercia y el cinismo frente a la degradación, lo cual significa pérdida de la autoestima, de la moral, de los patrones éticos, de las metas políticas y militares. e. La carencia de objetivos hacia la resolución del problema social y la subvaloración de la vía negociada en términos realistas y funcionales. f. La perversión adjunta del narcotráfico. g. Su expansión a los países del área. Este conjunto de variables podría indicar al mundo (sobre todo a las naciones poderosas) el fracaso de la gestión política y el desgaste de la vía militar por parte de los actores del fenómeno, lo cual llevaría a estos países a realizar proyecciones del mediano y largo plazo alarmantes y que justificarían para sus intereses otro tipo de tratamiento del fenómeno. Esta línea de análisis de la hipótesis general planteada, nos pondría ante la perspectiva de que los grupos de presión del orden internacional, pudieran acudir a otro tipo de acciones. Podría terminarse con la fase de intermediación e iniciarse una nueva etapa de intervención punitiva (del mismo modo que se persigue a grupos o individuos criminales, delincuentes que tienen un precio, para que respondan ante tribunales internacionales capaces de dictar sentencia y aplicar la pena). Este último escenario posible (se habla en baja voz que cada día toma más cuerpo y “se hace más posible”, casi real), además de humillante para los colombianos, nos pondría a las puertas de la pérdida de la identidad como Nación. ¿Podría Colombia ser el Irak desmembrado del próximo quinquenio?. Aunque algunos han dicho que tal situación no sería posible (por la extensión territorial, los grandes bosques, etc) olvidan estos que en caso de la llamada “acción punitiva” de las grandes potencias, nadie buscaría otro Vietnam. Todo lo contrario. Sería Colombia el primer buscado escenario para iniciar un nuevo tipo de guerra tecnológica, donde se experimentaría, entre otros recursos, la alta robótica. Es decir, la guerra del futuro, que, según los especialistas, no llevará de parte de las grandes potencias soldados al frente de combate sino sólo lo que llaman ellos “diseños autónomos”. Lo que significa que podríamos ver pronto en Colombia a la robótica bélica de alta tecnología, por primera vez en la Historia, de cacería por caminos y selvas. Una sola mirada desde sesenta mil kilómetros de altura, atravesaría la selva más espesa hasta identificar de día o de noche la marca del lapicero en la camisa. Es obvio que, según dirían ellos, “a la captura o destrucción de bestias salvajes” o algo parecido a eso; o a enfermos mentales peligrosos para la humanidad civilizada.





� Internet : ///A/violacionalosderechoshumanos/romero.html.


� La mayoría de los tratadistas coincide en que Colombia, y en especial los actores del conflicto, debieran adoptar una posición más consciente y racional frente a estas recomendaciones de la comunidad internacional, para evitarse futuras sorpresas.





� ONU. Boletín Naciones Unidas. Julio de 1997.


� La visión a mediano y largo plazo del impacto del fenómeno de violencia crónica en Colombia, aparte de significar un influyente “presupuesto económico”, puede convertirse, de la noche a la mañana, en “un valioso presupuesto social y cultural de la humanidad”, lo cual, por sí mismo, debido a los altos costos y mínimo beneficio (relación costo / beneficio) favorable, podría influir en el cambio de tratamiento que se le de en un futuro cercano a Colombia.


� Colombia entró a formar parte de la Convención Americana, a partir del 31 de julio de 1973 durante el Gobierno de Misaél Pastrana Borrero, cuyo ministro de Relaciones Exteriores, el jurista y defensor de los Derechos Humanos, Alfredo Vásquez Carrizosa, preparó la documentación respectiva.





� Ratificada por la Comisión Colombiana de Juristas ante la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, el 6 de marzo de 1996.





� SALINAS,  Yamile, Estándares Internacionales, Corte Interamericana de Derechos Humanos, ONU, 2004.





� Aquí, en realidad, radica el secreto de esta propuesta: En su poder articulador que determine nuevas realidades para estos grupos.





� El papel del Incora puede ser muy significativo en el seguimiento de derechos adquiridos sobre las tierras por parte de los desplazados, los cuales, en estos momentos, están sujetos al poder de los usurpadores.


� Una de las dificultades organizativas más visibles es la confluencia de campesinos de diversas culturas rurales existentes en Colombia, lo cual exige planteamientos desde dinámicas antropológicas distintas: La alimenticia, de manejo idiomático, visiones éticas, entre otras.





� Este papel de simples mediadores y auxiliares en una catástrofe humanitaria como lo es el desplazamiento en Colombia, con tres millones de víctimas, ha generado todo tipo de amenazas de parte de los actores armados contra pastores evangélicos y sacerdotes católicos. Por esa razón algunos han sido desplazados de sus templos y parroquias. Otros han sido asesinados.


� Es importante destacar el evidente deterioro del liderazgo campesino contemporáneo comparado con el que se formó durante los años sesenta y setenta del siglo anterior. El papel aglutinante de la Radio, en especial de las llamadas escuelas radiofónicas, fue determinante en la cohesión cultural de los campesinos. Justo ahora, en este proceso crítico de los desplazamientos, una cultura funcionalista, como la citada,  que operó en el siglo pasado, hubiera contribuido a atenuar, al menos, las afugias del campesino desplazado, a través de los llamados modelos de supervivencia, y hasta habría facilitado a las diversas organizaciones las tareas de ayuda y acompañamiento aquí señaladas.


� Aquí entra en juego un concepto de manejo estructural del problema, con criterios de planeación, aplicación racional de recursos, y estrategias de desarrollo personal y comunitario, mediante las cuales se pueda reacomodar a la masa de desplazados en sus nuevos escenarios.





� Puede advertirse también aquí, respecto de este punto de exposición social e inseguridad, las ofensivas urbanas de las milicias o cuadros de ciudad, que tanto la guerrilla como los paramilitares y otros agentes activos del conflicto manejan para matar desplazados, sin ningún “criterio selectivo” diferente que el de ser un desplazado, un campesino con liderazgo o propiedad rural, el cual les resulta peligroso e incómodo  en la urbe.





� Parte de la decadencia del liderazgo de los campesinos estuvo marcado por los compromisos extra-organizacionales, en especial con líderes de los partidos tradicionales que sólo se interesaban en el fenómeno electoral más no en la problema rural.


� Ibidem





� Un bajísimo porcentaje de los campesinos desplazados toma su emergencia como una oportunidad para ensayar una opción diferente al de permanecer en sus parcelas sin crédito, sin insumos, sin vías para sacar su pequeño producido, sin un programa de niveles de precios que estabilice la compra de sus productos, etc. Aprender a convertir su gran problema de desplazamiento en una oportunidad de mejoramiento socio-económico (como si lo hubieran hecho de modo voluntario para trascender las limitaciones económicas y culturales de su minifundio), es una de las claves para la adaptación y crecimiento de estos grupos sociales nuevos en la ciudad.


� Adviértase la buena voluntad y predisposición de personas y entidades por entrar a hacer aportes de modo constructivo y reparar, en parte, los graves daños que los actores armados del conflicto vienen asestando al tejido social.


� Si estos dineros de vivienda provisional tuvieran –como se ha propuesto- unidad de caja y un fondo de vivienda con criterio de mediano y largo plazo para las víctimas del conflicto por desplazamiento, no sólo la cobertura sería mayor sino que los rendimientos a escala permitirían una mayor calidad de la vivienda.





� Los controles del Estado sobre los procesos licitatorios han tenido alta influencia en la desregulación de propuestas y proyectos. Por ejemplo, el aporte inicial que el gobierno bogotano daba por vivienda para un desplazado, era de un millón de pesos. En estos momentos, por consideración de los controles fiscales, se está suministrando solamente quinientos mil pesos como subsidio.


� Ibidem


� El aporte del sector privado, sobre todo a nivel fundacional o solidario, ha sido básico en la coyuntura puntal del trabajo de apoyo a los campesinos desplazados.


� RUIZ H, José Luís, Antropología del desarraigo, una forma de leer los abandonos de los desplazados, Imprenta Temis, Bogotá, 1987.


� La Iglesia Católica ha dicho a través de la Conferencia Episcopal que mantendrá su tarea pastoral en las comunidades y que no abandonará las regiones pese a las amenazas que viene sufriendo su grey.


 


� Las soluciones endocomunitarias, que parten desde el seno de la comunidad misma, tienen grandes ventajas. La primera de ellas, la claridad de propósitos, el entusiasmo que aporta la agilidad de la gestión y un enfoque metodológico común que facilita la realización de cualquier proyecto en curso.


� La policía ha anunciado que prepara nuevas unidades especializadas capaces de garantizar la tranquilidad en la región, pero, no obstante, se carece de un cronograma del proyecto de presencia estatal.


� El fracaso en la debida inversión social en Colombia, en los últimos tres años, ha estado ligado en forma directa y proporcional a la intensidad del conflicto, por una parte; y en segundo término, a la frustración nacional frente al reto de reducción del déficit fiscal, el que sigue creciendo en forma desmesurada (otros autores siguen observando los altos porcentajes de desvío de recursos de inversión social en el problema capital del país: La corrupción, que es un fenómeno mundial registrado en los estudios sobre crecimiento y desarrollo). 





� Ibid.


� El Centro de Información Primario debe constar: Una caseta con computador. Listados con personajes, entidades y direcciones de la ayuda. Finalmente, materiales guía en abundancia. Si el desplazado no posee habilidades urbanas, asignarle un tutor de traspaso ocupacional.


� Es evidente que se no aplica la Ley sobre simplificación de trámites, y menos cuando se detecta la calidad del desplazado.


� La UNICEF ha pedido priorizar los proyectos atinentes al sector infantil.


� El actual gobierno distrital tiene como prioridad la inversión social, en lo cual ha destacado con sus programas de restaurantes populares (tanto para niños como para adultos). No obstante, la presión de los desplazados ha sido tan intensa en Bogotá, que ya empieza a desbordar este enfoque administrativo. Noticias UNO filmó, luego de una agresión por parte de la policía, un refugio de desplazados en el cual (como si fuera un “guetto”) ninguno de ellos puede salir de las alambradas, vigilados por la policía están confinados casi sin comida, sin agua y en condiciones salúbricas precarias. Esto motivó fuertes protestas, pero indica el grado estructural del problema, como venimos sosteniendo en el presente informe.


� Esta institución de la educación tecnológica ha sido una de las más serias del país, Sin embargo, al volcarla el gobierno –con acierto, desde luego- a suministrarle apoyo a los desplazados, la entidad ha empezado a resentirse (en su dinámica administrativa, sus presupuestos, sus objetivos, la relación maestro / alumno, etc), lo cual amenaza con agotarla si no se toman en la cuenta tales circunstancias. 


� Deflactar esta situación tan crítica requiere, sin duda, de acuerdos firmes y multilaterales de paz, pues si se logran acuerdos sectoriales los otros agentes del conflicto, en actividad, se encargan de ocupar tales lugares y continuar con el mismo papel de agresión social que realizaba el agente del conflicto reintegrado a la vida civil.


� El Valle del Cauca fue, tal vez, la primera región colombiana en anticiparse en el análisis, diseño y dotación logística, para enfrentar el fenómeno del desplazamiento. Los primeros estudios socio económicos sobre el impacto de este fenómeno en la economía regional, fueron impulsados desde el Valle. Esta actitud proactiva, aunque ha ayudado a atenuar las circunstancias del problema, y quizá facilitado un poco su atención, no ha dado la respuesta de tipo estructural que el problema requiere, tal como se presenta en este informe.


� En este campo se está experimentado con un trabajo válido y especial, cual es la reconstrucción de los históricos familiares, a través de objetos vinculantes (desde lo emocional a la significación intelectual) traídos por los campesinos desplazados. Mediante el manejo semiológico de estos objetos (un machete, un sombrero, una imagen tallada, una olla, etc,), se logra atenuar el desgarrador impacto de desarraigo que bloquea al desplazado y lo inmoviliza como sujeto social en el escenario urbano. Igualmente sirve esta estrategia para controlar brotes de neurosis y de otras patologías mentales, que reducen la potencialidad del individuo y agrietan las estructuras sociales de la familia.





� Entender en lo conceptual, legal, administrativo y en las tareas operacionales, es premisa básica para asumir en sus primeros pasos un tratamiento no coyuntural del problema del desplazamiento. La creación de políticas múltiples y comunes, con la participación de todos los estamentos del Estado y de la llamada sociedad civil, daría los insumos primarios y básicos para formular una solución estructural al problema. 


� Este ha sido uno de los apoyos más demandados por los desplazados en cuanto no pueden por sí mismos trascender el impacto de la agresión y los cambios recibidos.


� Este trabajo institucional es de los que se enfoca más hacia las prioridades que la UNICEF promueve, ya que se trata de una población en especialmente sensible.


� Esta es una referencia demasiado significativa para dejarla pasar por alto, en cuanto coincide con los cuestionamientos post-modernos a la Educación (y sobre todo a la educación tradicional). La postmodernidad, considerada como una actitud cultural cuya expresión básica parte de “un discurso insurgente contra lo moderno”, busca dilucidar –en esta materia- dos bases conceptuales: La Educación (considerada como un sistema pre-definido de dominación cultural individual y grupal desde la sociedad anterior) y la Formación (vista como el libre desarrollo de los talentos que los nuevos individuos y culturas traen como “potencias” o “habilidades”, las cuales renuevan las sociedades y los tiempos). Debe resaltarse que se trata esta actitud de una nueva visión teórica en construcción entre los especialistas de las diversas culturas y escuelas. No es aún una realidad científica definida y aceptada en su totalidad. El asunto –desde “el discurso insurgente” post moderno- parte de una primera pregunta: “Si la educación es liberadora, ¿Porqué condiciona la orientación formativa y porqué somete al educando a aceptar unas reglas y una visión cultural pre-existentes?”. La segunda pregunta –más mortífera aún-, señala: “Si la educación es buena y correcta: ¿porqué tenemos este mundo tan deformado, incorrecto y empantanado en la crisis?”.  Ambas premisas están íntimamente ligadas con la perversión educativa de la competitividad, la generación de posiciones egoístas (ver el desplazamiento en el banco de la escuela), y, por consiguiente, generadoras de guerras en la madurez plural de la cultura humana. Los testimonios probatorios de esta tesis, se afirma, abundan en todo el mundo: Más de mil guerras (grandes y pequeñas) desde el inicio del modernismo, lo atestiguan. Sólo en el siglo XX tuvimos dos guerras catastróficas con 120 millones de muertos y dos bombas atómicas de destrucción masiva (sin mencionar las terribles armas biológicas). Harold Blum también cree –respecto del desarrollo de condiciones per se hacia la genialidad- que “entre menos intervenga la escuela, más opciones liberadoras” apoyarán la libertad creativa (la genialidad). 


� CODHES, Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento; Análisis, 2004.


 


� El desplazamiento en Colombia es tan grave, que ha sido definido por la ONU como “uno de los episodios de desplazamiento más grandes desde la Segundo Guerra Mundial en Europa” (Informe de Desarrollo Humano de las Naciones Unidas, 2005).





� CODHES, Encuesta realizada en el mes de febrero del 2005. 


� Conflicto armado, bombardeo a las zonas campesinas, operativos militares, acciones de los grupos paramilitares, conflicto por la tierra, amenazas, intimidación, asesinatos, atentados. 





� RODRIGUEZ SILVA, Alberto, De las masacres y la violencia en Colombia, 1997.


� FUNDACIÓN MANUEL CEPEDA VARGAS, Genocidio de la Unión Patriótica, documento, 2005.





� DE ROUX, Francisco, Programa de Desarrollo y Paz del Magdalena Medio.


� En 1996, las FARC tomaron prisioneros de guerra en el golpe de la base militar “Las Delicias”. Casi 30 militares fueron dados de baja en el duro combate y 67  llevados como prisioneros. El año siguiente fueron entregados en un gesto unilateral a los representantes del presidente Ernesto Samper después que éste había desmilitarizado el municipio de Cartagena de Chairá, en el departamento de Caquetá, en abierta protesta de la cúpula militar (Revista Colombia Internacional, Universidad de los Andes. Los desplazados: un problema social y politico, Daniel Pecaut, mayo de 1999.





� LEY 387 DE 1997: Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, la protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en Colombia. 





� Siete ministros y los directores de la Red de Solidaridad, el ICBF y el Sena, fueron amonestados por la Corte Constitucional por incumplir disposiciones de esta corporación y “no han dado atención suficiente a 1,6 millones de personas desplazadas a cuyo favor se tramitaron 108 acciones de tutela en el 2004, por desamparo del Estado”. Estos altos funcionarios amonestados podrán ser sancionados con medidas disciplinarias, multas y arrestos (Diario El Tiempo, domingo 18 de septiembre de 2005). 


� CABRERA SUÁREZ, Lisandro Alfonso. Con el honor en la mochila: Experiencias del retorno, pág. 25.





� Ejemplo: Venezuela, Ecuador, Panamá, Argentina.


� CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1991, arts. 1, 4,11 y concordantes.





� DE LOS DERECHOS, LAS GARANTIAS Y LOS DEBERES, arts. 11-95. 


� BUSTILLO, Juan  Manuel, El Derecho a la Salud de los desplazados en Colombia: Entre la formalidad y la realidad,.





� El subsidio para alojamiento y vivienda en apoyo de los desplazados, es de los más altos y llega a casi nueve billones de pesos. Sin embargo, sólo una de cada diez familias puede tenerlo.





� Mientras el país le dedica la décima parte de su presupuesto anual a la guerra, unos 10 billones de pesos, apenas el 0,42 por ciento va para la atención de la crisis humanitaria (NACIONES UNIDAS, Informe sobre Desarrollo Humano, 2005).





� CABRERA SUAREZ, Lisandro Alfonso, Con el honor en la mochila,  Pág. 15.


� Para la adquisición de predios hace falta un billón de pesos. Lo asignado para el 2005 llega a los 50 mil millones de pesos. Hay una paradoja que habla de la negligencia estatal_ Mientras en tres años los desplazados han recibido apenas ínfimas 12.877 hectáreas, en manos de los narcos y paras hay 4, 5 millones de hectáreas. Aquí no están contabilizados los millones de hectáreas en manos de la guerilla FARC-ELN-EPL y otros.


� RODRIGO ESCOBAR GIL, Rodrigo, ponente sentencia T-1346 DE 2001.





� AUTODEFENSAS: Ellos y los sectores que representan, son la expresión de la extrema derecha de Colombia, y defienden una ideología política y unos intereses contra los que luchan las fuerzas guerrilleras. “DARIO ACEVEDO CARMONA”.





� FARC-EP: Las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejercito del Pueblo, nacieron el 27 de mayo de 1964, en Marquetalia, al sur del Tolima, al exterminar el gobierno a 48 campesinos y a sus familias, quienes bajo el mando del comandante guerrillero Manuel Marulanda Vélez, se habían apropiado de montañas, fundaron fincas, las cultivaban, y vendían sus productos en colectivo; y se dieron formas y normas de convivencia, lo que el Estado Colombiano, apoyado por el Gobierno Norteamericano, denominó inaceptables “Repúblicas Independientes” dentro del mismo territorio Colombiano; y como un peligroso experimento socialista (revista “Colombia Analítica”).


� La Corte Constitucional amenazó con sanciones al Ministerio de la Defensa por “la falta de un plan específico para prevenir el desplazamiento y proteger a la población que huye” (diario El Tiempo, 18 de septiembre de 2005)..





� Sólo seis de cada diez desplazados son atendidos por el Estado a través del Régimen de Salud (Ministerio de Protección Social).








� CODHES, encuesta realizada en el mes de mayo de 2005.








� Uno de los factores que consolidó el origen del movimiento guerrillero se remonta al incidente ocurrido en 1948, cuando todas las fuerzas progresistas fueron organizadas y movilizadas en apoyo de la candidatura de Jorge Gaitán (líder popular) quien fue asesinado, provocándose un levantamiento mayor que fue llamado El Bogotazo. Este magnicidio incrementó la guerra selectiva en los pueblos y montañas de Colombia entre los liberales y los conservadores, la cual pasó también a las grandes ciudades. En los años 50´ esta guerra civil degeneró en una guerra de guerrillas con muy poca sustancia (PETRAS, James, La violencia en Colombia (1946-1965).


� Según Planeación Nacional se necesitan 4,5 billones de pesos en cuatro años para solucionar el problema de los desplazados, de los cuales sólo se asignaron para el 2005 474.067 millones de pesos. La situación para el año 2006 es casi igual de crítica, pues sólo fueron asignados 488.111 millones de pesos, de ese monto billonario global inicialmente citado (DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE PLANEACIÓN NACIONAL, Informe septiembre de 2005). 





� Es lamentable el desfase entre los objetivos previstos y las metas alcanzadas finalmente en estas disposiciones. En el 2004 debían ser atendidas 114.939 hogares en estado de Ayuda Humanitaria de Emergencia, pero sólo alcanzaron a ser atendidos con las asignaciones presupuestales existentes 25.799. Lo cual indica que 89.140 hogares se quedaron sin atención, es decir el 77.4 por ciento de la población urgentemente necesitada (CORTE CONSTITUCIONAL, Informe 2005).


� Del desplazamiento “Cali- Valle del Cauca”: Empobrecimiento del campo (29.1%); Violencia del país (70%), en donde los mas afectado son los niños – niñas y las mujeres jefes de hogar (49%).  En esta medida el desplazamiento como fenómeno social es sumamente complejo y por lo tanto su explicación se hace muy difícil, esto obliga a que las diferentes entidades del Estado, con las ONG y organismos internacionales, junto con la sociedad civil, unan y coordinen esfuerzos para la promoción, protección y defensa de los derechos humanos y de manera especial, entren a investigar y dar cuenta del mismo con el fin de definir las políticas correspondientes que lleven a la búsqueda de la paz y al logro de una convivencia civilizada (RODRIGUEZ SILVA, Alberto,  De las masacres y la violencia en Colombia).


� Grupo de Investigación conformado por la Dra. Beatriz Delgado Motoa, Dr. Celso Nogales y Dr. Lizandro Cabrera, como investigadores.  Co-investigadoras: Catalina Rodríguez Pabón, Mariana Paredes Escobar y Lorena Camargo Carreño. Grupo que está iniciando un proyecto de investigación encaminado a la Reconstrucción del Imaginario Colectivo frente a los desplazados, es un proyecto inter-facultades, encabezado por la Docente Diana Aristizabal –Facultad de Comunicación Social / Facultad de Derecho-  quien se encargará de presentar de manera distinta los procesos de desplazamiento masivo en Colombia, modificar los imaginarios colectivos frente al  problema existente.





� GUEVARA CORRAL, Rubén Darío, DESPLAZAMIENTO Y DERECHOS HUMANOS.


� En el momento de redactar este informe se ha abierto en Colombia una gran discusión por la aflicción de la Ley de Justicia y Paz, pues ha permitido que personas detenidas por delitos de lesa humanidad –delitos atroces-, por los cuales habían sido sentenciados a sesenta años de prisión, hoy han sido beneficiados para que sólo paguen cuatro y seis años de cárcel. Inclusive el mismo ponente de la Ley de Justicia y Paz, congresista Rodrigo Rivera, ha dicho a los medios de comunicación que no entiende los resultados de tal recurso legal por el cual dio la batalla en el parlamento colombiano. 





PAGE  
1

